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N.<^ Í47. 

Él Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de 
Córdoba, reunidos en Asamblea General sancionan con 
fuerza de— 

LEY: 

Art. 1. ® . Declárase la necesidad de reforma de la 
Constitución de la Provincia. 

Art 2. ^ Autorízase al P. E. para encargar á una ó 
mas personas el estudio de los puntos que sean convenien- 
tes refonñar. 

Alt. 3. ^ El estudio será acompañado de un proyecto 
de las reformas que se crea necesario introducir. 

Ai't. 4. ^ Hecho el estudio será presentado á la H. 
Legislatura para tomarlo en consideración al designar los 
artículos que debe comprender dicha reforma; 

Art. 6.^ Comuniqúese al P. E. 

Dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Le^s- 
lativa de la Provincia en Córdoba, á veinte y un diás del 
mes de Octubre del año de mil ochocientos ochenta y 
uno. 

Jogí A. 0»Glz. F. J. FiGUBROA. 

Santiago Bius. José del Viso., 

S. del Senodo. S. de la C. DD;' 

Departamento 
de 
Gobierno. 

Córdoba, Octahre 24 de 1881. 

Art, tínico. Téngase por ley de la Provincia, cúm- 
plase, comuniqúese, publíquese y dése al Registro Oücíal. 

■ JUÁREZ CELMAN. 

IsAl^s Gil. 
Es copia. 

O. Beyna. 

O. P. 
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N.® 157. 


Departamento 
de 
Gobierno. 


Córdoba, Noviembre 9 de 1831. * 


El P. lyecutivo de la Provincia, 

Haciendo uso de la autorizacioa conferida por el ar^ 
tículo 2. ® de la Ley de 24 de Octubre del corriente atto, 
acuerda 7 — 

DECRETA: 

Avt. 1.® Encárgase al Sr. Dr. D. Pileraon Posse el 
estudio de los puntos que sea conveniente reformar en la 
Constitución de la Provincia. 

Art. 2.9 El comisionado presentará el estudio acom- 
pañado de un proyecto de las reformas, de acuerdo con 
el articulo 3. ® de la referida ley. 

Art. 3.® Comuniqúese, publíqueáe y dése al Registro 
Oficial. 


Es copia. 


JUÁREZ CELMAN. 
IsAlAs Gil. 
G. Beyna. 
O. R 


IflBleterlo 

de 
Gobierno* 


Córdoba^ Noviembre 9 de 1881. 


Al Sr. Dr. D. Füemon Posse. 


Presente. 


Tengo el honor de adjuntar á V. copia legalizada del 
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Decreto fecha de hoy, por el que se impondrá, que ha 
hiendo la H. 'Legislatura de la ^Provincia autorizado al 
P. Ejecutivo para encargar á una ó mas personas el es- 
tudio de los puntos de nuestra Constitución, que sea con- 
veniente reformar, ha djesignado á V. para tal objeto. 

Igualmente, tengo el agrado de acompañarle copia 
legalizada de la Ley á que se refiere el mencionado de- 
creto 

Con tal motivo saludo á V. atentamente. 

Isaías Gil. 


Córdoba, Noviembre 12 de 1881. 

» 

A S. 8. el Sr. Ministro de Gobierno Dr. D. Isaías Oih 

x 

4 

He recibido la nota de 9 del corriente j el decreto á 
ella adjufito, por el que se me encarga el estudio de los 
puntos que sea conveniente reformar en la Constitución 
de la Provincia, debiendo presentar un proyecto de las 
reformáis que crea deben hacerse. 

Acepto, Sr. Ministro, la honrosa comisión de que se 
itie encarga, rogando á V. S. se sirva hacer presente á 
S. E. el Sr. Gobernador, que haré cuanto me sea posible 
para coi-responder dignamente á la confianza con que ha 
querido favorecerme. 

Dejando así contestada su citada nota, me es grato 
saludar al Sr. Ministro^ con las consideraciones de mi res- 
peto y aprecio. 

Dios guarde á V. S. 

Filemon Posse. 

Departamento 

de . 

Gobierno. 

Córdoba, Noviembre 21 de 1881. 


Publíquese y aíchívese* 


QtL. 
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Círdoba, Diciembre 31 de 1881. 

A S. S, d Sr. Ministro de Gobierno Dr. D, Isaías Gü. 

Tengo el honor de dirigirme á V. S., acompañando 
el proyecto de refoi-mas á la Constitución de la Pmvincia, 
cuyo trabajo se me encomendó por decreto de 9 del * 
mes próximo pasado. 

Siento, Sr. Ministro, no haber podido disponer del 
tiempo necesario para un trabajo tan serio y que requie- 
re tanto estudio y meditación. 

He tenido que dedicar el breve tiempo tKascnrrido 
desde el citado decreto, al cumplimiento de mis deberes 
de Rector del* Colegio de Monserrat, precisamente en una 
época en que el recargo de ocupaciones es mayor, á la 
atención de mi estudio de abogado y á formular el pro- 
yecto de reformas que acompaño. 

Ya que el tiempo me ha sido tan escaso, he tenido 
en cambio una inapreciable ventaja. 

Alejado desde hace tiempo de la política activa, sin 
estar áñliado á partido alguno, mi ánimo está exento de 
todo interés del momento, encontrándome en condiciones 
de poder apreciar con imparcialidad la Constitución, cu- 
yas reformas se me ha encargado proyectar. 

La Constitución se resiente de la época en que fué 
dictada y de la manera como fué elaborada. 

No hacían muchos años á que la Provincia había su- 
frido una larga serie de profundas perturbaciones, duran- 
te las que desaparecían dé hecho las garantías individua- 
les, hasta el punto de producir escenas sangrientas en las 
calles de esta Ciudad, sucediéndose los Gobiernos con 
pasmosa celeridad, debido á frecuentes revoluciones y me- 
diante elecciones mas ó menos iiTCgulares. 

Esos Gobiernos, casi siempre divorciados de la opi- 
nión pública, tenían en constante alarma á la sociedad y 
concentraban los 'empleos públicos en las pocas personas 
de su círculo. 

La Constitución naturalmente tenía que resentirse de 
esas épocas, cuyos recuerdos estaban frescos y que ser 
reaccionaria por consiguiente. 

La Convención Constituyente de 1870 fué convocada 


cuífcnda ja no íalteba-miioho para que expirase el perio- 
do gubernativo de-D. Félix de la Pefia. 

líOS prirneroa hombres de Córdoba fueron miembros 
A^ la Convención; pero en su composición, no había ho- 
mojeneidad, ni uniformidad de miras. 

Entre los convencionales habían decididos y distin- 
guidos lainigos -del Gobierno de la época, y no menos 
deGi4idos y distinguidos adversarios. Lh elección de Go- 
bernador, estaba próxima, y de consiguiente quedaba esta- 
blecida la lucha. 

La Goíive-ncion nombró una comisión redactora, com- 
puesta de los Doctores D. Antonio del Viso, D. ^Satur- 
nino M. Laspiur, D. Luis Warcalde, D. Gerónimo L. del - 
Barco y D. Gerónimo Cortés. 

. La comisión dividió el trabajo entre sus miembros, 
encon^iendaudo al Dr. Walcalde hi organización del Po- 
. der Legislativo, al Dr. Viso la del Poder Ejecutivo; ¡al 
Dr. Laspiur la del Poder Judicial, al Dr. Barco la de la 
Municipalidad' y al Dr. Cortés las declaraciones, derechos 
y garantías. 

El Dr. Laspiur se encargó, además, de redactar las 
bases para el procedimiento en el juicio - político-^ el Dr. 
Cortés las basesT de la ley de elecciones, y et Dr.' War- 
calde el Capítulo del Régimen Polítíco- Departamental. 

Por mas que la Comisión procuró armonizar los tra- 
bajos aislados de' cada, uno de sus miembros, la obra te- 
nía que resentirse de la manera como fué elaborada^ y 
por eso es que la Constitución carece de unidad de miras: 
y hasta de es^tilo, y que una misma prescripción se en- 
cuentre repetida en varios artículos. 

Presentado el proyecto de reformas, la Convención 
acordó nombrar una comisión revisora, compuesta de los 
cinco miembros de la comisión redacto ra y de siete con- 
vencional es. mas. 

La comisión revisora reformó setenta y cu atro artícu- 

lo^ de los ciento ochenta y cuatro desque constaba elpro- 

. yecto de la Comisión redactora y cerca de treinta incisos. 

Tantas reformas no fueron • bastantes, sin embargo, 
para depurar una obra hecha sin plan y á impulsos de 
^gte^'eses opuestos. 

Sea por que el número de convencionales disminuyese 
de día en día, hasta el punto de temerse que no hubiera 
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Quorum^ por las razones que expresa el Dr. Cortés en su 
Exposición de la Reforma Constitucional, sea por que es- 
tando próxima la elección de Gobernador, los partidos 
de^ la Convención, quisieron que se practicase bajo el im- 
perio de la nneva Constitución, es el hecho que se apre- 
suró su sanción hasta el punto de hacerse inútil toda dis-. 
cusiou, pues la comisión revisora formaba mayoría en la 
Convención, y cada partido creía que la Constitución tal 
cual salía de la mano de sus .autores, favorecía sus inte- 
reses políticos. 

La Constitución fué la obra de las Comisiones redao- 
tora y revisora, y no la obra discutida de la Convención. 

Fui yo elegido convencional, estando ausente de la 
Provincia, por cuya razón rae incorporé á la Convención 
cuando estaban ya .hechos todos los trabajos, y no tardé 
en convencerme de que la discusión era inútil*, por que 
había siempre una mayoría comprometida-, pues que se 
quería apresurar la sanción de la Constitución, como lo 
dice el Dr. Cortés expositor * de las reformas y uno de los 
miembrop mas influyentes de la Convención. 

Tratando de obtener algunas reformas, representaba 
en antesalas á algunos convencionales, amigos mios; la 
irregularidad de que la Constitución contuviese reglamen- 
tos de policía, leyes de elecciones, de procedimientos, pe- 
nales, etc. • 

La respuesta era siempre esta:— «Lo sabemos; pero 
«queremos aprovechar la feliz coyuntura de que la Con- 
«vencion está compuesta de hombres de bien para legis- 
«lar sobre todo lo que sea bueno, y no exponernos á que 
«legislen mal las Legislaturas, que probablemente serán 
. «compuestas por la influencia del Poder Ejecutivo.» 

Uno de esos amigos me dio un día la noticia, como 
una feliz nueva, de que habían convenido en suprimir de 
la Constitución una especie de Código penal, en que se 
definían y penaban varios delitos. 

Tales eran las miras, los intereses y las ideas que do- 
minaban en el ánimo de los autores de la Constitución, 
^ue, sin disputa, eran los hombres mas distinguidos de 
iórdoba. 

Respeté entonces, como respeto ahora, sus intencio- 
nes, que eran sinceras y patrióticas; pero extraviadas poi 
los intereses y la^is ideas de }a época; y entonces como 
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ahora, juzgué del mismo modo la Constitución, como lo 
comprueba el hecho de no haberla firmado, no obstante 

3ue, en el art. 188^ se invita á ello á los convencionales y' 
e que raí pobre nombre hubiera estado muj honrado en- 
tibe tantos nombres ilustres, y el hecho de haber aceptado , 
el encalco de proj^ectar las reformas que deban hacerse 
en la misma Constitucipn. 

Es indudable que los Convencionales quisieron hacer 
amplias 7 efectivas las garantías individuales; pero la exa- 
jeracion los llevó á reglamentaciones, que abren camino 
para que esas mismas garantías puedan ser violadas. 

El art. 9. ^, por ejemplo, estatuye— que no pueden 
establecerse procedimientos puramente sumarios en causas 
capitales, abreviarse los términos ni coartarse la defensa. 

La prohibición de establecer procedimientos puramen- 
te sumarios es solo encías causas capitales; luego se pue- 
den establecer constitucionalmente tales procedimientos y 
coartarse la defensa en causas en que estén comprometi- 
dos el honor, la libertad y la fortuna. 

La idea inexacta que los convencionales tenían de la 
estension de su mandato, (¡creyendo que podían legislar, so- 
bre todo Jo que encontrasen bueno, las ideas personales 
de los redactores de la Constitución y los intereses palpi- 
tantes de la política, han hecho que se encuentren en ella 
leyes del Código Penal, del Civil, de Elecciones, de Pro- 
cedimientos en el Juicio Político, de reglamentación de 
Municipalidades^ prohibiciones policiales, etc. 

En la Exposición de la Reforma Constitucional se di- 
ce: fUna prudente desconfianza, nacida de la experien- 
«cia, acerca, de las personas encargadas del cumplimiento 
«de la Constitución, es uno de los rasgos que la caracte- 
«rizan.» 

Puede asegurarse que ese es su rasgo mas prominen- 
te y característico. 

La Constitución está llena de ligaduras, siempre débi- 
les, y de minuciosas precauciones, que no son mas que 
estorbos á la marcha regular de los Poderes Públicos, 
cuando una reacción en la misma Constitución no les dá 
la omnipotencia. 

El art. 86, inc. 11 hace imposible el uso racional del 
crédito-, pues ordena qué no se puede contraer un em- 
préstito, sino con la condición de pagarlo cuando mas 

¿ 
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tarde epi die? años. I^ero el inc. 12 automa 4^ copapro?. 
meter en un empréstito, toda la renta de lá; PrÓYitíLciá. 

La Sección 4. ^ :"e3 . una íey de elecciones con detallé? 
tan minuciosos como él. ¿e, que las cédulas, en que. cón£h, 
te. el voto de los sufragantes, han de ser presentadas do- 
bladas ó envueltas; pero el art. 184 autoriza aj Poder. 
Ejecutivo para reglamentar las elecciones^ debiendo . pro- 
ceder, en cuanto sea posíbl-e^, de : conformidad á las bases 
de la Sección 4.*=^, y. para, dirinair ó aclarar cualquiera 
duda que surgiese. 

¿Quién no vé" en la sanción de la Sección 4^ el 
triunfo de la oposición, j en la del art. 184 su derrota? 

El art. 184 puso en las manos del Gobernador, Sr. 
Peña, la facultad y los medios de darse el sucesor qu^ 
quisiera, como lo hizo. 

El art. 27, en su primera parte, pj'ohibe la acujnaular 
cion de sueldos y no la de pmpleos, inutilizando así, para 
\ el servicio público, á muchos y distinguidos hijos dei Ifi^ 
Provincia. 

En el propósito de descentralizar la Administración 
. en todo sentido, se ha establecido el* régimen municipal 
de la manera ^mas inconveniente, hasta el punto de ha- 
cerlo, imposible en. la mayor parte de los Departamentoa 
y^ estéril en los otros, como lo ha demostrado la expe- 
riencia. 

Dominados los. Convencionales de la idea fuerteua.entft 
preconcebida de hacer intervenir en la Administración un 
gran número de personas, reaccionando contra la . exaje- 
rada concentración,, decretaron la . incompatibilidad de 
sueldos, aunque los empleos fuesen perfectamente compa- 
tibles, y crearon las Municipalidades con un persojial 
exajeradamente numeroso, yendo hasta establecer una 
verdadera aberración; pues según el art. 149, un JMLunici- 
pio que tiene diez mil habitantes y uno que tiene nueve 
rap, la Municipalidad del primero se. compone de diez 
miembros y la 3egunda de diez y ocho. 

La precipitación con que la Constitución fué elabora- 
da y sancionada, np dejó tiempo ni para dar á los artí- 
culos una colocación ordenada. Así, por ejemplo, las 
Srescrípciones relativas á }a naturaleza y duración del Poder 
¡jecutivo están alternadas con las relativas á la ^lección de 
Gobernadpr, hasta el puntp de que después del artículo que 
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formula el juramento^ que debe prestar al recibirse d'él 
cargo, se encuentran disposiciones respecto á las calida- 
des necesarias para ser elegido Gobernador. 

Las deficiencias y en-ores de la Constitución, mas que 
á sus autores, deben atribuirse á la época y á las cir- 
cunstancias en que fué sancionada. 

Los progresos del pais desde entonces son inmensos 
j es de presumir que la Provincia siga una marcha mas 
regular, sin que J3ea preciso desconfiar tanto de los hom- 
bres que ejercen el poder. Esto permite calcar las iiis- 
tltücioües en los verdaderos principios, limitando la 
Constitución á lo que es de su i-esorte, y dejando á los 
Poderes públicos lia libertad de acción que deben tener 
para promover el progreso del pais. 

Las instituciones falseadas, aun con el mas sano pro- 
pósito, dan siempre malos resultados, y las mas veces 
contrarios á los que se pi*opusieron sus autores. 

En las reformas que propongo, he procurado quitar 
de la Cbñ-stitucion todo lo que le es ageno, llenar sus 
deficiencias, hacer de la Municipalidad una institución- 
práctica y dejar á los Poderes públicos las atribuciones, 
que Jes son propias en nuestro sistema de gobierno. 

D^ la parte primera— Declaraciones, Derechos y Ga- 
rantías—la reforma suprime disposiciones que deben estar 
en el Código Penal y en reglamentos de policía munici- 
pal-, fíclara ótras', garante mejor la vida del hombre (ya 
que no puede abolir la pena de muerte); su propiedad, su 
libertad y» la de imprenta. 

En la parte segutida--¿Del Poder Legislativo-^la 
reforma hace durar tres años en su mandato á los Diputa- 
dos, renovándose, la Cámara cada año por terceras par- 
tes, con el doble objeto de darle mas estabilidad y de que 
esa Óátnara esté siempre ^n quorum^ entre oti-as razones, 

{)ara que haya el Juez á, quien compete juzgar de la Va- 
idez dé las elecciones de sus miembros. 

Se suprimen los nombres de los Departamentos.de fa 
Provinéia, para que, con mejor conocimiento ahora de su 
territorio, pueda haCérse tina división mas conveniente y 
por -que la expedición á Rio Negro ha cambiado la Gee- 
^gi'áfía de la Provincia, dando- á Departóhfientos antes pe-* 
queños, suficiente estenwon paira fundar un nuevo Estadói 
Dá a(l í^oder LegielatíSro la facultad de atttoiizar un uso 
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racional del crédito con las restricciones necesarias, para 
no comprometer gravemente las rentas de la Provincia. 

El crédito de un Estado, cuando se hace de él un 
uso prudente y conforme con los principios de la ciencia, 
es un gran motor del progreso y aun lo anticipa. ^ 

La Constitución con propósitos declarados de sus au- 
tores, ha hecho imposible el uso del crédito de la Pro- 
vincia. La reforma debía hacerlo 7 lo ha hecho posible. 

La reforma establece que el Poder Legislativo estatuya 
, las formalidades con que ha de llevai'sa uniformemente el 
Registro Civil. La Constitución ha guardado silencio so- 
bre este punto, lo que ha hecho que la Municipalidad de 
esta Ciudad se haya ci*eido autorizada á legislar sobre 
materia tan importante. 

El i^egistro Civil, donde está la constancia de los mas 

t)recioso8 derechos del hombre, no debe estar librado á 
as varias v diveisas ordenanzas que puedan dictar las 
Municipalidades; pues que debe ser llevado unifórmente 
y con las mismas formalidades en toda la Provincia. 

La sección segunda — Del Poder Ejecutivo — ha sido 
dividida en, cuatro capítulos, para ordenar mejor sus dis- 
posiciones; pues en la Constitución están alternadas y mez- 
cladas las relativas á la naturaleza y duración del Poder 
Ejecutivo, á las condiciones para ser Gobernador, al tiem- 
po y forma de su elección, á los Ministros, etc. 

La Constitución, en caso de vacancia de los puestos 
de Gobernador y Vice-Gobernador, condena á la Provin- 
cia á tener gobiernos de breve duración, que siempre 
serán estériles • para el bien. E» tales casos la reforma 
hace que se proceda á reemplazar esos funcionarios por 
un periodo completo. 

La Constitución ha sido poco previsora en el caso 
de frustrársela oportuna elección de Gobernador, por ina- 
sistencia de los Electores. 

La reforma contiene al respecto disposiciones que 
hacen imposible semejante situación. 

La Constitución nada estatuye reapecto á la termina- 
ción del mandato dé los Electores de Gobernador, lo que 
hubo de dar margen á una cuestión peligrosa, con moti- 
' vo de la muerte del Gobernador electo, D. Clímaco 'de la 
Peña, antes de recibirse del manado. 

La reforma establece, que la Asamblea Electoral ter- 
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mina su mandato cuando el Gobernador y Vice-Goberna- 
dor electos hajan avisado su aceptación. 

Con esta prescripción queda establecido con claridad^ 
1. ® que si los vclectos renuncian, la Asamblea Electoral, 
en caso de que esas renuncias sean aceptadas, conserva 
el poder de nombrar otros: 2, ® que si alguno de los elec- 
tos muriese antes de recibirse de su empleo, pei-o después 
de haberle aceptado, no hay que nombrarle reempla^n- 
te: 3.^ que los Elctores cesan de tener inmunidades y 
vuelven á su rol de simples ciudadanos, una vez que los 
electos hayan avisado su aceptación. 

En la organización del Poder Judicial, la reforma es* 
tablece la jerarquía del Tribunal Superior re3pecto de las 
Salas en que se divida, y determina los asuntos en que 
ejerce jurisdicción originaria. 

Se establece también que en las causas sobre puntos 
regidos por la Constitución ó por tratados interprovincia- 
les, como en los regidos por la Constitución Nacional, por 
tratados de la Nación, ó por leyes del Gonereso, y la re* 
solución sea contra su validez, ó contra el derecho que 
acuerden, haya siempre recurso para ante el Tribunal 
Superior. 

La primera parte de esta prescripción se funda en la 
necesidad de que en los casos que ocurran, quede fijada 
definitivamente la interpretación de la Constitución de la 
Provincia. 

Tiene además el objeto de hacer prácticas las garan- 
tías que acuerda la Constitución-, pues cualquiera que sea 
el daño causado por su violación, se puede i*ecurrir ante 
el Superior Tribunal para hacer qué esa. garantía sea 
respetada. En tales casos, mas que á la importancia ma- 
terial del dafio, debe atenderse á la importancia del de- 
recho violado. 

Loé fallos definitivos de los Jueces inferiores en cau- 
sas, regidas por tratados interprovinciales, pueden com- 
prometer á la Provincia en cuestiones desagradables; es 
pues conveniente que tales causas sean falladas en última 
instancia por el Tribunal Superior. 

Lá segunda parte del artículo tiene por. objeto hacer 
práctica la prescripción del art. 14 d'e la Ley sobre juris- 
dicción y competencia de los Tribunales Nacionales. 
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» La Gonstitucion establece (jtié la Provimcía *de "divida, 
caando menos, en seis dístHtos judiciales. 

'La reforma no fija el número de distritos en que ha 
de dividirse la Provincia, ni determina la jurisdicción de 
que han 'de estar investidos los Jueces de esos distritos. 

Lá prescripción constitacional está haáta ahora 'sin 
cumplirse, habiéndose hecho ensayos desgraciados, que so- 
lo 'han servido para demostrar su inconveniencia. 

La reforma libra por completo á la Legislatura ésa di- 
visión y la determinación de la jurisdicción de que han 
de estar investidos los Jueces-, pues faltando en la cattipa- 
fift elementos de justicia, sería sin dada prudente, y 
quizá tío único práctico, comenzar por establecer judieatu- 
rae de Paz, «ervidaií por Jueces Letrados, á quienes invis- 
tiesen de mayor jurisdicción que la de dos actuales Jue- 
ces'tde Paz; pero menor que la de los Jueqés Letattidos de 
primera instancia. 

La reforma» establece que desde luego los Jueees de 
Paz de la Ciudad sean ^Letrados-, por que aquí íbs posible 
que loiseanisin mayor erogación, y^por que asíase -esta» 
Uesce el principio de que para ser «Juez es < necesario sa- 
ber hacer justicia, y se garanten los derechos de lospo* 
bres. 

JmB, actual CSonstitucion no. contíei^e mas que un aptí* 
culO; rel£^tiyo::á Juecj^ de Paz, y es ^olO; para determinar 
quien los nombra. 

jLa reforma. organiza la Justicia de Pa^^ tan áiuportan- 
te como )a alta justicia-, por que interesa á fuay or;;núin6- 
ro de ciudadanos. Dá estabilidad á los Jueces -de.Paz y 
liace que^u nombramiento tenga el mismo origen que el 
de los otros Jueces. 

Los distritos judiciales pueden no > coincidir [copa los 
municipales, y es cosa segura que no coincidirán.- ílsío ha- 
ría imposible que el nombramiento de los Jueces de Paz 
"fuese hecho por los Conceios Deliberativos, que; por otra 
parte si han de ser veraaderamente independientes, eS 
necesario que solo tengan el carápter de Corporaciones 
administradoras de intereses locales. 

La reforma suprime todo el título 2.'® de la parte 
2.^*,. por. que no^es mas que una ley de procedimientos 
en el juicio político. ,, • 

La institución municipal; tal cual la pÜatttea la póná- 
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titiicion^ h?l, .dado. los.. pear^a resuUpdo^irppiriUesv .pue3r*«9»f 
mi^QhQs MupiÍQipios lid ha ,ppáiaó radicarse; ,en ^ o4¿08/. ha.* 
sido estéril;^ y. en, algunos liasta . pjernicioea-' . 

Era pues necesario hacer ¿na innovación CQflap|jeta,;y 
la. refprm?|. ,1a, hfi realizado. . 

tía 'Cóñí=?titucioálháce dé cada Dep^irtaníentá. ua-Murj 

niClplQ. ; 

La reforma establece que el Poder Legjq^lativo , diisqd^ 
la Provincia en, distrito s municípajles.. 

Sega,m la Coustitucion, ios . Consejos Délibera.tivos, se. 
componen de un personal tari; numeroso, que to(Já acción 
se enerva y, toda responsabilidad desaparece, sieiidq im- 
posible en muchos Mui;iiciiíios enconti'&r el.p?jrs6naí rer. 
querido. 

La, reforma Ip, reduce, gpoppi'cíoiiávndolo al numera de 
habítánteg^de cada Municipio. \' , * 

Ija Constitución estahl^ce.que.el Ccnsejo Ejjacutoi* en 
la Ciud^td se componga dé cinco miembros, y. en. la jCamr 
paila d^ ires, pudiendo aumentarse ese número hasta sie-: 
tfi, y dividiéndose la adihihistiracion entre elIós;. 

, La reforma convierte los Consejos Ejecutoras en í De- 
partamentos Ejqcufivos^ servidos por una., sola persona, 
para concentrar la responsabilidad,, pai^a dar vigonv^á ;»la 
acción administrativa, y para qi^a haya unidad en Vlapad-^ ^ 
ministracion. 

La. Constitución ^estatuye la renovación total de- ara- 
bos Consejos, cada año; iQ que hace que. no hayft tradi- 
ción ni continuidad en la , administrjacion, que nó haya 
sisteqaa .admínistraf i vo en. ninguno d^ sus ramos y, qqe su 
acción sea casi nulal ' ' . . 

Ademas, Jos OóncQJps Píéliberativos ■ salíeníes JuzgjajíL 
Jas. ^lecciones,, que para ellos no tienen importanpia- o la 
tie^n^n demasiado, si son reelectos. Casi nunca' el Consis^ 
jo sáUeiIte juzga tales elecciones, lo que na hecho qiip 
no sea infrecuente que 'un Municipio tenga dos Municipa- 
lidades ár la vez^ haciendo una cada partido. 

Lps.cu^irpos colegiados no deben renovarse sino por 
pai'tes. 

La Teforma establece aue los Consejos Deliberativos 
duran tres años, renovánaose po¿ terceras ■ partes! cada 
año. Igual tiempo dura el Jefe del Departamento Ejecutivo. 

La Constitución dá á las Municipalidades, á mas de 
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la facultad de establecer impuestos, ramos especiales de 
renta; pero que solo son efectivos en provecho del Maní- 
cipio de la Ciudad y con perjuicio de íOs vecinos de otros. 
Municipios. 

La reforma solo dá á los Consejos Deliberativos la 
facultad de establecer impuestos sobre los ramos de su 
incumbencia y. no mas que hasta el doble de lo que el ser- 
vicio del ramo exije. 

De este modo no es posible el abuso en el impuesto, 
que será invertido en el servicio del ramo gravado, y el 
e^cceso en los gastos generales. 

Los impuestos no serán pagados en su mayor parte, 
como sucede ahora, por vecinos de otros Municipios, en 
cuyo beneficio no se invierten. 

Así cada Municipio costeará sus rentas, y la vida se 
estenderá por todo el cuerpo social de la Provincia. 

, La Constitución dá á la? Municipalidades ciertas fa- 
cultades políticas. La reforma las reduce á corporacio- 
nes puramente administradoras, y deslinda con claridad 
las atribuciones de ambos Departamentos y la responsa- 
bilidad de las personas que los sirvan. 

La Sección 4.* es una verdadera ley de elecciones, 
éón minuciosos detalles. La reforma la reduce á pocas 
prescripciones, que comprenden los principios füridamen 
tales de una ^ey electoral. 

El Capítulo del Régimen Político Departamental, dá 
á los Jefes Políticos un carácter indefinido, pues después 
de establecer que son autoridades civiles, íes dá atribu- 
ciones militares, superiores á las de las Jefes de Cuerpos, 
y los declara primera autoridad de los Departamentos, 
cuando hay en ellos autoridades de otro orden. 

Esto ha producido tal confusión, que los Jefes Polí- 
ticos se han creido autorizados para dar órdenes á los 
Jueces y á las Municipalidades, como lo han hecho con 
frecuencia. 

La reforma deslinda el carácter del Jefe Político y 
el de las demás autoridades de la Campaña, de modo que 
puedan funcionar sin chocarse y sin absorverse. 

Tales son. Señor Ministro, dibujadas á grandes ras- 
gos, las principales reformas que cieo deben hacerse á la 
Constitución. 

Acompaño el proyecto de reformas con su respectivo 
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comentario^ en eí que ño encontrará V. S. ma,8 que pen- 
samientos indicados; pues la escasez de tiempo no me ha 
permitido, desaiToUarlas. 

Adjunto también el proyecto de la Constitución como 
debe quedar con las reformas, no porque tenga la pre- 
sunción de que. todas sean aceptadas ó de que no se ha- 
gan otras, sino para que pueda formarse una idea mas 
clara y concreta de su conjunto. 

Puedo asegurar á V. S. que he dedicado al. desempe- 
ño de la comisión, con que se me ha honrado, hasta el 
tiempo que debía destinar al reposo para presentar mi 
trabajo en oportunidad de que sea entregado al estudio 
de los ciudadanos, qqe se interesen por la suerte del pais; 
pues la crítica de tanto hombre ilustrado,, como tiene Cór- 
doba, lo depurará y completará. < 

En ello, por otra parte, me he conformado con los 
deseos que me ha manitestado el Señor Gobernador. 

Deseando que mis estudios sobre la lej^ fundamental 
sean útiles á Córdoba, á quien tanto debo^ y reservándo- 
me presentar alguna nueva observación ó enmienda á 
mi propio trabajo, si mis ocupaciones me lo permiten, 
tengo el agrado de saludar al Sr. Ministro con las consi- 
deraciones de mí respeto y aprecio. 

Dios^ guarde al Sr. Ministro. 

Filemon Posse. 

Departain ento 
de 
Gobierno 

Córdoba, Diciembre 31 de 1881. 

Imprímase la precedente nota con el estudio de las 
reformas y el proyecto de Constitución en un niímero de 
ejemplares bastante á ser distribuido á los miembros de 
ambas Cámaras Lejislativas, Tribunales y Jneces de ^ 
Provincia y demás personas competentes para formar jui- 
cio eobre la materia, debiendo hacerse la impresión bajo 
la dirección del autor del trabajo Dr. D. Filemon Posse, 

JUÁREZ. 

Gil. 

3 


PROYECTO DE REFORMAS. 

tAUlK I'KIMÉKA. 

Capítulo único. 
Declaradpnes, derechos y garantías. 

Art. 3. ® 


Las autoridades que ejer- 
cen el Gobierno Provincial, 
residen en la Ciudad de 
Córdoba, Capital de la Pro- 
vincia. 


Las autoridades superiores 
recidirán en la Ciudad de Cói^ 
doba, que es la Capital de la 
Provincia, más si llegase á ser- 
lo de la República, la Legisla- 
latüra designará por una ley el 

{)unto donde debe establecerse 
a nueva capital provincial, (1) 

La redacción de la primera parte del artículo 
tercero de la Constitución vigente, puede dar lugar 
á que se dude cuales son las autoridades á que se 
renere. La redacción propuesta es mas clara y la 
que se emplea en la Constitución Nacional y en la 
nxayor parte de las Provincias. 

La segunda parte carece de. objeto en la actua- 
lidad, jpor tener ya la Nación capital permanente. 

Art. 6. ^ 


Entre tanto se establece 
el Jurado, no podrá conferir- 
se sino á Jueces Letrados el 
derecho de imponer la pena 
capital. 


No podrá impon ei'se la 
pena capital sino por unani- 
midad de votos de Jos miem- 
bros del Superior Tribunal 
de Justicia. 


(1) Notas: 1 ^. Los artículos colocados en la columna de la izquierda 
son los de la Constitución vigente. 

1^^. La CoQstitucton que ha servido de norma es la inserta en 
elTomo 2^. á^ la Colección de leyes y decretos, pág. 559. 
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El artículo 6. ^ al establecer que no podrá con 
ferirse sino á Jueces Letrados el derecho de impo- 
ner la pena de muerte, ha querido, sin duda^ rodear 
de seguridades de acierto la imposición de esa pe* 
na, , para garantir mejor la vida del hombre. 

La redacción del artículo 6. ® no llena su ob- 
jeto, ni tiene razón de ser; por que la simple ma- 
yoría de votos de jueces, aunque sean letrados, de- 
jaría siempre la dolorosa duda de si tan irreparable 
pena se impuso con acierto; y por que no puede su- 
ponerse, sin ofensa de la cultura de Córdoba, que 
haya una Legislatura, que pueda conferir á Jueces - 
legos la facultad de imponer la pena capital. 

La redacción propuesta, á la vez que hace im-, 
posible el juzgamiento de reos- de delito capital por 
jueces legos, rodea la aplicación de la pena de muer- 
te de todas las garantías posibles de acierto. 

La filosofía y las costumbres van aboliendo la 
pena de muerte, hasta el punto de que su aplica- 
ción es rarísima. 

Esa pena es la mas tremenda é irreparable de 
todas y por lo tanto es necesario alejar de su apli- 
cación el error, en cuanto sea posible. 

Art. 7.® 

Siendo incompatible con| 
el orden social, declárase ilí- 
cito el duelo; y tanto los que 
lo provoquen, como los que 
lo acepten, Jos padrinos y 
cuantos coopei*ejl á sü reali' 
zacion, sin perjuicio de las 
deméts penas establecidas, que- 
darán en la condición de los 
que cometen delito infamante. 

El duelo es un delito comun^ definido y penado 


Suprimido. 
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por la legislación criminal, lo que haCe íiiilecejáárícl 
ia primera parte del artículo. 7. ^. 

En la segunda parte se coloca en la condición 
dé los que cometen delito infamante, tanto á los que 
provoquen como á los que acepten un duelo, á los 
padrinos y a cuantos cooperen a su realización, sin 
perjuicio de las demás penas establecidas. 

La Constitución no es un Código Penal, y por 
consiguiente no puede imponer penas por delitos co- 
munes. 

La legislación sobre el duelo corresponde al Có- 
digo Penal, que muy luego será dictado por el Con- 
greso Nacional. 

Si el Código impone la pena de infamia á los 
duelistas y a sus padrinos, les será aplicada esa pe- 
na en virtud del Código y no de la Constitución. 
Si no la impone, no les podrá ser aplicada, pues las 
leyes penales, que las Provincias establezcan solo 
pueden tener vigencia hasta que el Congreso dicte 
el Código Penal (Art. 108 de la Constitución Na- 
cional.) 

Jja infamia decretada por el artículo 7. ® , no 
traería las mismas consecuencias para todos los due- 
listasr Los' extrangeros que no tienen derechos po- 
líticos, no podrían ser privados de ellos. 

La desigualdad se haría mas resaltante en el 
caso del duelo entre un argentino y un extrangero; 
puesto que el uno sería privado de derechos, de que 
el otro no puede ser privado, por carecer de ellos. 

La ley ademas es impotente para declarar la . 
lama ó la infamia; por que ambas dependen solo del 
concepto público. 

La infamia está en el delito, no en la pena. 
El que es condenado injustamente, aunque cum- 
pla la condena, no queda infamado; mientras que el 
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qilé Cótríéíé uii delito^ aunque esquivé^ no sólo la 
pena^ sino el proceso, sufre la pérdida de la estima- 
ción publica^ que es la verdadera infamia/ , 

Es en vano, pues, que la ley declare la infamia 
de los duelistas, porque eso equivale á decretar qué 
el' público tenga mal concepto de ellos. 

, El duelo ha sido legislado de diversas maneras 
eá diversas partes y épocas. 

Há sido llamado el juicio de Dios, pudiendo ape-. 
larse al duelo del fallo de los Tribunales; ha servi- 
do de medió de prueba y los títulos III y IV de la 
Partida 7. ^ , legislan exclusivamente sobre Los riep- 
tos y Las Lides, no para proscribirlos, sino para ad- 
mitirlos como probanzas. 

Se ha impuesto después á los duelistas la pena 
de infaínia; pero las costumbres y la opinión publi: 
ca imponían esa misma pena a los qué no provoca- 
ban a su ofensor y á los que provocados, no- acep- 
taban el duelo. 

El duelista es siempre impulsado por un senti- 
miento de honor, que aunque extraviado, es since- 
ro^ pues que dá de él el testimonio de su sangre y 
de' su vida. 

Hé ahí porque la opinión pública no puede te- 
ner por infame ú que, en defensa de lo qué cree 
su honor, deirraiña su sangre y sé expone á la 
muerte. 

La bárbara costumbre del , duelo no ha de ex- 
tinguirse con penas de que la' opinión pública ab- 
suelve y convierte á veces en apoteosis, sino con 
una penalidad práctica, con lá difusión de la ins- 
trucción, de la moralidad y de ideas mas exactas 
acerca del honor. 

El artículo, además, aplica la misma pena a los 
duelistas, a los padnnós y á los que de cualquier 
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inodo cooperen al duelo, en lo que ñay una. verda- 
dera confusión de principios; plies no; puede estable- 
ceir^e, la , misnia pena contra . el provocador que con- 
tra el provocado, contra los cómplices que contra 
Ips. aijtores principales del delito. 

La imposición de la misma pena contra los pa- 
drinos que contra los duelistas, ó es ineficaz ó con- 

, tribuye á , que los duelos se realicen sin padrinos; 
es decir, sin la asistencia de personáis qué garantan 

[ la lealtad del combate, que puedan contribuir a evi- 

^ tarjo ó. hacerlo menos sangriento. 

La legislación moderna inspirándose en las ideas 
expuestas, ha establecido penas pías suaves contra 
Jos duelistas, aboliendo por completo la de infamia, y 
procurando que^ cuando llegue el desgraciado j lan- 
ce de un duelo, e^te no se verifique sin padrinos, 
á quienes al efecto exime de toda pena cuando gé- 
riamehte han heicho esfuerzos para evitar él duelo, 

. . ó cuando no habiendo podido evitarlo, han hecho lo 
posible para minorarlos funestos efectos de la lü^ha 
La. crueldad de las penas arguye imprevisión 
en el legislador^ ó qíie se quiere reprimir enérgica- 
mente ün delito, ciiya perpetración se Ka generáli 
zado demasiado; siendo de notar al respecto, que «n 
Córdoba felizmente no existe ni ha existido Ja fu 
nesta costumbre del duelo. 

Art. 9. ® 


Asi jraismo no podrán esta- 
blecerse procedimientos pura- 
,. jípente ^iimajios en causas ca- 
; pitajes,' abreviarse los f érfni- 
rios, ni coartarse, de otí'O rao^ 
do'ladefeíisa. 


Suprimido 
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Este artículo supone que es posible que se es- 
tablezcan en Córdoba, procedimientos puramente su- 
marios en causas capitales, y coartarse la defensa; 
lo que no puede admitirse sin ofensa de su cultura. 

Semejante ley sería contraria al artículo 18 de 
la Constitución Nacional, que establece: que nadie 

f^uede ser penado sin juicio previo y que es invio- 
able ia defensa en juicio, de- la persona y de los 
derechos y contraria también al artículo 5.*^ de la 
Constitución Provincial, que estatuye, que todos los 
habitantes de la Provincia de Córdoba gozarán en 
ella de los derechos y garantías que la Constitución 
Nacional otorga a favor de los habitantes de la Nación. 

El artículo dice que no podrá establecerse pro- 
cedimientos puramente sumarios en causas capita- 
les, abreviarse los términos, ni coartarse la defensa; . 
luego en causas no capitales podría hacerse todo 
eso; luego cuando se trata del honor y de la liber- 
tad de los hombres^ podrán establecerse procedi- 
niientos puramente sumarios. 

Ese artículo es pues, una ofensa á la cultura 
de Córdoba, y un peligro para sus habitantes. 

Art. 10. 


La defensa es libre en to- 
dos los juicios, la pnielía se 
lá pública y la resolución 
motivada. 


Esta debe ser libre en to- 
dos los juicios, sin exigirse 
firma de Abogado: la prueba 
será' pública y motivada In 
resolución fundándose en lej 
anterior al lieclio del proce- 
so; 

La supresión del artículo anterior, hace nece- 
sario el cambio de redacción de la primera parte 
de este artículo, y que á la palabra esta reemplace 
la palabra defensa, en cuyo lugar estaba aquel 
pronombre, 
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Se han suprimido también las palabras «5^n 
exigirse firma de Abogado,» por innecesarias y re- 
dundantes; puesto que ya se establece que la defen- 
sa hia de ser libre en todos los juicios, y puesto 
que no sería libre si se exigiese firma de Abogado. 

En el final de este artículo se suprimen las pala- 
bras «fundándose en iey anterior al hecho del proceso."» 

Si esas palabras se refieren a las resoluciones que 
recaigq.n eñ todos los juicios, como debe entenderse, 
dado el sentido del artículo, no tendrían verdad; 
porque en las controversias civiles y comerciales, 
sucede muchas veces que no hay ley que las dirima. 

Tanto el Código Civil (art. 16 tit. I. Prelimi- 
nar), como el de Comercio (Regla XIV), prevéen el 
caso de que falten leyes, que diriman los pleitos ci- 
viles y comerciales, y ordenan que en tales Casos, 
se resuelvan por leyes análogas y si aun las cues- 
tiones fueran dudosas, se resuelvan por los princi- 
pios generales del derecho. 

Si. se refieren solo á los juicios criminales, es- 
tán demás; puesto que la Constitución de la Nación, 
en. su artículo 18, establece que ningún habitante 
de la República, puede ser peñado sin juicio previo, 
fundado en ley anterior al hecho del proceso. 

Art. 11. 


CoHio nadie puede ser obli- 
gado á declarar contra sí mis- 
mo, tampoco puede i5er com- 
pelido ni le es lícito deponer 
contra sus padres, consoite, 
hijos y demás deudos hasta 
el cuarto gi'ado, con quienes 
el hombre está ligado por 
vínculos sagrados que la ley 
ii^be respetar. 


En causa criminal nadie 
puede ser obligado á decla- 
rar contra pí mismo, ni le es 
lícito hacerlo contra sus as- 
cendieníeé, descendientes, cón- 
yuges y hermanos, ni ^pue- 
de ser compelido á deppner. 
contra sus demás deudos has- 
ta el cuarto grado. 
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Xia ley debe expresar con claridad y / concisión 
lo que prescribe^ sin dar razón ni establecer funda- 
mentos; pues ella es meramente preceptiva. 

El artículo 11, como varios otros de la Cons- 
titución, da la razón ó fundamento de lo que está- 
tuye, y Ip hace de un modo poco satisfactorio. 

En efecto, de que un hombre no pueda ser 
obligado a declarar contra sí mismo, no se sigue 
que- no le sea lícito declarar contra sus parientes 
hasta del cuarto grado. 

E! artículo ademas está 'redactado en términos 
tan generales, que se presta a interpretaciones 
varias. , 

Dos de los mas ilustrados autores de la Cons- 
titución, han sido también los autores dé la Ley de 
Enjuiciamiento Civil de 1875, cuyo artículo 147, es- 
table que: «No podrán ser presentados como testi- 
gos contra una de las partes, sus consanguíneos ó 
afines en línea directa, ni el cónyuge aunque esté 
separado legalmente, ni los colaterales dentro del 
cuarto grado.» 

Esto hace mas evidente que es ilógica la razón 
en que se funda la prescripción del artículo 11; 
puesto que si bien es verdad que nadie puede ser 
obhgado á declarar Qontra ^ sí mismo, eso es solo 
en las causas criminales y no en lasv civiles, en 
las que se obliga al litigante á absolver posiciones, 
bajo de apercibimiento de tenerlo por confeso. 

El citado artículo déla ley de enjuiciamiento y 
el 1. ^ del artículo 166; de las tachas, demuestran que 
no se han tenido ideas claras acerca de la materia 
Un pariente presentado como ~ testigo por su 
pariente es admisible; puesto que es el caso de una 
de las tachas espresadas por la ley. 

Ese testigo, compelido por el temor del perju-^ 
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rio, por la fuerza de la verdad y el . amor á la jus- 
ticia, declara coatra del parieate mismo que lo ha 
presentado. ¿Habrá de desecharse semejante testi- 
monio por el Juez? 

Véase á cuantas controversias y errores pue- 
de dar lugar el artículo 11. « 

Redactado como se propone, todas las dudas 
desaparecen, y sus prescripciones se ajustan a los 
principios de legislación umversalmente admitidos. 

En primer lugar se expresa que la prescripción 
se refiere a los juicios criminadles, que es en los 
que se da esta garantía al individuo; dejando a 'las 
leyes comunes el cuidado de reglar esta materia en 
los respectivos juicios. 

La primera parte, reconoce el derecho que tie- 
ne todo hombre á que no se le obligue á declarar 
contra sí mismo, principio tan , general que no se 
necesita comentar. 

La segunda parte estatuye que no es lícito de- 
clarar contra los ascendientes, descendientes; cón- 
yuges y hermanos; entre quienes los vínculos de 
la sangre son tan íntimos que no se puede supo- 
ner que, en. juicio criminal, haya imparcialidad, sin 
repugnancia de esos Afínenlos ó sin que medie un 
sentimiento, que demuestre la perversidad de otros^ 
que se reputan los mas caros al corazón del 
hombre. 

La tercera parte estatuye, que nadie puede ser 
compelido á declarar contra de sus parientes dentro 
del cuarto grado; disposición conforme á las leyes 
8, 10, 11, 14 y 16 del título 'XVI de la Partida 
3. ^i y final del título XXX de la Partida 7. ^ 

Pero bien puede suceder qiie circunstancias es- 
peciales, el interés de salvar a un inocente ú otro 
semejante^ hagan que el pariente se preste á decía- 


« 


- 28 - 


rar, y entonces no hay razón para no admitir su 
testimonio. 

Como puede suceder que la unión de la fami- 
lia, su buen nombre ú otras circunstancias, hagan 
al pariente abstenerse de declarar, y entonces la 
ley debe respetar los sentimientos q'ue imponen si- 
lencio ai deudo. 

Deducir en estos casos una presunción del si- 
lencio del pariente es un grave error jurídico; pues 
del silencio del que no está obligado á hablar na' 
da se deduce; y si se sacase de semejante silencio 
alguna deducción, equivaldría esto a obligar á ha- 
lílar, quebrándose el principio misnío que la ley es- 
tablece; viniendo á hacerse deducciones en contra 
del reo, del silencio de terceros. 

Art. 13. 


No pudiendo verificarse pri- 
sión ó arresto, sin orden es- 
crita de autoridad competen- 
te, ella no se expedirá sino 
respecto á personas determi- 
nadas, obrando en su contra 
la declaración jurada de un 
testigo al menos, ú otx'a prue- 
ba semiplena de la cual se 
ha de hacer mérito en dicha 
orden de prisión ó arresto. 


No pudiendo verificarse pri- 
sión ó an-esto^ sin orden es- 
crita de autoridad competen- 
te, ella no se expedirá sino 
respecto á personas determi- 
nadas, obrando en su contra 
la declaración jurada de un 
testigo al menos!) ú otra prue- 
ba semiplena de la cual se 
ha de hacer mérito en dieha 
orden de prisión ó aiTesto: 
sin emlmrgo, cualquiei-a per- 
sona puede aprehender y con- 
ducir, bajo su propia respon- 
sabilidad á presencia de la 
autoridad al delincuente sor- 
prendido in fragahti delito. 

La partp añadida al artículo 13, es el final del 
artículo 18, que, como se comprende, es mas nata- 
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rail y propio que forme parte del ai^tíciiló IS, que eá 
el que estatuye los casos y formalidades con que se 
paede reducir á prisioíi á una persona. 


Art. 15. 


Ninguna detención ó arres- 
to se hará en la cárcel pú-, 
blica destinada á, los crimi- 
nales^ sino en otro local que 
se designará á este objeto: 
las cárceles deben ser. segu- 
ras, y siéndolo, queda prohi- 
bido, dentro de ellas el uso 
de grillos y cadenas. 


Ninguna detención ó arres- 
to se hará en la cárcel pú- 
blica destinada á los crimi- 
nales, sino én otro local que 
se designará á este objeto: 
las cárceles de la Provincia 
serán seguras, sanas y lim- 
pias; y toda medida que, á 
preteato de precaución, con- 
duzca á mortificar á los pre- 
sos, mas allá de lo que su 
seguridad exija, hará respon- 
sables á las autoiídades que 
la ordenen ó ejecuten. 

Las cárceles no solo deben ser seguras, para 
evita,r medidas precaucionales, que mortificarían á 
los presos; sino que deben ser también sanas y lim- 
pias; porque su insalubridad y desaseo serían una 
mortificación innecesaria para los encarcelados y 
hasta una amenaza contra su salud y su vida. 

El artículo 15 prohibe el uso de grillos y ca- 
denas dentro de las cárceles, cuando éstas sean se- 
guras. 

El mismo artículo ordena que las cárceles sean 
seguras, y por consiguiente, no puede suponer ni 
admitir que no lo sean. 

Por otra parte los grillos y cadenas no son las úni- 
cas mortificaciones innecesarias que se pueden ha- 
cer sufrir á los encarcelados á pretésto de precau- 
ción; el cepo, el calabozo y (ítros muchos son peo- 
res mortificaciones que los grillos y cadenas. 


/ 
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El cambio de redacción propuesto de la última 
parte del artículo, es la adoptada por la Constitu- 
ción Nacional y por las de las Provincias, que se 
han preocupado de esta materia. 

Alt. 18. 


La ley feputa -inocentes á 
los que, por sentencia, no han 
sido declarados culpables. 


La ley reputa inocentes á 
los que aun no han sido de- 
clarados culpables ó sospe- 
chosos por auto motivado de 
juez competente: sin embar- 
go cualquiera persona puede 
aprehender y conducir, bajo 
su propia respoüsabilidad, á 
presencia de la autoridad al 
delincuente sorprendido in 
fraganti delito. 

Nadie puede ser declarado culpable, sino por 
§entencia ejecutoriada, y mientras no lo sea^ es 
inocente ante la ley. 

En este principio reposa la absolución de un 
procesado, á quien no se ha probado plenamente el 
delito imputado. 

Este principio es la mas preciosa garantía del 
hombre, porque mientras que una sentencia no lo 
declare culpable, continúa en posesión de su buena 
fé, de su probidad y de su inocencia. 

La declaración de sospechoso, que puede hacer- 
se según el artículo 18, no tiene sentido legal prác- 
tico y puede dar lugar á abusos qne echen por tier- 
ra toda las garantías constitucionales. 

Un individuo preso por auto motivado, conti- 
nua aun en posesión de su inocencia; puesto que si 
la semiplena prueba, que motivó su prisión, no se 
eleva a plena y completa^ es absuelto^ aunque no 
haya producido prueba alguna á su favor. 
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Si no conservara esa inocencia ante la ley, si 
ante ella fuera sospechoso, y si no se desvanece 
esa sospecha, (fcomo se esplica que deba ser absuel- 
to y paesto en plena libertad? 

La última parte del ;artículo ha sido puesta al 
final del 13, por relacionarse mas con la prescrip- 
ción contenida en aquel. 

Art, 22, 23 y 24. 


A fin de que la propiedad 
sea mas res|)etada, se decla- 
ra: que todos los que inter- 
viniesen de algún modo en 
la ejecución de auxilios, con- 
tribuciones ú otras requisicio- 
nes insconstitucionales, son 
responsables solidariamente 
del perjuicio causado. ' 

La misma responsadilidad 
incumbe á los qua ordenen 
tales requisiciones, expidan 
decretos ó acuerden alguna 
medida que ataque )a pro- 
piedad ó perjudique dere- 
chos adquiridos, suspenda el 
cumplimiento de obligaciones 
contraidas, el pago de deu- 
das legales ó sus intereses, 
las altere óiaga de peor con- 
dición. 

En general son solidaria- 
mente responsables respecto 
al daño causado, los que orde- 
nan y los que ejecutan actos 
inconstitucionales decualquíer 
especie. 


Todos los que intervinie- 
ren en la ejecución de au- 
xilióos ú otras exacciones in- 
(constitucionales, como los que 
las ordenaren, ó expidieren 
decretos ó acuerden alguna 
medida qifd ataque la propie- 
dad, serán solidariamente 
responsables del perjuicio 
causado. 


En el artícnlo propuesto está contenida la pres- 
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cripcioa de k)9 artículos 22, 23 y 24 de la Consti- 
tucioa, qae adolecen, de redúadancias sobre esta 

materia. 

Ademas, se ha suprimido del artículo 22 la pa- 
labra mntnhmhms] por que solo la Legislatura pue- 
de irapoaerla^, segua el iaciso 5^ del artículo 82, 

Si según los citados artículos, fueran solidaria- 
mente responsables los que ordenan y los que eje- 
cutan contribuciones inconstitucionales, esa respon- 
sabilidad pesaría sobre los miembros de la Le^sla- 
tura^ contra la disposición del artículo 78, que con- 
sagra el sano principio, de que ninguno de los 
miembros del Poder Legislativo pueda ser acusado 
ni interrogado judicialmente, ni molestado por las 
opiniones que espita desempeñando su mandato de 
legislador. 

Además, los encargados de hacer efectivas las 
contribuciones, están obligjados á obedecer las órde- 
nes que reciben del superior, para el cumplimiento 
de leyes, que revisten los caracteres externos de 
constitucionalidad, no estando llamados á juzgar de 
su fondo. 

En esos casos el particular, que se' siente he- 
rido en sus intereses, acude á los , Tribunales, pi- 
diendo se declare la inconstitucionalidad de la ley, 
que afecta su propiedad, y que es el poder regula- 
dor establecido por la misma Constitución con tal fin. 

De otro modo se haría imposible el juego de, 
las instituciones y el principio de autoridad vendría 
por los suelos, si cada empleado pudiera desobedecer 
las órdenes del superior á pretesto de la inconstitu- 
cionalidad de las órdenes que se le dieren. 

El empleado no tiene derecho, sino á examinar 
si la ley reviste las formas externas exijidas por la 
ConsAitiUcion; y si las reviste, está, obligado á obe- 
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decería^ mientras el poder < competente no la declare 
inconstitucional y por lo tanto nula. 

Un decreto dado por una autoridad, en virtud 
del cual' se exigiese un impuesto no establecido por 
la Legislatura, seyía una, exacción ilegal, que nin- 
gún receptor debería obedecer, porque no estaría 
expedido ^1 decreto por quien tiene él poder de darlo. 

Pero exigir que un empleado sea responsable 
por haber obedecido un mandato, emanado de dos 
Cámaras, promulgado por el Poder Ejecutivo y en 
el que se han llenado todos los requisitos de la ley, 
es lo mismo que establecer que el criterio del em- 
pleado prevalezca sobre el criterio de dos poderes 
constituidos, múltiples en su composición y que se 
componen de personas mas elevadas é instruidas, 
hasta; que la ley sea declarada constitucional ó in- 
constitucional por quien tiene poder de hacerlo. 

*Tal principio haría imposible la marcha de la 
administración y es contrario á nuestro sistema. 

Toda ley, todo acto público que reviste las for- 
mas e:Jiíiernas exijidas, lleva en sí la presunción de 
Jegalidad, y no puede ser atacado mientras no ven- 
ga, á producirse una contienda judicial, originada 
por !a ejecución de dicha ley, y que dé mérito para 
discutir su validez. 


' 
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Ai-t. 25. 


La Legislatura no podrá 
dictar leyes ex post, fado, ni 
autorizar el curso ioi'Zioao de 
billetes emitidos por los Ban- 
cos establecidos en la Pro- 
vincia. 


Tampoco la Legislatura po- 
drá dictar leyes que compro- 
metan estos mismos princi- 
pios, ó que tengan efecto re- 
troactivo, ó que seíin dadas 
ex post fado. No podrá así 
mismo autorizar el curso for- 
zoso de los billetes emitidos 
por los Bancos; ni permitir 
su conversión en otra forma, 
ñi en distinta moneda de la 
que ellos prometen. ' 

Es inútil la primera parte del artículo 25, que 
prohibe ala Legislatura dictar leyes que comprometan 
la inviolabilidad de la propiedad, puesto que el artí- 
culo 17 de la Constitución Nacional establece que la 
propiedad es inviolable y que nadie puede ser pri- 
vado de ella, sino en virtud de sentencia; y puesto 
que el artículo 5. ® de la Constitución de la Pro- 
vincia declara que los habitantes • de esta gozan de 
los derechos y garantías que !a Constitucion*Nacio- 
nal en su parte primera, capítulo único, otorga á 
favor de los habitantes de la Nación. 

Lo que está prohibido no se prohibe mas, por* 
que la prohibición se repita; antes bien la repiticion 
de una prohibición, solo serviría para probar la ine- 
ficacia de la prohibición anterior. 

El artículo 3. ^ prescribe que las autoridades 
de la Provincia están limitadas por esta Constitu- 
ción, contra la cual no pueden dar disposición algu- 
na ni ejercer otras atribuciones que las que ella les 
confiere. 

Si según el artículo 3. "^ , la Legislatura ni otra 
autoridad pueden dar disposición alguna contra la 
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Constitución, ni ejercer otras atribuciones que las 
que ella les confiere, y si la Constitución ha decla- 
rado inviolable la propiedad y no ha dado á la 
Legislatura la facultad de comprometer ese princi- 
pio, es fuera de duda que la Legislatura no puede 
hacerlo^ sin necesidad de la prescripción, contenida 
en la primera parte del artículo 25. 

Se ha suprimido también la parte final del ar- 
tículo 25, que prohibe á la Legislatura permitir, la 
conveísion de los billetes de Banco en distinta mo- 
neda de la que ellos j)rometen, porque no es a las 
Provincias, sino á la Nación á quien corresponde 
legislar sobre monedas. 

Las Legislaturas de Provincia no pueden dic- 
tar leyes determinando la moneda en que se han 
de pagar las obligaciones, sean de Bancos ó de par- 
ticulares, porque el inciso 10^ . del artículo 67 de 
la Constitución Nacional atribuye exclusivamente al 
Congreso la facultad de hacer sellar moneda,, fijar 
su valor y el de las extranjeras, y porque at Con- 
greso aqaba de sancionar una ley al respecto 

Además, el Código Civil, contra el que no pue- 
den legislar las Provincias, establece que el pago ha 
de hacerse en la moneda nacional prometida ú otra 
especie de moneda nacional equivalente y al cam- 
bio corriente eJ dia del vencimiento de la obliga- 
don. 

•No pudiendo la Legislatura dictar ley alguna 
sobre ^Ioneda, se hace inútil la parte final suprimi- 
da del artículo 25. . 
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Art. 27. 


Nadie podrá acumular dos 
6 mai^ empleos á sueldo, ya 
sean ambos proviaciales, ó el 
uno provincial y el otro na- 
cional, ó aunque no gocen 
sueldo siendo ambos provin- 
ciales si perteneciere á diver- 
sas reparticiones. 


No podrán acumularse en 
la misma persona dos ó mas 
empleos de las tres reparti- 
ciones provinciales en que 6e 
divide el poder público. 


El artículo 27 de la Constitución es evidente- 
mente reacionarirf de una época en que se aglome- 
raban demasiados empleos en una misma persona y 
xíomo toda reacion es exagerado. 

Las leyes son casi ineficaces cuando no ,hay 
buenas costumbres, cuando no hay opinión publica 
óv cuando los partidos políticos no tienen mas regla 
de criterio que sus • propias pasiones, .encontrando 
bueno cuanto hacen los suyos, y malo cuanto ha- 
cen sus adversarios. 

Así la demasiada descentralización producida en 
la administración pública por el artículo 27, ha he- 
cho que muchos empleos estén desempeñados por 
personas ineptas, y que Córdoba se prive de los ser- 
vicios de muchos de sus mas ilustrados hijos. 

No es Córdoba una ciudad tan populosa que 
pueda contar con un numero suficiente de hombres 
competentes para llenar los puestos públicos, dada 
la descentralización de la administración y el per- 
sonal requerido por la Constitución. 

Es de la índole de nuestro sistema de* Gobier- 
no que los poderes públicos se renueven periódica- 
mente, para que siempre la opinión esté represen- 
tada; para que nuevos hombres lleven nuevas ideas 
y las inspiraciones del pueblo que los elije. 

^^ro descentralizada tan exageradamente la ad- 
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ministracion, que debe ser servida por un personal 
tan numeroso; no solo es imposible esa renovación, 
sino aun encontrar ese personal competente 

La Universidad de San Carlos y el Colegio de 
Monserrat, aunque sean establecimientos nacioiíales, 
son y serán la honra de Córdoba, porqué están ra- 
dicados en su suelo y porque el patriotismo de sus 
hijos los mantuvo de pié y con crédito universal 
durante largos años de anarquía y despotismo^ pre- 
parando muchas generaciones para la vida de los 
pueblos libres. 

La Universidad y el Colegio tienen que ser en- 
tregados á manos estranas,. ó Córdoba tiene que pri- 
varse de los servicios de aquellos de sus hijos, qup 
quieran continuar dando lustre á esos establecimien- 
tos y educando su juventud. 

Y esto porqué? 

^ ¿Se teme acaso que un profesor por recibir suel- 
do de Ta Nación, no pueda desempeñar honradamen- 
te un empleo provincial? 

El artículo propiamente no prohibe la acumu- 
lación de empleos nacionales y provinciales, sino la 
acumulación de sueldos naciona^s y provinciales; 
puesto que periñite acumular un empleo á sueldo de 
la Nación con otro gratuito de la Provincia y vice-; 
versa. 

El artículo es menos fundado aun bajo este pun- 
to de vista, y toma proporciones menos serias; pues- 
to que los empleos nacionales y provinciales, son 
incompatibles si son rentados, y no lo son si al me- 
nos uno es gratuito. 

Parece que se hubiera querido, no declarar la 
incompatibilidad de empleo?, sino hacer que los suel- 
dos se repartan en el mayor número posible de per. 
sonas. 


I 
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El, artíbulo prohibe la acumulacioit de dos. em- 
pleos provinciales á sueldo, aunque sean de ía mis- 
ma repartición. 

Declara, paes, no que no se acumulen eijipleos, 
siñó sueldos. • 

Prohibe la acumulación de empleos^ aunque sean, 
sito sueldo, cuando pertenecen á diversas reparticiones. 

En estiBi parte el artículo prohibe realmente la 
acumulación de empleos, y la prohibe de acuerdo. 
Con los principios del sistema de Gobierno del pais. 

Pero la Municipalidad no es en realidad una 
dé las ramas en que se divide la soberanía; pues^. 
su misión es puramente administrativa y loqal y 
por consiguiente nq se quiebra el principio de la 
división de los poderes públicos, porque un miem^ 
bro de la Legislatura pueda serlo de la Municipa- 
lidad. 

Art. 29. 

r 

En algunas ediciones de la Constitución se han 
puesto las palabras- «en el articulo 2./^ déla Cons- 
titución Qeneral», en vez de poner en el título se- 
gundo^, importando esto una simple .errata de im- 
prenta. ' 

Art. 36. 


Siendo el objeto de la fuer- 
za pública mantener; el orden, 
auxiliando á^ los. Magistrados 
contra los infractores de las 
eyea é instituciones, la auto- 
ridad militar debe hallarse 
Biigetia á' lá civil. 


Suprimido. 


La Constitución se resiente de falta de unidad dé 


i 
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miras; .parg[ue faé elaborpida por ye-ijia? .comisiones, 
oada^ uiWb de las que se eacarg^ ^e la radíaccion de 
diversas partes dé esta tey. 

Así se vé que el jirtículo .36, estay ece que 1» 
autoTídad militar debe estar s.ugeta. 9- la civil; mien- 
tras que el artículo 117, inciso 15, declara al Go- 
bernador Comandante en Jefe de la? M^ilicias de la 
Provincia y le impone el deber de prestar el auxi- 
lio de 4a fuerza a los tribunales, municipalidades, 
etc; y el 171 suprime las Comandancias priíLCj,pales 
de los Departamentos 

Si por ,el artículo .36, la autoridad militar está 
sugeta a la civil; es decir á los jueces, etc., no se 
explica como se imponga por el inciso 15 del artí- 
culo 117, al Gobernador, el deber de prestar el au- 
xilio de la fuerza publica á esos mismos jueces, á 
quienes los jefes de esa misma fu.er:5a están ¡sugefeos 
por el artículo 36. Si la autoridad militar estuviera 
subordinada á la civil, esta podría impartir á aque* 
lia órdenes directas, y no solicitar su auxilio del 
Gobernador de la Provincia. 

El artículo 171 suprime las Comandancias de 
Departamento, y el 172, declara que esa supifesion 
no escluye la existencia de Comandantes de cuer- 
pos de Guardia Nacional, que solo ejercen mando 
en sus respectivos cuerpos y únicamente para los 
casos del servicio militar. El mismo artículo establece 
que dichos Comandantes recibejí órdenes de} Jefe Po- 
lítico, que es autoridad civil segu» el artículo 171, 

3i los Comandantes de cuerpos de Giiiar4ia Na- 
cional, reciben órd^^es de los Jd^s Políticos, ¿eómo 
pueden estar sugetos á los Jueces? 

Si esos comandantes ^olo ejercen mando en ca- 
so de servicio militar, ¿como pueden estar sugetos 
á la jautóridad civÚ? 
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La fuerza páblica permanente de las Provin- 
cias es meramente policial y no , militar. Esa fuer- 
za tiene sus jefes naturales^ quienes están obligados 
á prestar el auxilio necesario á los Jueces, Munici 
palidades, etc. para hacer cumplir sus resoluciones, 
sin que estas autoridades necesiten que esa fuerza 
les esté subordinada. 

Tal subordinación podría traer graves pertur- 
baciones en. el servicio policial, porque la fuerza 
destinada á prestarlo ademáá de tener sus Jefes na- 
turales estaría subordinada á otras autoridades, 

, Es visto, pues, que el articulo 36 á mas de 
innecesario, puede traer graves complicaciones 

Art. 37 


Todo ciudadano argentino 
domiciliado en la Provincia 
y apto para el servicio oe las 
armas, es soldado de su Guar- 
dia Cívica, conforme á la ley, 
con la excepción de diez años 
que concede á los ciudadanos 
por naturalización el artículo 
21 de la Constitución Nacio- 
nal. 


Suprimido 


No hay mas Guardia Cívica que la Guardia 
Nacional, la que se compone de los ciudadanos que 
deban enrolarse según la ley. 

Solo el Congreso de la Nación puede dictar le- 
yes de enrolamiento y de servicio militar, y es con 
arreglo a esas leyes que los argentinos prestan ser- 
vicio militar, enrolándose en la Guardia Nacional, 
(art. 21 de la Constitución Nacional.) 

Las Provincias no pueden, pues, dictar leyes 
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sobre enrolainiento y servicio militar, y por lo tan- 
to el artículo 37 no tiene razón de ser. 


Art. 41. 


La Legislatura no dictará 
leyes que restrinjan la liber- 
tad de imprenta. 


Siendo la libertad de im- 
prenta uno de los derechos 
asegurados^ tanto por la Cons: 
titucion Nacional como por 
la presente, la Legislatura no 
podrá contrariarlo" por las le- 
yes que dictare reglamentan- 
do su ejercicio. 

La ley no razona, sino que ordena y estatuye; 
el artículo 41 da la razón del precepto que contie- 
ne y la dá en términos demasiado generales. 

Dice que «siendo la libertad de imprenta uno 
de los derechos . asegurados tanto por la Constitu- 
ción Nacional como por' la presente^ la Legislatura 
no podrá contrariarlo por las leyes que dictare re- 
glamentando su ejercicio»; lo que equivale á decir; 
que la Legislatura no podrá contrariar la libertad 
de imprenta por las leyes que dictare reglamentan- 
do su ejercicio; porque es uno de los derechos ase- 
gurados, tanto por la Constitución Nacional, como 
por la presente. 

Por la misma razón debería ponerse un artícu- 
lo idéntico respecto á cada únó de los derechos ase- 
gurados por la Constitución. 

Si para que la Legislatura no pueda, con leyes 
reglamentarias, contrariar la libertad de imprenta 
es necesario ordenarlo así, lo mismo debería suce- 
der respecto, á los demás derechos y garantías es- 
tablecidos en la Constitución; pues de lo contrario 
podría deducirse que la Legislatura puede contrariar 

esos derechos y garantías. 
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La Legislatura no puede contrariar los dere- 
chos asegurados por la Constitución Nacional ó por 
la Provincial; porque la primera' es la suprema ley 
de la Nación y la segunda la suprema ley de la 
Provincia. 

La primera parte del artículo está, pues, no so- 
lo demás, sino que puede hasta ser peligroso, por- 
que solo prohibe á la Legislatura que contraríe uno 
de los derechos y no todos los derechos asegurados 
por la Constitución. 

La palabra contrariar, empleada por el artículo 
41, no es la mas a propósito para garantir una am- 
plia libertad de imprenta; pues en cualquiera délas 
acepciones que esa palabra tiene, permitiría a la 
Legislatura limitar mucho la libertad de imprenta, 
sin llegar á contrariarla. 

La palabra restringir, que es la que emplea la 
Constitución Nacional, garante mejor ese precioso 
derecho; por que esa palabra significa, coartar, limi- 
tar, reducir, etc. 

Aunque la Constitución Nacional ha establecido 
que el Congreso no pueda dictar leyes que restrin- 
jan la libertad de imprenta, nada ha dicho respecto 
á si las Legislaturas pueden hacerlo, y de ahí la 
necesidad de consagrar ese principio en la Consti- 
tución de la Provincia. . 

Es conveniente apartarse lo menos posible has- 
ta de la redacción de la Constitución Nacional; por- 
que los mismos conpeptos, espresados de diverso mo- 
do y hasta el empleo de distintas palabras puede 
dar lugar á muy diversas interpretaciones. 
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Art. 42. 


Suprimido. 


Cuando se acuse una pu- 
blicación en que se hubiese 
censurado en términos deco- 
rosos la conducta de un in- 
dividuo como magistrado ó 
persona pública, imputándo- 
sele faltan ó delitos, cuya ave- 
riguación y castigo interesen 
á la sociedad, deberá admi- 
tirse prueba sobre los hechos 
denunciados; y resultando cier 
tos, el acusado quedará exen- 
to de toda pena. 


Este artículo es puramente reglamentario, y 
por lo tanto, ageno de la Constitución. 

Los artículos reglamentarios, no solo no son 
propios de las Constituciones, sino que forzosamen- 
te tienen que adolecer de deficiencia y falta de 
precisión, á causa la concisión que exije este géne- 
ro de leyes, quedando casi siempre incompletos. 

' Asi se vé en el artículo 42, cuya disposición 
es propia de la ley de imprenta, que el principio 
que se quiere establecer queda incompleto. 

En ese artículo se estatuye que es lícito cen- 
surar la conducta de un individuo como magistra- 
do ó persona pública, imputándosele faltas ó delitos, 
cuya averiguación interese á la sociedad, y que es 
admisible en tales casos la prueba sobre los hechos 
denunciados; es decir, que según el artículo, puede 
censurarse á los funcionarios públicos. 

Si el artículo es limitativo, como parece por 
su redacción y por su comentario (Exposición de la 
reforma constitucional, pág. 93); él es evidentemen- 
te incompleto; puesto que interesa tanto al orden 


'J» , 


w •> 


— ■ ■ - in ■ 


^i ■ 


1»- 


^'T - 


* é 


J ^ 


^ ^ 


--JL« 


^ / 




-^•r^ ii^ 1 le ¿e^ 




"TI- • 


/ ^/ ^. t t t 


-1 


• f ' * 




^iccuniíiti. 


y /. / ' • r » 


>i ' 


V*>/'í ^ l«^ 


/ / '/ 


/ ' 




A/l'r////'f 1/ '< fíí/fi \9^íf'A'Kíi U'.íU'X objetos de bene- 
l)f'f*fif*)fi pOhítf'ft, / Wuf'íiin:'f %i*, \mn realizado, no obs- 


— 45 — 

tante la prohibición, por inspiración y bajo la di- 
rección de nuestras mas distingaidas matronas, con 
general aceptación del pueblo y para llenar senti- 
das necesidades. 

La prohibición de las loterías de billetes ha da- 
do resultados negativos; pues la Provincia 3orporta 
sus inconvenientes/ sin reportar ninguna de sus 
ventajas. ^ 

En Córdoba no se pueden establecer lotería^ 
de billetes; pero estando establecidas en otras Pro- 
vincias y en Moiitevide3^ se expenden aquí esos 
billetes, de modo que el juego de lotería se hace 
aqui con ventaja de las loca^lidades donde está "^es- 
tablecida, sin que pueda impedirse la venta de bi- 
lletes, por mas que se prohiba. 

El mismo artículo establece que no se tolera- 
rán casas publicas de prostitución. 

Es imposible una prescripción mas contraria 
á la salubridad pública ya los principios de una 
buena higiene. 

Es indudable que la prostitución es, una llaga 
social y que sería muy de desear la mayor pureza 
eñ las costumbres. 

Pero ¿cómo se extingue esa llaga? El mal está 
ahí latente, palpable, ¿pero se le cura? 

Los males sociales como los males físícoS; que 
afectan al cuerpo humano, ño se curan con prohibirlos. 

Un pueblo no será mas rico por que se prohi- 
ba el píauperismo; no^será mas ilustrado porqué se 
prohiba la ignorancia, y del mismo modo no será 
mas moral por que se prohiba la prostitución. 

Esas tres llagas sociales se alimentan recípro- 
camente y se fomentan su desarrollo. 

La ignorancia desaparecerá con la difusión de 
la instrucción. 
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El pauperismo desaparecerá en nuestro rico 
suelo, instruyendo á la masa del pueblo, fomentan- 
do el trabajo, creando y desarrollando nuevas in- 
dustrias, inbuyéndole ideas religiosas exactas, ha- 
ciéndole comprender que el trabajo es el cumpli- 
miento de una ley divina y natural. 

La instrucción, el bienestar y el trabajo aca- 
barán con la prostitución. 

El artículo reconoce que existe la prostitución, 
lo que por otra parte es una dolor osa verdad; pero 
la tolera en la peor y mas dañina forma y la pro- 
hibe^ tal como la toleran las naciones mas civiliza- 
das, de acuerdo con las prescripciones de la ciencia. 

El artículo prohibe las casas publicas de pros- 
titución, luego tolera la prostitución claudestina, 
*que es la mas funesta. 

Las opiniones de los higienistas mas notables, 
fundadas en estadísticas minuciosas, son uniformes 
al respecto. 

La razoa demuestra y hace prevéer los resul- 
tados, que las estadísticas arrojan. 

Un lupanar no deja de serlo porque él no sea 
reglamentado por la autoridad, ni visitado por el 
médico, ni vigilado por la policía; que es h) que 
constituye la casa publica de prostitución. 

El lupanar clandestino solo se distingue por las 
formas repugnantes que revisten en él la suciedad 
y el vicio; por la falta de vigilancia de la auto- 
ridad, pues como tales casas están cubiertas por el 
derecho privado, la autoridad no penetra en ellas 
sino cuando el escándalo es tan grande, que llega 
muchas veces á las lesiones corporales y al crimen, 
^ por que el terrible flagelo que siega las existen- 
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cias aun en germen, se estiende de un modo ater- 
rador, sin baila ni obstáculo que se oponga á su 
funesta propagación. 

La reglamentación previene muchos .casos de 
tan terrible enfermedad, remedia mucho antes de 
que puedan propagarse, y pone al alcance de , to- 
dos los atacados los medios de evitar los estragos 
del mal; la visita impone la limpieza y la higiene 
y la vigilancia de la autoridad evita que el escanda* 
lo y la inmoralidad se desborden. 

La existencia de un reglamento de casas de 
prostitución en nada altera la moral pública; y si 
al prohibirlo se quieren cubrir las apariencias, la 
estadística de los hospitales, los recetarios de las 
boticas y las numerosas enfermedades de la juven» 
tud levantan el velo, y ensenan la llaga en toda su 
estension y repugnancia, demostrando que solo se 
consigue, satisfacer una pequeña vanidad a cambio 
de tan graves males. 

Es de notar al respecto la siguiente observa- 
ción histórica: 

En la Roma republicana, austera y de severas 
costumbres, las lobas y las cortesanas estaban ins- 
critas en el registro de los ediles; la Roma corrom- 
pida del Imperio dictó medidas represivas de la 
prostitución, que no hicieron sino aumentar los 
adulterios. 

Julio II, León X, Sixto IV y Clemente VII die- 
ron estatutos a los burdeles; Roma de este siglo, 
prohibida la prostitución pública, ha dado el espec- 
táculo de que la mayor parte de las prostitutas 
eran casadas y de todas las clases sociales (Escri- 
che Dic. de legislación. Tardieu Dic. de Higiene 
Pública, Monlau Higiene pública.) 

Los Reyes Católicos, Carlos I y Felipe II re- 
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glamentaron la prostitución; la corte viciosa de Fe- 
lipe lY suprimió las mancebías en la España (tife 
26 y 27; üb 12 de la Nov. R.) 

Buejios Aires nos ha dado un ejemplo reciente 
de la impotencia de la autoridad para concluir con 
la prostitución. 

Todas las medidas represivas y toda la vigilan- 
cia empleadas por el Sr. Perisena con este objeto, 
no sirvieron sino para diseminar los burdeles en 
la población^ bajo las apariencias de confiterías, ca- 
sinos y otras casas publicas que burlaban comple- 
tamente, bajo el amparo del derecho privado, las 
disposiciones de la autoridad y estendieron la sífilis 
de un modo aterrador; mal que ha disminuido mu- 
cho en cuanto una sabia reglamentación ha venido 
á contenerlo. 

Resulta, pues, que no solo la prescripción del 
artículo 45 es impropia de una constitución, sino 
<jue ella es contraproducente y atentoria de la sa- 
lud publica. 

El mismo artículo prohibe los espectáculos 
crueles y las diversiones indecentes. Esta prohibi- 
ción es muy justa sin duda; no es sin embargo pro- 
pia de la Constitución, sino de reglamentos munici- 
pales ó de policía. 

Debe observarse que entre nosotros no existen 
espectáculos indecentes, ni que puedan llamarse 
crueles, si se exceptúan las ri^as de gallos, que se- 
guramente no se han creído comprendidas en la 
prescripcipn constitucional; puesto que aun existen 
públicamente y con su respectivo reglamento. 
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SECCIÓN PRIMERA. 
PODER LEGISLATIVO. 


Capítulo primero. 

Déla Cámara de Diputados. 
Art. 50. 


Los Diputados durarán en 
8u representación tres años, y 
son reelegibles-, pero la Cáma- 
ra se renovará por terceras 
parles cada año. 


IjOS Diputados duran en su 
representación por el término 
de dos años; y son reelegibles; 
pero la Cámara se renovará 
por mitad anualmente; á cuyo 
efecto los nombrados para la 
primera Legislatura, luego que 
se reúnan sortearán los que de- 
ban salir en el primer período. 

La reforma propuesta tiene por objeto hacer que 
los Diputados duren en su mandato un año mas dé 
lo que prescribe la Constitución, para evitar la fre- 
cuencia de las Elecciones; para dar mas estabilidad 
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á la legislación provincial, y sobre todo para que 
sieñipre exista Cámara de Diputados. 

La renovación por mitad tieue el inconvenien- 
te de que, si el número de Diputados es par, la Cá- 
mara queda en minoría cs^a año, y si es impar 
queda en minoría un año sí y otro no, sin contar 
con la ausencia de Diputados y con vacancias por 
muerte ó renuncia; resultando así que las elecciones 
por renovación tienen que ser juzgadas por una mi- 
noría; y no por la Cámara en quorum, que es el 
juez establecido por la Constitución; viniendo á ser 
esta contradictoria, porque pone un juez que ella 
misma quita. 

Si la Constitución Nacional hubiera contenido 
una prescripción idéntica á la propuesta en la re- 
forma, no se habría presenciado en 1880 el espectá- 
culo de jueces transando sabré la sentencia que ha- 
bían de dictar en las elecciones verificadas por re- 
novación en ese año; y sobre todo, el país se habría 
ahorrado la preciosa sangre argentina derramada en 
Barracas y Puente Alsina; porque ahí habría esta- 
do el único Juez de las elecciones de los Diputados 
electos, y porque constituido así el Congreso habría- 
mos tenido pacíficamente el único juez de las elec- 
ciones de Presidente. 

La segunda parte del artículo 50 contiene una 
disposición transitoria y debe colocarse en el capí- 
tulo correspondiente.. 

Art. 51. 


En caso de vacante, el Po- 
der Ejecutivo, previo aviso 
del Presidente de la Cámara, 
baca proceder á la elección 
de un nuevo miembro. 


En caso de vacante el Po- 
der Ejecutivo hace proceder 
á la elección de un nuevQ 
miembro. 


— 51 - 

Las palabras «previo aviso del Presidente de 
la Cámara», que se suprimen en el artículo, son 
innecesarias y machas ve^es pueden ser perjuliciales. 

Para que en caso de vacante se proceda á nue- 
va elección, no puede ser requisito indispensable el 
aviso del Presidente de la Cámara, pues ese aviso 
no puede tener otro objeto que hacer saber al Po- 
der Ejecutivo la, vacante; pero si este la sabe por 
su notoriedad no hay razón alguna para que espe- 
re á que se le avise lo que ya sabe. 

Puede ocurrir/ la muerte de un Diputado duran- 
,te el receso de las Cámaras, y en este caso para 
llenar la vacante, habría que esperar a que las Cá- 
maras se reúnan, para que el Presidente pueda 
dar el aviso al Poder Ejecutivo. 

La supresión de dichas palabras, no impide que 
el Presidente de la Cámara avise al Poder Ejecutivo 
las vacantes que ocurran por renuncia ú otra cual- 
quier causa. 

Si el aviso del Presidente fuese un requisito 
indispensable, para que se llenen las vacantes, la 
mala voluntad de ese Presidente ó los intereses de 
una mayoría relativa, podrían hacer que el aviso 
se retarde y que la Cámara no se integre. 

Art. 60. 

El artículo 60 debe* colocarse inmediatamente* 
después del 53, y no en el capítulo 2. ^ , Del Senado^ 
como se encuentra; puesto que el derecho de acusar 
es privativo de la Cámara de Diputados y no del Senado. 

Su colocación natural es después del artículo 
53, que confiere á la Cámara de Diputados el dere- 
cho de acusar, por que el 60 no hace mas que es- 
tablecer los efectos políticos de la acusación. 
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Capítulo segundo. 
Del Sellado. 


Art. 64. 


El Senado se compondrá 
de un Senador elegido á plu- 
ralidad de sufragios por cada 
uno de los Departamentos de 
la Provincia. 


El Senado se compondrá 
de un Senador, elegido á plu- 
ralidad de sufragios, porcada 
uno de los Departamentos de 
la Provincia, á saber: la Ciu- 
dad, Anejos Norte, Iscliilin, 
Tulumba, Totoral, Sobremon- 
te. Rio Seco, Anejos Sud, Rio 
Segundo, Rio Tercero arriba. 
Rio Tercero abajo, Union. 
Calamuchita, Rio Cuarto, Rio 
Primero, San Juslo, SanJa- 
viei, San Alveí to, Pocho. Mi- 
nas, Punilla y Cruz del Eje. 

De este artículo se suprimen los nombres de 
los Departamentos de la Provincia; ya porque esos 
nombres pueden ser cambiados, ya porque el nume- 
ro de Departamentos puede aumentar ó disminuir, 
según lo requiera su mejor administración; ya tam- 
bién porque el natural acrecentamiento de la pobla- 
ción y el aumento de territorio, ocupado antes por 
el salvage de la pampa y en el que hoy la Provin* 
cia ejerce de hecho y derecho plena jurisdicción, 
harán indudablemente necesario aumentar el nume- 
ro de Departamentos 

Careciendo de objeto el expresar en la Consti- 
tución los nombres de los Departamentos, es mas 
conveniente suprimirlos, para dejar mayor libertad 
á la acción administrativa de aumentar ó disminuir 
su número ó de alterar la actual división de Depar- 
amentos, según lo exijan las circunstancias. 
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Art. 55. 


Para ser elejido Senador se 
requiere tener la edad de trein* 
ta años cumplidos j dos al me- 
nos de ciudadanía en ejercicio 


Para ser elejido Senador se 
requiere tener la edad de trein- 
ta años cumplidos; dos al me- 
nos de ciudadanía en ejercicio, 
y disfrutar de una renta anual 
de mil pesos fuertes ó de una 
entrada equivalente. 

En este artículo se suprimen las palabras «dis- 
frutar de una renta anual de mil ,pesos fuertes ó 
de una entrada equivalente.» 

Según el Comentador de la Constitución, se han 
exijido condiciones de renta para ser Senador, con 
el objeto de garantir la independencia del Senado. 

Tan ind^epenJiente debe ser la Cámara de Se- 
nadores* como la de Diputados, y no se concibe co- 
mo para ser Diputado no se hayan exijido las mis- 
mas condiciones de renta, que se creyeron indispensa- 
bles, para garantir la independencia de los Senadores. 

Es mas bien el carácter conservador del Sena- 
do el que ha hecho que la Constitución ,Nacional 
exija las mismas condiciones que el artículo 55 pa- 
ra ser Senador; porque se ha creido que esa Cáma- 
ra será también mas conservadora, comp miéndose 
de rentistas ó de hombres que de otro modo tengan 
asegurada su subsistencia. 

El carácter de conservadora lo adquiere la Cámara 
de Senadores poy la mayor edad que se exije, y por la 
mayor duración que se da al cargo de Senador. 

La, condición de renta no aumenta este carác- 
ter en la proporción que la exije el artículo 55; de 
bería para elloexijirse una renta mucho mayor^ y la 
Provincia no tiene muchos hombres que pudieran 
satisfacer esta condición, de modo que pudiera ser 
una garantía del carácter conservador del Senado. 
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Pero sobre todo es antidemocrático exijir como 
^ condición de elíjibilidad una renta dada, que excluya 
á clases numerosas de un cargo p.)lític3. La repre- 
sentación en los gobiernos damjcriticjs na debe 
exijir condiciones de capacidad que no puedan sa- 
tisracer todas las clases del pueblo. 

Además, es muy difícil averiguar las rentas ó 
entradas que un individuo tiene y por eso en la 
práctica ha caido en completo desuso la verificación 

de este requisito. 

Art. 56. 


Los Senadores duran cuatro 
años en el ejercicio desús fun- 
ciones, y son reelejibles-, pero 
el Senado se renovará por 
cuartas partes anualmente. 


Los Senadores duran cuatro 
años en el ejercicio de sus fun- 
ciones, V son reelejibles", pero 
' el Senadose renovará por cuar- 
tas partes anualmente, deci- 
diéndose por la suerte luego 
que se reuíian, quienes deben 
salir el 1. ^, 2. ^ y Ser. gJio. 

Se suprime la última parte del articulo 56, por que 
ella contiene una disposición transitoria, que ya sé ha 
cumplido y por lo tanto carece de objeto conservarla. 

Art. 58. 


El Senado nombrará un 
Presidente Provisorio en caso 
de ausencia del Vice-Gober- 
nador, ó cuando este ejerza 
las funciooes de Gobernador. 


El Senado nombrará un 
Presidente Provisorio que lo 
presida en caso de ausencia 
del Vice-Grobernador, ó cuanr 
do este ejerza las funciones de 

Gobernador. 

• 

Las palabras «que lo presida» completan el sen- 
tido d^l artículo 58; pues sin ellas pu^de entender, 
se que el Senado solo puede nombrar un Presidente 
^rovisorio,^ cuando se haya verificado la ausencia 

I yicetGob.ernador ó cuando este estuviera ejer* 

>ndo las funciones de Gobernador. 
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Art. 65. 


En caso de vacante el Poder 
Bjeicutiyo hará proceder á la 
elección, de un nuevo miembro. 


Cuando vacase algu?na plaza 
•de Senador, por renuncia, 
muerte ú otra causa el Poder 
Ejecutivo, previo áyiso del 
¡Presidente del Senado hará 
proceder inmediatamente á la 
elección de un nuevo miembro. 

> 

Se suprimen del artículo 65 las palabras <fipré 
vio avisa del Presidente del Senadoy> por las mismas 
razones que se suprimen del artículo 51, las píala- 
bras «previo aviso del Presidente dé la Cámara.» 

Se da, en la reforma, á este artículo lái misttíá 
redacción que al artículo 51, porque siénd^ esta 
mas concisa, no es menos clara, y conteniendo am- 
bas la misma prescripción para casos idénticos, de- 
ben tener la niisma redacción. 

* 

'Capítulo tkbckbo 
Disposiciones comunes d anibas Cámaras 

Art. 67. 


Ambaiá Cámaras se reunirán 
en sesiones ordinarias todos 
los aííos, desdé el 1.^ de Abril 
hasta el 31 de Julio. Pueden 
ser convocadas extraordina- 
riamente por el Poder Ejecuti- 
vo, ó por alguno d^ sus Presi- 
dentes á solicitud escrita de 
seis de sus miembros, y en am- 
bos casos mediando un motivo 
grave. 


Ambas Cámaras se reunirán 
en sesiones ordinarias todos 
lósanos; desde ell.*^ de Abril 
hasta el 31 de Julio: Puedan 
ser convocadas extraordina- 
riamente por el Poder Ejecuti- 
vo, ó por alguno de sus Presi- 
dentes á solicitud escrita dé 
una cuarta parte de los miem- 
bros de ambas Cámaras.* 


• ^ 'En el artículo 67 se estatuye que pueden la3 
Cánidas ser convocados extrftordinariáiiwBite par ¿ 
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Poder Ejecutivo ó por alguno de sus Presidentes á 
solicitud escrita de seis de sus miembros y en am- 
bos casos mediando .un motivo grave. 

La Constitución Nacional solo atribuye al Po- 
der Ejecutivo la facultad de convocar extraordina- 
riamente al Congreso. 

La Constitución de Buenos Aires, la de Santa 
Fe y la de Salta, únicjas Provincias que han adop- 
tado el sistema bicamarista, establecen que las Cá- 
maras puedan ser convocadas a sesiones estraordi- 
narias á petición escrita de una cuarta parte de los 
miembros de cada Cámara. 

En la reforma se adopta la prescripción de 
esas Constituciones; porque §s natural que las Cá- 
maras puedan ser convocadas á solicitud de miem- 
bros de ambas y no de una sola desde que ambas 
han de ser convocadas. 

Además, de ese modo se adquiere una verdade- 
ra seguridad de que la convocatoria no se hará si- 
no por motivos graves y de urgencia. 

En la reforma se suprimen las palabras finales 
del artículo 67 «y en ambos casos mediando un 
motivo grave.» 

Estas palabras no se encuentran en las Cons- 
tituciones citadas y con razón. 

No basta que un asunto sea grave para que 
deban convocarse las Cámaras á sesiones extraor- 
dinarias, sino que además de grave debe ser urgen- 
te, pues no siendo urgente no hay razón para no 
esperar á tratarlo en sesiones ordinarias. 

Es indudable que para que las Cámaras sean 
convocadas extraordinariamente debe mediar un mo- 
tivo grave y urgente; pero es indudable también 
que Ja apreciación de la gravedad y urgencia del 
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asaito» áebén quedar libradas al criterio del Poder 
Ejecutivo, que tiene la facultad de convocar extra- 
ordinariamente á las Cámaras, ó de los miembros 
de estaos, que tienen la facultad de pedir la convo- 
catoria. 

Las , palabras suprimidas pueden dar lugar á 
serias dificultades, res|)ecÉo de quien deba juzgar dé 
la gravedad y urgencia del asunto que motive la 
convocatoria. 

Así, por ejemplo, seis Diputados piden á algu- 
no de los Presidentes de las Cámaras/ que las con- 
voque extraordinariamente ¿quién juzgará si el mo- 
tivo es grave.? Si son los seis Diputados, el pre- 
cepto es inútil. Si es el Presidente de alguna de. 
las Cámaras, el precepto es peligroso; por que su 
sola voluntad de no convocar las Cámaras haría 
ilusorio el derecho de pedir su convocatoria^ acor- 
dada á seis de sus miembros. 

AtHbuido ese derecho á una cuarta ^parte de 
los miembros de ambas Cámaras, se adquiere la se- 
guridad, hasta donde es posible, de que la Convoca- 
toria no se hswá sino por motivos graves y urgen- 
tes. / , • . 

Art. 69. 


Pueden ser prorogadas sus 
sesiones por acuerdo propio 
ó del Poder* Ejecutivo, cuan- 
do un grave interés de orden 
ó -de conveniencia pública lo 
requiera. . 


Pueden ser prorogadas sus 
sesiones por el Poder Ejecu- 
tivo ó por sáúcioíi de las 
mismas Cámái'dis. 


En este artículo se suprimen las palabras «cuan- 
do un grave interés de orden ó de conveniencia pu- 
bU#b lo requiera», por las mismas razones yai ex- 

8 
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presadas para suprimer ese' concepto en el artícu' 
ío 67. 

Alt. 74. 

Ea los casos de minoría En los casos de miñona 
pof renovación, ó por cual- 
quier otra causa, aquella bas- 
tará para juzgar los títulos 
de los nuevamente electos, 
siempre que se halle en ma- 
yoría absoluta respecto de sí 
misma. 


por renovación, ó por cual- 
quier otra causa aquella, siem- 
pre 'que se halle en mayoría 
absoluta respecto de sí mis- 
ma, bastará par(i juzgar los 
títulos de los nuevamente 
electos; pero solo hasta po- 
derse constituir en mayoría. 


El artículo 74 es una excepción al 71, puesto 
que^ según este, cada Cámara es juez de las elec- 
ciones, derechos y títulos de sus miembros en cuan- 
to á su validez, y puesto^ que una minoría no es 
Cámara. 

Esta excepción era necesaria^ sobre todo res- 
pecto á la Cámara de Diputadoib^ que por el solo 
hecho de la renovación, si el número de estos era 
par quedaba en minoría cada año, y si era impar 
quedaba en minoría un año sí y otro no. 

Aunque con la renovación de la Cámara de Di- 
putados por terceras partes, se hace mas difícil que 
las minorías juzguen de la validez de las elecciones, 
debe conservarse la disposición, por si el caso llega 
á producirse. . ^ , 

Pero conviene que esa excepción sea momentá- 
nea, en lo posible, para volver al principio de que 
cada Cámara es Juez de las elecciones de sus miem- 
bros. 

Además, no hay razón para que la minoría, 
después de haber aprobado las elecciones de algu- 
nos Diputados, con los que puede formar mayoría^ 
continúe juzgando de las elecciones de los deálás. 
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. Las reglas observadas en las Cámaras legisla- 
tivas, cuando se encuentran en minoría, son: que 
la minoría incorpora á aquellos de los nuevamente 
elejidos cuyas elecciones no han sido protestadas ni 
objetado vicio alguno contra ellas, y que constitu- 
yéndose así en mayoría juzgue de las demás elec- 
ciones. 

El artículo 74, como está redactado, parece que 
da á la minoría el derecho de juzgar las elecciones 
de todos los nuevamente electos, para lo que no 
hay razón alguna, pues ese poder debe estar limi- 
tado hasta que pueda constituirse en mayoría. 

Art. 76. 


Cada Cámara hará su re- 
glamento y podrá con dos 
tercios de votos de los Dipu- 
tados presentes en sesión, 
corregir y aun excluir de su 
seno á cualquiera de sus 
miembros por desorden de 


Cada Cámara hará su re- 
glamento y podrá con dos 
tercios de votos de los pre- 
sentes en sesión, corregir y 
aun exchiir de su seno á 
cualquiera de sus miembros 
por desorden de conducta en 


conducta en el ejercicio de el ejercicio de sus funciones 


sus funciones ó por indigni- 
dad; y removerlo por inha- 
bilidad física ó moral sobre- 
viniente á su incorporación-, 
pero bastará la mayoría de 
uno sobre la mitad para de- 
cidir en la renuncia que vo- 
luntariamente hicieren de sus 
cargos. 


ó por indignidad; y remover- 
lo por inhabilidad física ó 
moral sobrevipiente á su in- 
corporación, pero bastará la 
mayoría dg uno sobre la mi- 
tad para decidir de la renun- 
cia que voluntariamente hi- 
ciesen de sus cargos. 


El artículo, como lo indican las palabras con 
que empieza, comprende á la Cámara de Diputados 
y á la de Senadores; pero inmediatamente limita á 
la Cáníara de Diputados sus disposiciones; de ma 
ñera que parece privar al Senado de la facultad de 
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eorregir 6 exclair á sus oiiembros por \o& motiros 
y en los casos qoe expresa el articulo. 

Suprimida la palabra «Diputados* el artículo 
comprende á ambas Cámaras como es la mente del 
artítulo. 


Cada Cámara paede hacer 
venir á su sala a loe Mima- 
tros del Poder Ejecutívo pa- 
ra recibir las explicaciones é 
informes que estime conve- 
pientes. \ 


Cada Cámai-a puede hacer 
venir á su sala á los Minis- 
ixon del Poder Ejecutivo, pa- 
ra recibir las explicaciones é 
informes que estime conve- 
nientes citándolos por lo me- 
nos con un día de anticipa 
lóon, salvo casos de urgente 
gravedad y comunicándoles 
al citarlos, los pantos sobre 
los cuales ha^aa de informar 

De este artículo se suprimen las palabras: «citán- 
dolos por lo menos con xm dia de antieipaeion, sal- 
vo casos de urgente gravedad, y comunicándoles al 
citarlos, los puntos sobre los cuales hayan de in- 
formar.» , 

La anticipación con que los Ministros hayan 
de ser citados, para dar las explicaciones que las 
Cámaras quieran pedirles no es ni debe ser mate- 
ria constitucional; pues es un simple acto de cor- 
tesía y de buen sentido. 

El ajtículo dice, que los Ministros serán cita- 
dos con un dia de anticipación por lo menos, sal- 
vo casos de urgente gravedad, en los que se les pue- 
de citar inmediatamente. 

En tal caso podría suceder que los Ministros 

'".dieran dar las explicaciones que se les pidie- 
por no haber tenido tiempo de compulsar ó 
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reumt los antecedentes necesarios, ó de conferen- 
ciar con el Go])ernador, paira estar autorizados á 
hablar en nombre del Gobierno. 

En semejantes ca«os la Cámara no tendría la 
palabra oficial del Gobierno ni los informes que desea- 
ra, en cuyo caso quedaría sin efecto la prescripción 
constitucional de que cualquiera de las Cámaras, en 
casos que juzgue de urgente gravedad^ pueda ha- 
cer Hamar á su sala á los Ministros para recibir 
de ellos explicaciones que en ese momento no pue- 
den dar., 

Después d^I artr 81. 


Artículo agregado. 


Cada Cámara puede tatfr- 
bien pedir & los jéfés de la 
administración, y; poí sti con- 
ducto á los subalternos, los 
informes que crea convenien- 
tesi 


EiSite artículo agregado^ que se' encuentra en 
varias Constituciones), que han adaptado el si^teíila 
bicamarista, en la sección «Disposiciones comunes 
á ambas Cámaras,» contiene la misnaa prescripcion> 
pero mas ampliada^ que la del incijso 9. ^ 'artí- 
culo 8&. ^ . 

El lug;ar propio de esta prescripción es en. el 
capítulo tercero. Disposiciones comunes a . ambas 
Cainaras,'que deben tener la facultad de pedir al Poder 
Bjecutiyo ya los demás jefes de los departamentos 
de la administración los informes que crean conV'C- 
nientes. v * 

El inciso 9. ^ , á mas de dar al Poder Legisla- 
tivo y no á cada Cámara, la facultad de pedir, in- 
fames, limita esa facultad á pedir tales informes 
al Poder Ejecutivo^ y expresa que puede pedidos en 
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caalquier época del aflo^ cuando su periodo legis- 
lativo solo dura cuatro meses. 


Art. 83. 


LoB servicios de los miem- 
bros de ambas Cámaras se- 
rán remunerados por el Te- 
soro de la Provincia coa una 
dotación por cada sesión á 
que concmTan, que la lej se 


Los servicios de los miem- 
bros de ambas Cámaras se- 
rán remunerados por el te- 
soro de la Provincia con una 
dotación por cada sesión á 
que concurran, y solo á ra- 


flalará, la cual no podrá ser zon de dos por semana du* 


aumentada mientras duren en 
el ejercicio de aus funciones. 
Dicna laj será dictada cuan- 
do á juicio de la L^islatura 
las rentas de la Provincia 
alcancen á sufragar este gasto. 


rante el periodo legislativo 
ordinario, sin que una vez 
fijada, pueda ser aumentada 
en favor de los que estuvie- 
sen ejerciendo sus funciones. 

I 


El artículo 83 de la Constitución^ reconocien- 
do la necesidad de remunerar los servicios de los 
miembros de la Legislatura, estableció que estos 
recibieran una compensación cuando las rentas de 
la Provincia alcanzasen^ á juicio de las Cámaras^ 
para pagar este gasto. 

lío estableció, pues, el precepto de un modo 
absoluto, teniendo en cuenta, sin duda, la situación 
del Tesoro en esa época. 

La reforma establece que sean remunerados 
inmediatamente después de que se dicte una ley, 
en la que se fije esa remuneración; para lo que y 
en garantía de evitar, tanto multij)licidad de sesio- 
nes innecesarias, como de próroga, se establece que 
solo reciban sueldo por dos sesiones semanales y 
solo durante el periodo ordinario. 

« Esto no excluye que puedan tener mas sesio- 
r semana, pues el artículo se reduce á esta- 


. i 
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' blecér que solo dos sesiones por semana les serán 
pagadas. 

La necesidad de pagar sueldo á los miembros 
de la Legislatura es evidente. 

La irregularidad con que las Cámaras tienen 
sesión, no proviene de otra causa sino de que esos 
empleos son gratuitos. 

Esto además trae el inconveniente de que solo 
pueden ser miembros de las Cámaras personas q,ue 
residan en esta Ciudad; gozando de sueldo podrán 
los Departamentos elejir personas de sus respecti- 
vos vecindarios, que conozcan mejor sus necesida- 
des y propongan los medios de remediarlas. 

La erogación no puede ser grande para el Te- 
soro; pues pagando á cada miembro de las Cáma- 
ras diez pesos fuertes por sesión, y en la suposi- 
ción de que todos concurran á esas sesiones el gas- 
to importaría menos de veinte mil pesos fuertes. 

Art. 85. 


Cada Cámara ten(Jrá auto- 
ridad para corrigir con ar- 
resto que no pase de un mes, 
á toda pesona de fuera de 
su seno por faltas de respe- 
,to ó conducta desordenada, 
ó inconveniente y á los que 
ofendieren ó amenazasen o- 
fender algún Diputado en su 
persona o bienes por su pro: 
ceder en la Cámara; á los 
que ataquen ó arresten al- 
gún testigo citado ante elha,ó 
liberten alguna persona arres- 
tada por su orden; á los que de 
cualquier otra manera impidan 
el cumplimiento de las dis- 


Cada Cámaia tendrá au- 
toridad para corregir con 
arresto que no pase de un 
mes. á toda persona de fue- 
ra ae su seno por faltas de 
respeto ó conducta desorde- 
nada, ó inconveniente y á 
los que ofendieren ó amena- 
zasen ofender algún Senador ó 
Diputado en su persona ó bie- 
nes por su proceder en la Cá- 
mara-, á los que ataquen ó ar- 
resten algún testigo citado 
ante ella, ó liberten alguna 
persona arrestada por su or- 
den; á los que de cualquier 
otra manera impidan ' el cum- 
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posxeionea qu^ didai'e ea sa 
carácter judicial; pudiendo, 
cuando á su juicio fuese el 
caso gi*ave v lo hallare con- 
veniente, ordenar el enjuicia- 
^ miento del delincuente pol- 
los Tribunales ordinarios. 


plimlento de las disposicio- 
nes que dictai'e en su carác- 
ter judicial; pudiendo, cuan- 
do á sn juicio fuese el caso 
grave y lo hallare conve- 
niente, ordenar el enjuicia- 
miento del delincuente por 
los Tribunales ordinarios. 


Se han agregado á este artículo las palabras 
cSenador ó,» por las mismas razones que fundan 
el cambio ieh la redacción del artículo 76. 


Capítulo cuarto. 


Atribuciones de la Asamllea 
General, 


Atribuciones del Poder Le- 
gislativo 


' El epígrafe de la Sección primera, título, pri- 
mero, es «Del Poder Legislativo.» 

Cuando se trata de las atribuciones de ese po- 
der en el Capítulo cuarto, no hay razón alguna 
para llamarle Asamblea General; lejos de eso tal 
cambio de nombre puede traer graves inconvenien- 
tes, dando lugar á que se entienda que las faculta-.- 
des deferidas al Poder Legislativo solo pueden ser 
ejercidas por ambas Cámaras reunidas en Asam- 
blea. 

El artículo 68 establece que ambas Cámaras 
abren y cierran sus sesiones ordinarias y extraor- 
dinarias, por si mismas, reunidas en Asamblea. 

Según este artículo ambas Cámaras; funcionan- 
do reunidas, forman Asamblea y de ahí es que el 
%rafe del capítulo cuarta y ei artículo 86, pueden 
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dar á entender que las atribuciones dadas al Poder 
Legislativo solo pueden ser ejercidas por las dos 
Cámaras reunidas en Asamblea. 

Art 86. 

\ . ■ ^ 

Corresponde á la Asamblea Correspoade al Poder Le- 
geueral: gislativo;' 

Inciso. 


Inciso agregado después del 
4.^ de este artículo 86. 


Establecer las formalidades 
con que se ha de llevar uni- 
formemente ^ el registro del 
estado civil. 


La Constitución de la Provincia ha guardado 
silencio sobre el particular, á causa de lo que, sin 
duda, y porque el artículo 2.^, título de las prue- 
bas del nacmiento de las personas. Código Civil, di- 
ce que las municipalidades deben crear registros 
públicos para que los certificados auténticos, extraí- 
dos de sus asientos, hagan prueba respecto de dicho 
nacimiento, la Municipalidad de esta Ciudad se ha 
creído autorizada no solo para crear el registro ci- 
vil, sino para establecer las formalidades con que 
ha de ser llevado. 

El registro civil establece medios de prueba de 
los mas preciosos derechos del hombre, y por lo 
tanto la reglamentación de las formalidades con que 
ese registro ha de llevarse, no puede quedar libra- 
da á las Municipalidades; porque esas formalidades 
no serían uniformes en todo el territorio de la Pro- 
vincia, y lo que según el reglamento de un Muni- 
cipio haría prueba, no lo haría según el de otro. 

Atribuyendo á la Legislatura, que es á quien 
compete, la facultad de establecer las formalidades 

9 ' 
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con que dichos registros deben ser llevados, habría 
la debida uniformidad, y registros llevados con las 
mismas formalidades harían la misma prueba. 

Establecer medios probatorios no es propio de 
una ordenanza municipal, sino de la ley. 

Además, esta prueba respecto al estado civil de 
las personas, como^ toda otra, puede surtir efecto 
fuera de la Provincia, y los jueces estrañoá, que 
pueden conocer nuestras leyes por el registro oficial, 
sería casi imposible que pudiesen llegar á conocer 
todas las ordenanzas de todas las Municipalidades, que 
se dictasen al respecto. ' ^ 

Es probable que la ley que establezca las for- 
malidades con que ha de llevarse el registro civil, 
encargue á cada Municipalidad llevar el registro de 
los vecinos de cada municipio. 

El artículo 2. ^, título V, libro 1. ^ del Código 
Civil no atribuye precisamente a las Municipalida- 
des la facultad de establecer las formalidades con 
que dicho registro ha de llevarse, ni ha podido atri- 
buírsela, por que eso pertenece al orden interno de 
cada Provincia. 

El Código ha aceptado hechoá producidos, como 
el registro que llevan los Párrocos, atribuyéndolesí 
fuerza probatoria, y con razón. 

Los Párrocos son los únicos que hasta ahora 
han llevado con mas ó menos regularidad, él regis- 
tro civil, y de consiguiente era natural que el Có- 
digo diese á ese registro, único que existía, fuerza 
probatoria. ^ 

El mismo Código, en el artículo citado, reconQ- 
ce expresamente á los Gobiernos de Provincia la 
facultad de dictar reglamentos sobre el registro del 
estado civil. 

No hay la menor duda de que los Párrqco? 


/ * 
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hasta aliora han prestado y prestan un verdadero 
servició, llevando el registro civil; pero no es á ellos' 
á quienes incumbe tal deber ni á quienes compete 
tal derecho, por lo menos en cuanto esos registros 
se relacionan con los derechos civiles del hombre. 

La autoridad civil ño tiene derecho de imponer 
á los Párrocos el deber de. llevar tales registros, . jii 
los Párrocos tienen los medios de llevarlos con 
exactitud. 

En el pais está establecida la libertad de cul- 
tos, y por lo tanto, los Párrocos católicos no po- 
drían asentar en los registros las partidas, de naci- 
miento de niños que no l^s llevan á bautizar, ni de 
óbitos de personas de otras creencias, en ciíyá in- 
humación no tienen la menor intervención. 

Bs pues necesario, que con la posible brevedad, 
se dicte una ley ordenando la creación de dichos 
registros y las formalidades con que deben ser lle- 
vados, á fin de que se haga fácil y uniforme la 
comprobación del estado civil de los habitantes de 
la Provincia. 

* 

Inc. 7.® 


' J 


Fijar aaaalraente la fuerza 
de. ,QuÉ^rnici9a y Policía al 
servicio de la Provincia. 


Fijar anualmente la fuerza 
de Policía al servicio de la 
Provincia. 


Las Provincias no pueden formar ejércitos, ni 
tener mas fuerza que la meramente policial/ 

Én el inciso 7. ^ del artículo 86, se dice: «Fi- 
jar anualmente la fuerza de Guarnición y Policía 
al servicio de la Provincia.» 

Si la palabra Guarnición se toma como sinóni- 
ma de Policía es inútil y redundante. * 

Si se toma, como es mas natural, en el sentido 
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de que importa tener otra tropa diferente de la po- 
licial, el inciso es inconstitucional; pues las Provin- 
cias no pueden tener ejércitos ni grandes ni chicos 
(art. 108 de la Constitución Nacional). 

Inc. 9.^ 

Pedir al Poder Ejecutivo 
en cualquier época del año, 
los datos que crea necesarios, 
sobre el estado de la renta 
pública y medios de acrecen- 
tarla, como sobre cualquier 
otro punto que sea conducen- 
te al mejor desempeño de 
sus funciones. | 


Suprimido. 


La prescripción de este inciso, ampliada) está 
contenida en el artículo agregado á continuación 
del artículo 81. 

Inc. 
Inc. agregado. ; I Legislar sobre jubilaciones. 

La antigua Constitución de la Provincia daba 
á la Legislatura la facultad de legislar sobre jubila- 
ciones, facultad que ha sido suprimida por la Cons- 
titución de 1870, fundándose que en los empleos pú- 
blicos son una ventaja pa;-a el que los desempeña y 
que el haber disfrutado muchos años de esa venta- 
ja no es una razón para que se les conceda Jubila- 
ción, Se añade que es fácil abusar en la concesión 
de jubilaciones. 

No es mas fácil el abuso en la concesión de 
jubilaciones,' [que en la concesión de primas ó re- 
compensas de estímulo, etc. 
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El abuso que temían los constituyentes de 1870 
se evita dictando una ley que establezca previamen- 
te la clase de servicios,, el tiempo que se • hayan 
prestado y las demás condiciones que se juzgue ne- 
cesarias para que el empleado tejiga derecho á ser 
jubilado. 

El abuso sería mas fácil, si las jubilaciones se 
concediesen sin una ley preexistente sobre la ma- 
teria. . . 

No podía escaparse á la penetración de los re- 
íormadores de la Gonsticion de 1870, que los suet- 
dos de l#s empipados deben ser tales que les permi- 
tan hacer algunas economías. 

' Reconocían qué entre nosotros los sueldos son, 
exiguos; pero abrigaban la esperanza de que me- 
jorasen. 

Si los sueldos podían mejorar, como ha sucedi- 
do, las necesidades de la vida han aumentado á la 
par, y es de toda evidencia que los sueldos apenas 
alcanzan para llenar las mas premiosas necesidades. 

La razón de que un empleo á sueldo es una 
ventaja para el que lo desempeña y la de que iwi 
empleado pubhco debe hallarse en el mismo caso 
que un dependiente de una casa particular, .que re- 
cibe su sueldo solo mientras sirve, es algo dura y 
poco exacta. 

Los dependientes y aun los sirvientes de las 
familias, después de largos años de servicios, jamás 
son abandonados á que soporten el hambre y la 
miseria. , 

El empleado mal rentado, que consume todo 
su sueldo en satisfacer las necesidades de la vida, 
sin tener otra prespectiva que una miserable vejez, 
se vé expuesto a procurarse ventajas, abusando del 
empleo que se confía á su probidad. . 
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Lóá éiri^Iéáflos gtehéralriiéjníté dutjín' muy poco 
ett suá puestos, á causa de ía exesiva movilidaa dé 
lá pdlíticá; o1)servaiidbse que cada partido qué sube 
al poder emplea sus adeptos. 

Esto démüesira que muy pocos serán los em- 
pleados q.ue adquieran ej[ derj9chp a la iubUaciQn, y "J 
déínúésti'á también la excelencia dé ésos emipléádos, 
qué sé cóñíseíváá' en sus puéstoá apesai* dé los cam- 
bios pqlíticos. . , "■ 

Hay entonces una yázon dé equidad, para conce- 
derles uña jubilación que les aseguré contra él ham- 
bre y la miseria, en el poco tiempo qué pueden aán 
vivir después de jubils^os, pues , la jubilabióji sé 
concede después de largos anos íe servicios, lo que 
supone una edad avanzada. 

Por estas razones se ha restablecido en la jé- 
fórniá la facultad acordada á la Législátui^a por la 
Constitución dé 1355 de legislar sobre jubilaciones / 
ál Podei^ Ejecutivo la de concederla^ son arregló a 
la ley. 
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Ixi9i89 U y 1^; 


Autorizar al Poder Ejecu-^ 
tivb • para' cóntraéi* emprésfi- 
tds, yá bajó bases séflarádás, 
ya- reservándcse el derecho 
de aprobarlas, designando 
8Íen^j)r<B un fondo amortizan- 
té qué'estinga el crédito "éñ 
un periói(Jo^ que- no excedk de 
diez áfítíá^'á cuyo fondo no 


» ^ 

Autorizar al Poder Ejecu- 
tivo' *paVa' ' contraer empl-^istí- 
titbs,^ con óbjéítós d éter raí na- 
dos:, designándose un fondo 
amorti.5!ian,t$ al qug no pQ(lr.¿ 
daysé /Otra ?iplicacion. En 
ningún ca¿p él servido de la 
totalidad dé lop * empréstitos 
podía coinproííiíietf5r ' íñáís dé 


podrá darse otra* apKcacion.Jla cuarta paile de la íeuta 


provincial. 


Cuando el crédito por sí 
solO) ó unido á los vptados 
durante éj aííp, excediese de 
la mitad dé las téntás Pro- 
ViüciaTés, ho podrá séi^ .auto- 
rizado con mellos de dos ter- 
cios de votos presentes de 
cada Cámara. 


9 

El inciso 11 establece que todo empréstito de- 
be quedar estitguidó cuando menos á los diez años. 

Está prescrii)cÍQn es sumamente , perniciosa, 
porqué obliga á sehalar una amortización demasia- 
do crecida. 

No se deben negociar empréstitos^ sino para 
llenar 'premiosas necesidades, ó paxa cpípcar re- 
productivamente las sumas pre^^^ 

"En uno Y otro caso una amortización fuerte 
pondría eñ conflictos al tesoro dé la Provincia; si 
es qué los empréstitos han' de ser de alguna im- 



Eñ efecto, la Constitución establee^ que el ein-. 
prestito debe estar paé^adío. cuando nías tarde, á los 
aie¿ añoá; lo qué daría por re¿ultadb q\ie la Pro- 
yiiiciá téhdría que pagar cada ' gtño la decinifi^ par ; 
té del ejnpréstitó con m^ iiiteréáés. ' 
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Semejante amortización no puede dejar de ser 
muy gravosa á la Provincia, puesto que el pago 
tendría que hacerlo, en mucha perte con la renta 
ordinaria; porque las obras realizadas con el em- 
préstito no podrían, en tan breve tiempo, ayudar 
con su producido al pago. 

El inciso 12 permite comprometer en emprés- 
titos, a simple mayoría de votos, hasta la mitad de 
las rentas de la Provincia, y mas de la mitad, sin 
limitación, con dos tercios de votos de los miem- 
bros presentes. 

Las rentas de la Provincia por su naturp,leza 
están destinadas á los gastos ordinarios de la ad- 
ministración, y por consiguiente; no puede sin gra- 
ve imprudencia, comprometerse en el servicio de 
empréstitos ni la mitad de esas rentas. 

Los empréstitos no pueden ni deben destinar- 
se á otro objeto que aquel para que se contraigan. 
Si en el servicio de los empréstitos puede compro- 
meterse, á simple mayoría,' la mitad de las rentas, 
y con dos tercios de votos mas de la mitad sin li- 
mitación, ¿con qué se haría frente a los gastos or- 
dinarios de la administración? 

No con las sumas procedentes del empréstito; 
porque no pueden ni deben aplicarse a un objeto 
diferente de aquel para que se contrajo; no con las 
rentas de la Provincia, que pueden estar compro- 
metidas al servicio del empréstito en una mitad y 
con dos tercios de votos aun en su totalidad. 

Los citados incisos hacen, pues, imposible un 
uso racional del crédito de la Provincia. 

En apoyo de los citados incisos se dice, en los 
comentarios á la Constitución, que las sumas pro- 
cedentes de empréstitos frecuentemente se malgas- 
tan y se consumen improductivamente, y que no es 
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justa que los hombres de una época se descarguen 
de los gravámenes que debeijt soportar, arrojándo- 
los sobre los venideros y reservándoles una funes- 
ta herencia, que no podrán ronunciar. 

Para precaver el primn' peligro señalado se 
establece en la reforma, qu9 los empréstitos se han 
de contraer con objetos, determínalos, sin que pue- 
dan aplicarse á otrjs diferentes. 

De este modo los ertipréstitos no se malgasta- 
rán, porque forzosamente se han de invertir en lle- 
nar el objeto con que Be contraigan; ni se consumi- 
rán improductivamente, porque la Legislatura no les 
señalará tan descabellado objeto. 

Si las generaciones venideras contribuyesen á 
pagar parte de un empréstito, no sería esa una fu- 
nesta herencia; porque con esa obligación, relativa- 
mente pequeña, recibirían una patria lil)re y el pro- 
greso acumulado por los sacrificios de las genera- 
ciones pasadas y de las presentes. 

Pagar un tanto de la herencia que se recibe, 
no es grave carga. 

Los que vienen gozarán de las mejoras ya rea- 
lizadas y de las que realicemos los presentes, y es 
justo, que por lo menos, contribuyan siquiera á pa- . 
gar la parte que nosotros no hayamos podido satis- 
facer. 

* 

Las mejoras de empedrados^ veredas, embelleci- 
miento y salubrificacion de la Ciudad, que hemos 
costeado los presentes, las gozarán los venideros sin 
hacer el menor gasto. 

Si se contrae un empréstito para hacer un fer- 
rocarril, y los presentes no acabamos de pagarlo, 
los venideros tendrán la ventaja de encontrar ese 
ferrocarril hecho y pagada- por nosotros parte de su 
costo y encontrarán además el progreso y el desen- 

10 
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volvimiento de la riqueza producidos por ese ferro 
carril. 

Tal es el encadenamieaüo y la ley del progre- 
so hurnano, que hace mas felices á las generaciones 
que vienen que a las que se van. 

El inciso propuesto, á la vez que deja mas li- 
bertad para el us,o del crédito de la Provincia^ pre- 
cave mejor el abuso. 

Según dicho inciso se pueden contraer emprés- 
titos, con una amortización mayor ó menor, según 
sean los recursos con que se cuente para el pago 
y según que la reproducción de la obra, que se rea- 
lice con el empréstito, sea mas ó menos próxima. 

El abuso del crédito y la posibilidad de una 
completa crisis financiera están precavidos, hasta 
donde es posible, pues que solo se permite compro- . 
meter una cuarta parte de las rentas en el servi- 
cio de los empréstitos. 

Asi no se verá la Provincia privada por una 
imprudencia de la mitad de su renta, de dos terce- 
ras partes ó de toda ella, y en la necesidad de do- 
blar las contribuciones para atender a su crédito y 
á los gastos de la admiuistacion, ó de ser ejecutada 
sí, por razón de las personas de los acreedores, pu- 
diese ser llevada a la Justicia Federal. 

La falta de la cuarta parte de la renta se pue- 
de suplir, ya rebajando momentáneamente sueldos, 
suprimiendo empleos que no sean de absoluta nece- 
sidad; ya imponiendo un pequeño aumento en las 
contribuciones; ya con el producido de la misma 
obra, que fuese objeto del empréstito. 

Siendo 467.800 pesos fuertes la renta de la Pro- 
vincia y comprometiendo la cuarta parte de esa 
renta en empréstitos al seis por ciento de interés y 
dos y medio de amortización acumulativa, tipos su* 
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mámente altos, resultaría que la Provincia puede 
contraer empréstitos por 1.467.000 pesos fuertes, paga- 
deros en veintiún años. • , 

Si el empréstito se negociase á menor interés 
y á menoí" amortización, lo que nada tien^ de es- 
traflo, la Provincia sin comprometer mas de la cuar 
ta parte de la renta, podría contraer empréstitos 
jpor una suma tanto mayor cuanto menos sean el 
interés y la amortización. 

Además, el, rápido progreso de la Provincia ha 
traidO' y ha de traer aumento de sus rentas, au- 
mento que permitirá estender el uso del crédito. 

La suma de 1.467.000 pesos que puede tomar pres- 
tada al seis por ciento y dos y medio de amortiza- 
ción, es suficiente por ahora para atender al desar- 
rollo de su progresol 

Inc. 14. 


Revisar anueilmente las le- 
yes de impuestos y el Presu- 
puesto General-, lo que debe- 
rá verificar en el primer de 
sub sesiones; siendo entendi- 
do, que si no se concluyese 
esta revisacion en el periodo 
de sus sesiones; siguen en 
vigencia para el año entran- 
te dichas leyes y el Presu- 
puesto del corriente en sus 
partidas ordinarias. 


Sancionar anualmente y 
denti'O del periodo de las se- 
siones ordinarias, las leyes 
de inipuestos y el presupues- 
to genéi*al de gasto's. Si así 
no lo hiciere seguirán en vi- 
gencia, para el año entrante, 
las leyes de impuestos y el 
presupuesto del corriente en 
sus partidas ordinarias. 


Inc. 


Inciso agregado 


Proceder á sancionar dicho 
presupuesto, tomando por ba- 
se el vigente, si el Poder 
Ejecutivo no presentase el 
proyecto dentro del primer 
mes de las sesiones ordina- 
rias. 
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Propiamente la Legislatura no revisa anual- 
mente el presupuesto de gastos, como se 4ice en el 
inciso 14, sino que lo fija y sanciona; pues el presu- 
puesto es una ley anual. 

Dicho, inciso contiene una prescripción contra- 
dictoria; pues establece que la Legislatura debe re- 
visar el presupuesto en el primer mes de sus sesio- 
^ nes, y concluye diciendo que si no acabase esa re- 
visacion en el periodo dé sus sesiones, siguen en 
vigencia, etc. 

Además, el inciso 13 del artículo 117 establece 
que el Poder Ejecutivo debe presentar el presupues- 
to en el primer mes de las sesiones ordinarias de 
las Cámaras. 

/ Si el Poder Ejecutivo tiene todo el primer mes de 
las sesiones de las Cámaras para presentar el pi»e- 
supuestó, mal pueden estas sancionarlo en el primer 
mes de sus sesiones. 

La Constitución ha querido, y con razón, que 
el presupuesto sea sancionado en las sesiones ordi- 
narias de las Cámaras, y á eso responde el precep- 
to, impuesto al Poder Ejecutivo, de presentar el 
presupuesto en el primer mes de las sesiones ordi- 
narias. 

La mente de esas prescripciones es que las Cá- 
maras sancionen el presupuesto con plena delibera- 
ción. 

Sin embargo, como el inciso 14 solo dice que . 
la revisacion ha de hacerse en el período de las se- 
siones, se ha dudado y se ha interpretado que pue- 
de sancionarse el presupuesto después del período 
ordinario de las sesiones, y por esto en la reforma 
propuesta se ha agregado la palabra ordinarias. 

Se agrega ademas un inciso estableciendo; qufe si 
tí Poder Ejecutivo no presenta *el presupuesto deij- 
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tro del primer mes de las sesiones ordinarias; pro-, 
cedan las Cámaras á sancionar el presupuesto para 
el año siguiente^ tomando por base el vigente. 

Esta prescripción es correlativa dé la anterior 
y tiende al mismo fin, de que el presupuesto sea 
sancionado oportunamente y con el tiempo suficien- 
te para su debido estudio. ' 

Puede 'el Poder lijjecutivo, por recargo de ocu- 
paciones ó por cualquier otra causa, no presentar 
el presupuesto con la anticipación debida para que 
las Cámaras puedan sancionarlo en el período ordi- 
diñarlo de las sesiones. En semejante caso, mejor 
quo hacer, continuar para el año siguiente el presu- 
puesto vigente, es hacer que las Cámaras lo exami- 
nen y sancionen nuevamente con las modificaciones 
que convenga hacer. 

Inc, 15: 


Aprobar ó desechar la cuen- 
ta de iiiversiori de la renta 
pública del año fenecido, la 
cual el Poder Ejecutivo pre- 
sentará en el primer mes de 
las sesiones ordinarias. 


Aprobar ó desechar la cuen- 
ta de inversión de la renta 
pública del año fenecido. 


En este i^iciso se suprime la segunda parte; 
porque no importa una atribución de las Cámaras, 
sino un deber impuesto al Poder Ejecutivo, que es- 
tá establecido en lugar mas oportuno,* tal es el in- 
ciso 13, del artículo 117, Atribuciones y deberes del 
P^^der EjeculiDo. 


* if 


- 78 - 

SECCIÓN SEGUNDA. 
Dbl Poder Ejkcutivo. 

La Constitución divide en dos Capítulos la Sec- 
ción segunda; á causa de lo que en el Capítulo 
primero^ que trata de naturaleza y duración del Po- 
der Ejecutivo, legisla sobre la forma y tiempo de 
su eleccio^i. 

La Constitución Nacional y las de Buenos Ai- 
res, Salta^ Entre Rios y Santa Pe han dividido esa 
sección en varios capítulos; haciendo así una ex- 
posición mas metódica y ordenada de las disposi- 
ciones comprendidas én ella. 

La división de la sección segunda en dos ca- 
pítulos hace qué se legisle sin la debida separación 
sobre la naturaleza y duración del Poder Ejecuti- 
vo, sobre el tiempo y forma de su elección, sobre 
sus atribuciones y deberes y sobre las de los Mi- 
nistros. 

Para evitar esos inconvenientes es necesario 
adoptar la división que se encuentra en las espre- 
sadas constituciones. 

Capitulo primero. 

De su naturaleza y duración. 

Art. 96. 


El Gobernador elije una ó 
dos personas, que con el tí- 
tulo de Ministros Secretarios, 
le ayudan en el ejercicio del 
mando. Ellos refrendan y 
autorizan todos sus actos con 
BUS firmas sin cuyo requisito 
carecen de eficacia. 


Todos los . actos del Gober- 
nador deben ser autorizados 
y refrendados por sus Minis- 
tros, sin cuyo requisito care- 
cen de eficacia. 
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Suprimidóv 


La primera parte del artículo 96, debe figurar 
con mas propiedad en el capítulo de las atribucio- 
nes y deberes del Poder Ejecutivo. 

Además, se dice que el Gobernador elige una 
ó dos personas, que con el título de Ministros, etc, 
sin determinarse si esas personas deben ó no ser 
ciudadanos, y sin que en parte alguna de la Cons- 
titución se espresen los requisitos que sean necesa- 
rios para ser Ministro. 

Art. 107. 

El Gobernador, el Vice- 
Gobernador y los Ministros 
no pueden aceptar el nom- 
bramiento de Senador«ó Di- 
putado al Congreso Nacional 
que se les hubiere hecho 
mientras desempeñaban sus 
funciones, ó que se les hicie- 
se en los seis meses siguien- 
tes, bajo pena de inhabilidad 
perpetua, para ejercer em- 
pleos públicos en la Provin- 
cia. 

Los Constituyentes del setenta, aí establecer el 
artículo 107, han querido evitar que los Goberna- 
dores y Ministros, prevalidos de la influencia que 
dá su posición, se hagan elegir miembros del Con- 
greso^ sin la espontaneidad que debe haber en sus 
electores. 

Es un hecho tristemente cierto, que muchos 
Gobernaclores y Ministros, hacen servir sus puestos 
de escabel para subir al Congreso Nacional; y es muy 
de lamentar que la Constitución Nacional no haya 
hecho imposible que, del sillón de Gobernador ó de 
Ministro de Provincia, pueda brincarse á las han- 
casi del Congreso. 
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En efecto^ la Constitución Nacional, en sa ar- 
tículo 64, solo prescribe al respecto, que los Go- 
bernadores de Provinci^a no pueden ser miembros 
del Congreso por la de su mando; es decir, que so- 
lo prohibe que el Gobernador, mientras lo sea, pue- 
da ser elegido miembro del Congreso por la Pro- 
vincia de su mando, sin estatuir cosa alguna res- 
pecto á sus Ministros. 

Esa deficiencia de la Constitución Nacional so- 
lo puede ser subsanada por una Convención Na- 
cional,, con vocada^ para reformar la Constitución, y 
no por las Constituciones ó leyes de Provincia. 

Solo á la Nación incumbe establecer . las con- 
diciones ó calidades que han de reunir sus funcio- 
narios, sin que á las Provincias les sea dado esta- 
tuir cosa alguna al respecto, y mucho menos, crear 
obstáculos para que los ciudadanos puedan servir 
empleos nacionales. 

Si la Constitución Nacional no prohibe a los 
que fueron Gobernadores, ó Ministros de Provincia 
ser miembros del jCongreso, después que dejaron de 
ser Gobernadores, ó Ministros, una Constitución 
Provincial no puede imponerles, tal prohibición ni 
directa, ni indirectamente, 

La razón en que se funda la prescripción del 
artículo 107, no puede ser otra sino la suposición 
de que los Gobernadores, y Ministros puedan pre- 
pararse su elección, sin espontaneidad y quizá tion 
violencia de sus electores. 

Pero no es á las Provincias sino á las Cáma- 
ras de la Nación, á quienes, compete juzgar de las 
elecciones de sus miembros; es decir, juzgar si esas 
elecciones son la genuina espresion del voto deli 
berado de sus electores. 

El artículo 61 de la Constitución Nacional dá 
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4 los Senadores y Diputados electos exaotamente 
le^s mismas garaii^ías -.que á los Senadores y Dipu- 
tados recibidos. 

El art'<íul,o 60 de la misma Constitución esta- 
blece, que ninguno de los miembros del Congreso 
puele.ser acusado, interrógalo judicialmonte, ni 
m:)lestado, por las opiniones ó discursos, que emita 
desempefiundo su mandato de Legislador. 

Según el espíritu de este artículo, ningún Sena- 
dor ó Diputado puedo ser intsrrogalo julioialmente 
(5 molestado,' fto solo por las opiniones ó discursos 
que emita, sino por ^cto alguno que ejecute en el 
desempeño de su mandato. 

Asi por ejemplo, en el artículo no se establece 
expresamente que un Cenador ó Diputado no pie Ja 
s,er molestado ni interrogada jadicialmenfee pjr el 
voto í^ue emita en las cue-^tiones .q le 53 debxtenen 
la Cámira respectiva, y sin embargo, debe entender- 
le que la libertid del voto estí tin garan ida como 
la libertad de emitir una opinión ó de pi-onun.^iar 
un discurso. 

Bien pues, la incorporación de un Senador ó 
Dip itido electo á la Cámara respectiva; es un acto 
de Senador ó Dipatado, puesto que el que no es 
Sen idor ó Diputado no puede incorporarse á ningu- 
na de dichas. Cámaras. , 

Para aceptar el puesto dé Senador ó Diputado 
no es esencial que el electo -dirija notas a la Legis- 
latura de la Provincia que lo eligió Senador, ó á 
la Junta que escrutó su elección de Diputado; pues 
basta que con su diploma se presente a la Cámara 
a que pert,enece y que eijcontrado bueno ese dipío- 
ma, preste el juramento de ley. 

Resulta, puQs„ que el acto de la incorparacion, 

gue es imiispeüT^sable para ejercer el mapidato de 

11 
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Senador ó Diputado, es penado por la Constitución 
de la Provincia; ó Jo que es lo mismo, que se pena 
el ejercicio de ese mandato, ló que es ilícito según 
la Constitución Nacional, única que puede legislar 
sobre el particular. 

líi art culo 46 establece; ' que el Senado se com- 
pondrá de dos Senadores por cada Provincia. 

Según este artículo y según el sistema de go- 
bierno que nos rige, los Senadores representan los 
Estados ó Provincias. 

Puede suceder que un ciudadano, antes de tras- 
currir seis meses de haber dejado de ser Goberna- 
dor ó Ministro, sea elegido Senador y que acepte 
el puesto. 

En este caso tendríamos que esc individuo re- 
representa á la Provincia de Córdoba en el Sena- 
do, y que la misma Provincia de Córdoba le impo- 
ne la pena de los infames. 

Tendríamos también que la Legislatura de la 
Provincia, que es la que legalmente representa la 
opinión piblica, hibría hecho representante de la 
Provincia en el Senado á un infame; y tendríamos, 
por fiu, que el que es híbil para representar á 
Córdoba en el Senado Nacional es inhábil para ser 
Juez de barrio. 

La Legislatura es quien hace la elección, y sin 
embargo, queda exenta de pena, la cual solo se 
impone al elegido, que acepta. ' 
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do; y sin embargo, qaeda exento de pena el que se- 
ría el verdadero delincuente, según el. artículo 107. 
Este artículo, además, legisla sobre un punto 
expresamente legislado por la Constitución Nacional* 
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En efecto, el artículo 107 áiqe: que es inhábil 
para ejercer puestos públicos en la Provincia, el 
Gobernador que acepta el nombramiento de Senador 
ó Diputado, hecho mientras desempeña sus fuucio- 
nes >de Gobernador. 

El artículo 65 de la Constitución Nacional de- 
clara que no pueden ser miembros del Congreso 
los Gobernadores por la Provincia de su manió. 

Por consiguiente la referida jx^irte del arfcículo 
107 carece de objeto práctico; pues ningún Goberna- 
dor, mientras desempeña sus funciones, se haría 
elegir miembro del Congreso, ni ele¿¿ido espontá- 
neamente aceptaría, pues qae no puede serlo según 
la Constitución de la República. 

Alt. llí). ' 


El tratamiento oficial de^ 
Gobernador y del Vice-Go 
bernador ^cuando desejnfx* 
fien el mando, será el d< | 
Excelencia y el de los MI 
nistros simplemente el de Se 
lioria. 


El trataniieuto oficial del 
jobernador y del Vice-Gó- 
)ernador cuando desempeñen 
*1 mando, será el (i(3 Exce- 
encia. 


Se han suprimido del artículo 110 las , palabras; 
«y el de los Ministros simplemente el de Beñoría,» 
porque según la división alopiada de esta Sección, 
en un capítulo especial deb3 tratarse lo concernien- 
te á los Ministros, y en él se . expresará el trata- 
miento qu,e deben tener. 
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Art. 111. 


El Gohernnrior y Vice- 
Gobernador residen en la Ca- 
pital (le la Provincia, de la 
que no pueden ausentarse sin 
permiso de las Cámaras, v 
solo por motivos de servicio 
público, ó enfermedad, jíísti- 
ficada; con mavor razón se- 
ra preciso dicho permiso, si 
la ausencia hubiere de ser 
del territorio de la Piovin- 
cia. En este líltiino caso^ si 
el Gobernador se ausentase 
sin este requisito, se reputa- 
rá vacante el puesto y lo 
ocupará elVice Gobernador: 
en defecto de ambos se pro- 
cederá á nueva elección, de 
conformidad ál artículo J14. 
El Gobernador y Vice Go- 
bernador no podían ausen- 
tarse de la Provincia sin esa 
licencia, hasta tres meses des- 
pués de su cesación. 


( El Gobernador y Vice Gober- 
nador no pueden auseníarse 
(de la Capital sin permiso de 
las Cámaras hasta tres me- 
ses después de haber cesado 
en sus en) pieos. Si durante 
su periodo se ausentasen de 
la Piovincia sin este permi- 
so, se reputarán vacantes lo» 
puestos respectivos. . 


Se ha cambiado la redacción del artículo 111 
por varias razones. 

Este artículo comienza por prescribir que el 
Gobernador y el Vice-Gobernador residen en la Ca- 
pital de la Provincia, cuando el artículo 3. ^ con- 
tiene la misma prescripción, no solo respecto de 
ellos sino de todas las autoridades superiores pro- 
vinciales. 

El mismo artículo establece que para que se dé 
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permiso al Gobernador ó Vice-Gobernador, para sa- 
lir de la Capital, sea solo por motivos de servició 
publico ó de ehfermedad jiistiíicada. 

No parece propio que á tan altos funcionarios 
se les exijan comprobaciones de hallarse enfermos, 
y de. que el restablecimiento de su salud hace indis- 
pensable su ausencia dé la Capital- 

Pueden esos fancionariós tener motivos graves, 
fuera del caso de enfermedad, para solicitar licencia 
de ausentarse de la Capital, y es natural suponer 
que ni ellos pidan tal licencia sin justa causa, y 
menos que la Legislatura lo conceda. 

El mismo artículo establece, que con mayor ra- 
zón, será preciso dicho permiso, si la ausencia hu- 
biera de ser del territorio de la Provincia. 

La ley no tiene razones desiguales para orde. 
nar un acto ó para prohibirlo. 

La prohibición se funda en la ilicitud 6 incon- 
veniencia del acto; y si un acto es penado mas gra- 
vemente que otro, es porque el acto mismo es mas 
grave y trascendental, y no porque la ley tetiga 
mayor razón de prohibirlo. 

El artículo 111 ordena que si el Gobernador se 
ausenta de la Provincia sin licencia de las Cáma- 
ras, queda vacante su puesto, que lo ocupará el 
Vice-Gobernador, y que en defecto de ambos Se pro- 
ceda á. nueva elección, de confoi^midad al artículo 
114. 

Pero según pl .art'culo 114, por vacancia del 
puesto de Gobernador y del de Vice-Góbernador, no 
siempre se procede á nueva elección, pues para ello 
es necesario que del período gubernativo falte, cuan- 
do menos, un año.. 

Por esta razón se suprime en la reforma esa 
parte del artículo 111, y apesar dé que también se 
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reforma el artículo 114, estableciendo que en los ca- 
sos de vacancia simultánea de los puestos de Go- 
bernador y Vice-Gobernador se proceda siempre á 
nueva elección. 

La vacancia puede ocurrir no solo por ausen- 
tarse de la Provincia el Gobernador y Vice-Gober- 
nador, sin licencia de las Cámaras, sino por muerte, 
destitución, renuncia, etc. 

El mejor orden exije que en un solo artículo 
se estatuya lo que ha de hacerse en casos de tales 
Vií.cancias, cualquiera que sea la causa que. los pro- 
duzca. 

Art. 112. 


Exceptúase de lo dispuesto En el receso de las Caina- 
en el artículo anterior, en ca- ras solo podrán ausentarse 
so de que la conservación del 
orden público exija la pron- 
ta salida de los funcionarios 


mencionados de la Capital ó 
de la Provincia, siempre que 
no hubiere tiempo para reu- 
nir las Cámaras y solicitar 
su permiso. 


por un motivo urgente de in- 

tei'és público, por el tiempo 

indispensable y dando cuen 

ta á aquellas oportunamente. 


El artículo 112 no distingue el caso de que las 
Cámaras estén en receso ó no. ' 

Si las Cámaras están reunidas, es imposible un 
motivo tan urgente que no dé tiempo para solicitar 
su permiso. ' 

Si las Cámaras están en receso y el motivo de 
la ausencia es urgente, que es el caso del artículo 
reformado, no habría tiempo de reunirías. 

El artículo 112 de la Constitución, si bien au- 
toriza al Gobernador y Vice-Gobernador para salir 
de la Provincia sin licencia de las Cámaras, cuan- 
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do la coíiservacion del orden publico exija su pron- 
ta salida y no haya tiempo de reunir aquellas^ nada 
dice respecto á, si deban ó no dar cuenta, que- 
dando de este modo el cumplimiento de la prescrip- 
ción constitucional librado al solo criterio y volun- 
tad del Gobernador y Vice-Gobernador. 

Es pues, indispensable que las Cámaras, gue 
tienen la facultad de conceder ó negar permiso al 
Gobernador y ViceGobernador, para salir de la Ca- 
pital de la Provincia, conozcan y juzguen laL causa 
porqué salieron sin su permiso y durante su receso. 


Art. 114. 


En caso de separación ó 
impedimento simultáneo del 
Gobernador V Vice-Goberna- 
dor, el mando sei*á ejercido 
poi* el Presidente Provisorio 
del Senado, y en defecto de 
éste por el- Presidente de 1h 
Cámara de Diputados, quien 
convocará dentro de tres dias 
á la Provincia á una nueva 
elección para Menar el perío- 
do corrieiite, siempre que de 
este falte cuando menos un 
año y que la separación ó 
impedimento del Gobernador 
y Vice-Gobernador fuese ab- 
soluta. 


En caso de quedar vacan- 
tes los puestos de Goberna- 
dor y Vice-Gobernador, ejer- 
cerá el mando el Presidente 
Provisorio del Senido, y en 
defecto de éste, el Presidente 
de la Cámara d3 D puiados, 
debiendo convocar á la Pro- 
vincia dentro de tres dias á 
nueva elección. En caso de 
ausencia ó imp'^dimentí) tem- 
poral del Gol ernader y Vice 
Gobernador será desempeña- 
do tíl mando por dichos fun- 
cionarios, en el orden esta- 
blecido, hasta que cesen In 
ausencia ó el impedimento. 


El artículo reformado prevee con claridad los 
dos casos— de ausencia ó impedimento temporal del 
Gobernador y Vice-Gobernador y el de vacancia de 
esos puestos. 

La reforma radical del artículo 114, consis*^" ' 
que siempre que vaquen los puestos de Gobe 
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y Vice-Gobernador, se proceda á una nueva elec- 
ción por un período completo. 

Segupi el artículo 1 14, si las vacancias ocurrie- 
sen cuando falte menos de un ano, para que se com- 
plete el período gubernativo, no se convoca á nueva 
elección, y cuando falte cuando menos de un ailo se 
convoca. 

En uno y otro, caso vendría á producirse un 
interinato, un gobierno de breve duración, que noü 
tendría tiempo de hac^r otra cosa, que preparar 
elecciones. 

Si las vacancias ocurren, faltando manos de un 
afio, para que se complete el período gubernativo, 
podría suceder que faltasen desde once meses y vein- 
te y nueve dias hasta un dia. ¿Qué podria hacer el 
Presidente Provisorio del Senado y en su caso el 
de la Cámara de Diputados, en tan breve espacio 
de tiempo, cuando no tendría ni el suficiente para 
instruirse del estada de la administrad jn? 

¿Por qué condenar á la Provincia á la inac- 
ción? 

Si las vacancias ocurriesen faltando un año ó 
mas para que se complete el período gubernativo, 
hay que convocar a nueva elección para que se 
complete lo que falte de dicho período. 

Así podría suceder que faltase un año cuando 
ocurran las vacantes. Mientras se convoca, mientras 
se hace la elección popular, se reúnen los electores, 
eligen y el electo se recibe, tiene que trascurrir 
bastOjUte tiempo; de modp qi»ie surgiría un gobierno 
de pox^osi meses, que cuando menos sería estéril. 

¿Con qué objeto connaover á la Provincia con 
la elección de un Gobernador, que apéaasi tendría 
tieml^Q de preparar la elección de su sucesor? 

Parece indudable qufi el objeto único del ar^í- 
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éuio 114 de la Constitución ha sido hiacer que los 
Gobernadores se reciban siempre en un jnisnio día, 
el 17 de Mayo; pero eso no pueáe justificar, la exis^ 
téncia de gobiernos qué terminan apenan comienzan 
y que están condenados por ello á la esterilidad 
para el bien. 

Se explica que en los cuerpos colegiados, caaada 
ocurran vacantes, se provean solo hasta cpmpletar 
el período, para que no se altere la forma y lel 
tiempo de renovación de esos cuerpos. 

Cuando se trata de empleos públicos .servidos 
por una sola persona, no solo no hay inconvenien- 
te, sino que hay ventaja en que la vacante se llene 
por un periodo completo. 

La Constitución al establecer que el periodo 
gubernatiyo dura tres años, no lo ha hecho capri- 
chosamente, sino porque ha juzgado que ese tiem- 
po es indispensable para que el Gobernador se ins- 
truya del estado de la administración, proyecte me- 
joras en los ramos que le están encomendados y 
tenga tiempo de ponerlas en ejecución. 

Si pues el periodo gubernativo está fijado en 
tres aflbs, como el mas conveniente, no hay razón 
alguna para que, en casos de vacancia de los pues- 
tos de Gobernador y Vice-Gt)bernador, se establez- 
can gobiernos que solo duren unos cuantos meses. 
Para obviar esos inconvenientes, en la. reforma 
propuesta, se establece, que siempre qiie vaquen los 
puestos de Gobernador y Vice-Gobernador se feón-, 
vóque á 'nueva elección, por un periodo comple- 
to, ejerciendo interinamente él mando el Piresideíité 
Provisorio del Senado-, y en su caso el de la Cá- 
mara de Diputados, hasta que el elegido se reciba 
del Gobierno. 

Ews funcionarios no tienen ni d«beii ten«totra 
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misión que llenar una necesidad imprescindible; tal 
es/ presidir á la Provincia hasta que se practique 
la elección de Gobernador y Vice-Gobernador. 

El Presidente Provisorio del Senado, ó el de la 
Cámara de Diputados, como tienen que convocar a 
elecciones dentro de tres dias desde que ejercen el 
mando, no tienen tiempo ni medios de violentar el 
sufragio; pues hasta su influencia sería bien poco 
poderosa. 

Una elección en tales condiciones sería de se- 
guro completamente libre. 

Art. 116. 


El Gobernador y Vice-Go- 
bernador no pueden ser ree- 
lectos, sino con el intervalo 
de un periodo, ni sucederse 
reciprocamente. Tampoco pue- 
den ser electos para estos 
destinos los parientes dentro 
del cuarto grado de los sa 
lientes. 


El Gobernador y Vice-Go- 
bernador no pueden sor ree- 
lectos, sino con el intervalo 
de un periodo, ni sucederse 
reciprocamente. 


Se suprime la última parte del artículo 116, 
que dice: «Tampoco pueden ser electos para estos 
«destinos los parientes dentro del cuarto grado de 
«los salientes.» 

La parte suprimida del artículo no hace mas 
que crear dificultades, sin dar garantías de inde- 
pendencia y libertid á la elección. 

Es muy difícil que los electores sepan quienes 
son los parientes, dentro del cuarto grado del Go- 
bernador y Vice Gobernador, para no votar por 
ellos. 

Esa prescripción puede dar lugar á cuestiones 
peligrosas respecto á la validez ó nulidad de una 
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elección, por ser ó no el electo pariente dentro del 
cuarto grado del saliente. 

No es el parentesco el vínculo que mas fuerte- 
mente liga a los hombres en política, sino la comu- 
nidad de opiniones y de intereses políticos. 

Puede suceder y sucede, c.m frecuencia, que un 
Gobernador y un Vice-Gobernador sean elegidos con 
oposición de algunos de sus parientes, y sin embar- 
go, estos quedarían excluidos de poderles suceder. 

Si se teme que un Gobernador ó un Vice-Go- 
bernador^ violenten el sufragio para hacerse suce- 
der con sus parientes, no por eso dejarían de hacer 
lo mismo, para hacerse reemplazar con personas de 
su devoción. 

La parte suprimida del artículo 117 inhabilita 
á los miembros de dos familias, si se entiende que 
el artículo solo excluye á los con&aguíneos, y cua- 
tro si también excluye a los afines para suceder eñ 
el gobierno al Gobernador y Vice-Gobernador sa- 
lientes. 

¡Cuántas personas competentes pueden haber 
entre los excluidos! 

La población nativa de Córdoba, sobre no ser 
muy numerosa, está muy entrelazada por vínculos de 
familia, principalmente en la clase social, que por 
su ilustración y riqueza, está llamada á dirigir los 
destinos de la Provincia; lo que hace resaltar mas 
la inconveniencia de la parte suprimida del artícu- 
lo 116. 
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Capí TU r.o seguííd o . 

De Ia forma y tiempo de la elección de Gohernador y Vice- 

Gobernador, 

Alt. 97. 


El Gobernador v Vice-&o- 
beruador serán nombrados 
dé la manera siguiente: la 
Capital j cada nno de los 
Departamentos de Canipafia 
nombrarán seis ' meses antes 


El Gobernador j Vice-Go- 
bernador serán nombrados 
(le la manera, 'sifi'ntenle: la 
Capital, y cada nno de los 
Departamentos de Campaña 
nombrarán, eirun mismo dia, 


gue conclnj'a el término del seis mes(»s ánies que c<ínelu- 
Gobernador saliente nn nú-! va el téinúno del Goberna- 


meró de electores igual al 
total de Senadores y Dipu- 
tados que cadk uno de ellos 
tenga deiecho de enviai- á 
la Asamblea Legislativa, con 
las misírtas calidades y baje, 
las mismas formas prescribas 
pAra' la elección de Senado- 
res; pero liingun Senador ó 
Diputado, ni ningún Magls- 
ti'ado, funcionario ó emplea- 
dos de la Admistracion po- 
drá éér nombrado elector. 


ílor saliente^ un numero de 
elect(»res igual al total de 
Senadores y Diputados, 'que 
cada uno de ellos tenga de- 
recho de enviar á la Asam- 
blea Legislativa, con las mis- 
mas calidades y bajo las niib- 
mas formas prescritas para 
la elección de Diputados; p^- 
ro ningún Sen/idor ó Dipu- 
tado, ni ningún Magistrado, 
funcionario ó emi)léado de 
la Administración podrá ser 
nombrado elector. 


Be han agregado al artículo 97, las palabras 
«e» unimismo dia>y, no porque sean necesarias ab- 
solutamente para fijar mejor la inteligencia del ar 
tículo al respecto; sino para evitar interpretaciones 
abusivas, en cuyo apoyo puede invocarse un ante- 
cedente.» 

Cuando se dictó la actual Constitución gober- 
naba la Provincia Don Félix de la Pena, estando 
muy próxima la expiración de su período. 

En la elección de eliectores, hecha muy poco 
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después de sancionada la Constitución, ^fué vencido 
el partido oficial de esa época; pero habiendo que- 
dado dos ó tres Departamentos sin elegir, y no obs- 
tante de haberse elegido mucho mas de las tres 
cuartas partes de eiejtv)res, exigidas par el g^rtículo 
98, el Gobierno convocó nuevamente á elecciones á 
esas Departamentos, y concentrando en ellos toda 
la acción oficial, consigaió convertir en triunfo su 
derratíi. 

El artículo 97 de la Constitución exije para ser 
Elector las mismas calidades que para ser Senador 
y' que la elecoioa se haga en la forma prescrita pa- 
ra la de Senadores. 

No hay razón alguna para exigir que el Elec- 
tor tenga las mismas calidades que son necesarias 
para ser Senador; tanto mas cuanto que no pu- 
diendo ser Electores los Senadores, los Diputados^ 
los Magistrados, y los funcionarios y empleados de la 
Administración, no pueden quedar muchas personas 
aptas para el puesto. 

Sobre todo la edad de veinticinco años, que es 
la requerida para ser Diputado, es la mayor que se 
puede exijir para ser Elector. 

El Diputado ejerce funciones mas prolongadas 
y complicadas que el Elector y por consiguiente no 
hay razón para exigir que tenga mas edad al que 
ha de ser Ejector que al que ha de ser Diputado. 

La Constitución Nacional y todas las de las 
otras provincias, no exijen para ser Elector mas 
calidades que las que se exijen para ser Diputado^ 

El artículo 47 establece que el Poder Legisla- 
tivo de la Provincia será ejercido por una Asam- 
blea compuesta de dos Cámaras, una de Diputados 
de la Provincia y otra de Sanadores dé los Depar- 
tamentos. 
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' El ar^GLilo 48. establece qae la Cámara de Di- 
putados 'se compondrá de representantes elegidos 
directamente por' el pueblo, etc. 

El 54 dice: que el Senado se compondrá de un 
Senador elegido á pluralidad de sufragios por cada 
Departamento, etc. 

La elección de la Cámara de Diputados es, pues, 
eminentemente popular y no departamental^ como 
la de Senadores; y como la elección de Gobernador 
es también popular, resulta que los Electores de Gober- 
nador deben ser elegidos en la misma forma que los 
Diputados y que deben tener las mismas calidades. 

Por estas razones se reemplaza en el artículo 
97 la palabra Senadores por la de Diputados. 

Art. 

Si no resultasen elegidas 
por lo menos las tres cuar- 
tas partes del número total 
de Electores, se convocarán 
inmediatamente á nuevas 
elecciones á los Departamen- 
tos que no hubiesen elegido. 

La elección del Gobernador es tan grave y 
envuelve siempre intereses tan opuestos, que es 
conveniente proveer en la Constitución todos los 
casos que puedan ocurrir y no dejar nada librado 
á interpretaciones, siempre interesadas. 

El caso de que no sean elegidas las tres cuar- 
tas partes del numero total de Electores nada tie- 
ne de imposible, pues mas de una vez se ha visto 
á los partidos hacer esfuerzos supremos para evitar 
una elección, llegando hasta convulsionar parte de 
la Campaña con este objeto 

Dos soluciones se presentan para el caso pre- 


Art. agregado después del 
97. 
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visto; ó convocar toda la provincia á nueva elec- 
ción, ó convocar solamente á los Departamentos que 
no hubiesen elegido. 

Se ha preferido el último medio, ya para no 
conmover toda la Provincia con una elección, siem- 
pre interesada, ya porque los Dep^trtamentos que 
hubiesen elegido han . ejercido su derecho, ya por- 
que debe suponerse que si no se han elegido las 
tres cuartas partes de los Electores es por cabala* 
y. trabajos de algan partido, que conseguiría su 
objeto, si toda la Provincia fuese convocada nueva- 
menté á elecciones. 

Alt. 103 


El cargo de Elector es ir- 
reaunciable, y el Elector que 
faltare á la elección, sin im- 
pedimento justificado, incur- 
rirá en una multa de dos- 
cientos pesos fuertes, la cual 
Be repetiiá cuantas veces por 
su inasistencia dejase de te- 
ner lugar dicha elección; pe- 
ro siempre que hubiese de 
repetirse la multa, deberá 
proceder una nueva citación. 


El cargo de Elector es 
irrenunciable; y el Elector 
que faltase á la sesión en 
que debe tener lugar la elec- 
cioíi, sin impedimento justi- 
ficado, incurrirá en una mul- 
ta de quinientos pesos fuertes, 
y en otra de mil pesos fuer- 
tes, si por su inasistencia no 
se verificase la elección en 
los quince dias siguientes-, 
quedando además vacante su 
puesto. 


El artículo 103 de la Constitución solo impo- 
ne al Elector inasistente la multa de doscientos pe- 
sos fuertes; bien exigua por cierto ante los intere- 
ses que compromete con su inasistencia. 

Debe suponerse que la inasistencia de los Elec- 
tores responde, las mas veces, á planes y cálculos 
políticos, y en tales casos los interesados fácilmen- 
te suscribirían las cantidades, que importen las mul- 
tas de los Electores inasistentes. 
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El artículo 103 prevee el caso de que apésar 
de la primera multa no haya elección, |)orque los 
Electores inasistentes rmncidau en su falta, y esta- 
tuye que se repita la multa cuantas veces, por su 
inasistencia, deje de tener kgar la elección, síepdo 
necesario para que la multa se repita, que preceda 
una nueva citación. 

El artículo no prevee el caso de que los Elec- 
tores inasistentes perseveren en su inasistenda apé- 
sar de las multas, cuya aplicación dificulta mucho, 
pues hace necesaria una nueva citación para la 
imposición de cada multa. 

El Elector, qiíe . no quiera concurrir, fácilmente 
puede eludir la citación, ocultándose ó ausentándo- 
se; citaciones que ademas son de sayo difíciles, res- 
}ectó á Electores que residan en Departamentos 
ejanos; 

Por otra parte, si la multa y sus repeticiones 
no produjesen resultado alguno, ¿hasta cuando es- 

{)erarán los Electores que hubiesen concurrido á 
leñar su mandato? ¿Qué se haría en tal caso? 

La citación de que habla el artículo 103 es 
inútil; pues los Electores están citados por la ley,, 
como lo están todos los funcionarios públicos al 
cumplimiento de sus deberes, sin necesidad de que 
se les haga requerimiento especial. 

El artículo propuesto prevee el caso y á mas 
de imponer una multa de mil pesos fuertes al Elec- 
tor, que persevere en su inasistencia, si á causada 
ella no tiene lugar la elección, durante quince dias^ 
lo deckra cesante, para que pueda precederse á 
nueva elección y tenga lugar en oportunidad la de 
Gobernador y Vice-Gofea:nador. 
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Art. 


Agregado. 


No obstante lo estableci- 
do en el artículo anterior 
los Electores reunidos po- 
drán usar de otros medios 
compulsorios contra los ina- 
sistentes, y si apesar de to- 
do ebto no se reuniesen las 
tres cuartas partes.del núme- 
ro total de Electores dentro 
de los quince dias. expresa- 
dos, se procederá á nueva 
elección, tanto en los Depar- 
tamentos que ,no hubiesen 
elegido, como en aquellos 
cuyos Electores hubiesen ce- 
sado en su mandato. 


Las prescripcioaes de este artículo completan 
las del anterior. 

La imposición de las multas establecidas en el 
anterior artículo no obstan á que en los casos en 
que ellas no sean eficaces, y cuando pueda por otros 
medios compulsorios obligarse á los Electores inasis- 
tentes á concurrir á sesión, estos deban emplearse. 

Por otra parte, la ley no puede consentir que 
mediante el pago de una suma dada, puedan los 
partidos hacer que la elección no se verifique opor- 
tunamente, entregando a la Provincia á los peligros 
que entraña una situación semejante. 

Se ha fijado el plazo de quince dias para que 
se convoque á nueva elección; porque él es snfi'Ciente 
para venir no solo de cualquier Departamento de 
la Provincia á la Capital, sino desde cualquier pun- 
to de la República; el Elector que durante ese tiem- 
po no se ha presentado^ sin impedimento justifica- 
do, á llenar las funciones de su cargo, es claro qué 

13 
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no tiene volanfcad de halterio, y entonces no es jus- 
to tener reaaijjs uq mayor tiempD i los Electores 
asistentes, ni retardar mas tiempo la naeva elec- 
ción de Ele:;t)r3S, para qae la de Gobernador y 
Vice-Grob3raador paeda verificarse en oportaaidad; 
psto es, antes de que expire el período de los sa- 
lientes. 

. Se prescribe en el artículo que la nueva elec- 
ción se haga tanto en los Departamentos en que 
no se hubiera verificado la primera elección como 
en aquellos cuyos Electores hubiesen cesado en su 
mandato, con^el objeto de asegurar la elección. 

Ai't. 102 


. La elección de Goberna- 
dor y Vice-Go!)ernador de la 
Provincia, debe quedar con- 
cluida en una sola cesión de 
la Asamblea, publicándose en 
seQ:uida el acta de la sesión 
por la prensa. 


La elección de Goberna- 
dor V Vice-Gornador de t'a 
Provincia, debe quedar con- 
cluida en una sola sesión do 
la Asamblea, publicándose en 
seguida el resultado de esta 
y el acta de la sesión por la 
prensa. 

Las palabras suprimidas están de mas en el 
artículo é importan una mala redacción. 

Están demis, porque publicándose el acta de la 
sesión por la prensa, se publica el resultado de la 
elección; desde que esta ha de concluirse en una 
sola sesión, y desde que esa sesión no tiene mas 
objeto que elegir Gobernador y Vice-Gobernador. 

Importan una mala redacciou, porque la pala- 
bra estay gramaticalmente no puede referirse sino á 
la palabra sesión, que es la mas próxima, y no á 
la palabra elección a la que ha querido referirse, 
para lo que habría sido preciso emplearse el voca- 
blo aquella en vez de esta. 
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Art. 


Agregado, 


La Asamblea electoral ter- 
mina sus funciones cuando 
el Gobernador y Vice Gober- 
nador electos han avisado su 
aceptación. 


La Coustitucioa nada ha establecido respecto á 
la terminación del mandato de los Electores, pu- 
diendo su silencio dar lugar a div^ersas interpreta- 
ciones y á graves complicaciones. 

,El acto de la elección no puede terminar el 
mandato de los Electores, porque pueie suceder que 
alguno de los electos ó ambos no acepten el cargo, 
en cuyo caso, si los Electores habiesen terminado 
su mandato, ni podrían entender en la renuncia ni 
elegir otro en lugar del renunciante. 

La manera mas natural de que los Electores 
terminen su mandato es por la 
electos; por que así se completa, 
acto de la elección. 

Art. 115 


aceptación de los 
paede decirse, el 


Si el .Gobernador y Vice- 
Gobernador electos, ó ambos 
se hallasen ausentes de la 
Provincia, deberán recibirse 
de sus empleos á mas tar.dar 
dentro de tres msses desde 
el dia en que debieran veri- 
ficarlo, se coiiside¡arán dimi- 
tentes, en cu vo. caso, ó entre 
tanto se reciban, el mando 
será desempeñado por los 
funcionarios y en la forma 
que. designa el artículo ante- 
x4or. 


Si el Gobern-idor ó Vice- 
Gobernador electos, ó ambos 
se haliasen ausentes fuer i de 
la R3piíblici, d;3beráii reci- 
birse de sus empleos á mas 
tardar dentro do tres m3ses 
contados de^le el dia en que 
debieran verificarlo, j no ha- 
ciéndolo se considerarán di- 
mitentes. 
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.. El artículo 115 señala al Gobernador y Vice- 
Gobernador electos, que estuviesen ausentes de la 
Provincia, el término de tres meses para recibirse 
de sus empleos, contando ese término desde el dia 
en que debieran recibirse, si hubieran estado pre- 
sentes. 

La elección de Gobernador y Vice-Gobernador 
se hace cuatro meses antes del dia en que deben 
recibirse, y este tiempo es mas que suficiente pa- 
ra que los electos vengan á recibirse de sus em-^ 
pieos, si se hallaren ausentes fuera de la Provincia, 
pero dentro de la República. 

Parece, pues, conveniente que la ausencia s^éa 
fuera de la República, para el señalamiento de di- 
cho término, y asi se establece . en la reforma. 

^Se suprime la parte final del artículo; porque 
en el^ 114 reformado ya se prevee el caso de au- 
sencia y el de acefalía y se estatuye que el prime- 
ro ejerza el mando el Presidente Provisorio del 
Senado/xy en defecto de éste el de la Cámara de 
Diputados, hasta que cese la ausencia; y en el se- 
gundo hasta que se nombre Gobernador y Vice- 
Gobemador, debiendo convocar á elecciones dentro 
de tres dias. 


JOi 


Art: 


AgrQgado. 


En los casos de vacancia 
previstos en el artículo 114, 
la convocatoria sé hará coa 
un mes de término: los Elec- 
tores se reunirán un mes 
después de su elección; j el 
Gobernador y Vice-Goberna- 
dor electos se recibirán den- 
tro de un mes desde que se 
les comunicaren sus nombra- 
mientos, si se hallasen en 1^ 
República y si estuviesen fue^ 
ra de su territorio, dentro de 
tres meses. 


Este artículo complementa las disposicioaes que 
contiene la reforma, relativas al caso (le quedar 
vacantes los puestos de Gobernador y Vice-^ober- 
nador. ' 

La necesidad de abreviar en lo posible eltieip- 
po del gobierno interino del Presidente Provisorio 
del Senado ó en su caso del Presidente de la Cá- 
mara de Diputados, hace indispensable acortar los 
términos para la reunión, de la Asamblea, que ha 
de elegir al Gobernador y Vice-Gobernador propie- 
tario. 

Se concede un mes de término, para recibirse 
de sus empleos, á los electos, si se hallaren en el 
territorio de la República, porque haciéndose la 
elección en circunstancias anormales y con térmi- 
nos mas breves que en las elecciones ordinarias, 
' pueden hacer necesario el uso .de este término, al 
Gobernador y A^ce-Gobernador electos, el hallarse 
residiendo fuera de la Capital ó de la Provincia ó 
el arreglo de sus negocios particulares. 
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N 


Se conceden tres meses de término píira reci- 
birse de sus puestos á los electos, si residieren fue- 
ra de la República, por las razones ex'presadas en 
el caso análogo comprendido en el artículo ante- 


rior. 


Art. 104 


El Gobernador y Viee-GQ 
berriador prestarán eneVac^" 
de su recepción, en man os d ^ 
Presidente de la Asamblea G^l 
neral, el siguiente juramente- 
« Yo N. N. juro sobre estos sao: 
tos Evanjelios por Dios y p n- 
rai honor, desempeñar coor 
lealtad y patriotismo el eargn 
de. Gobernador (ó Vice Goo 
bernador) que se me ha con- 
fiado.» 


El Gobernador y Vice Go- 
bernador prestarán en el acto 
de su recepción en manos del 
Presidente de la Asamblea 
General, el siguiente juraiñen- 
to: «YoN. N. juro por Dios 
Nuestro Señor y estos Santos, 
Evanjelios, ante el pueblo que 
me ha confiado sus destinos, 
sostener y cumplir la Consti- 
tución de la Provincia y la 
General de la República*, de- 
fender la libertad y derechos 
garantidos por ambas-, pro te- 
jer y hacea» respetar la Reli- 
gión Católica Apostólica Ro- 
mana-, ejecutar 3^ hacer ejecu- 
tar las leyes que han sancio- 
nado y sancionaren el Con- 
greso General y la Asamblea 
de la Provincia; respetar y 
hacej' respetar las autoridades 
de ella y de la Nación. 


Los deberes de un empleo no están en el ju- 
ramento que se presta al recibirse del puesto, sino 
en la ley que lo crea. 

Entonces, al jurar deseiiipenar con lealtad eSe 
empleo, se ha jurado cumplir los deberes que tal 
empleo impone. 

En la fórmulfií. propuesta se liga al Gobernador 
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y Vice-(jroberiiador, al cumplimiento de sus deberes, 
coa los vínculos mas fuertes y respetables para el 
hombre; tales son' Dios y su honor. 

Capítulo tercero- 
Atribuciones y deberes del Poder Ejecutivo 

Art. 117, inc. 8^ 


Nombra los magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia, 
Fiscal, Jueces de 1. ^ lastaa 
cía, Agentes Fiscales, Jefes 
Políticos y Contador de Ha- 
cienda, con acuerdo del Se- 
nado', y liallándose éste en 
receso, provee nombramien- 
tos inferinos de los que de- 
berá, dar cuenta en la pri- 
mera sesión proponiendo ál 
mismo tiempo ios que han 
de ser nombrados en propie 
dad; y pudiendo remover por 
sí solo á dichos Jefes Políti- 
cos toda vez que Jo estimare 
coaVeniente. 


Nombra los magistrados 
del Tribunal Superior de Justi- 
cia, Ministros Fiscales, Jueces 
de 1. * Instancia. Jueces de 
Paz, Agentes Fiscales, Jefes 
Políticos y Contiidor de Ha- 
cienda, con acuerdo del Se- 
nado-, y hallándose éste en 
receso, provee nombramien- 
tos interinos de los que de- 
berá dar cuenta en la pri- 
mera sesión, proponiendo al 
mismo tiempo los que han 
de ser nombrados en propie- 
dad; y pudiendo remover poj» 
sí solo á dichos Jefes Políti- 
cos, toda vez que lo estimare 
conveniente. 


Se han agregado al inciso las palabras «Jueces 
de Paz», lo que importa una reforma trascend,ental 

El artículo 167 de la Constitución dá á los 
Consejos Deliberativos la facultad de nombrar los 
Jueces de Paz y Tenientes Jueces de la Ciudad y 
Jueces de Alzada y Pedáneos da la Campaña. - 

Ese artículo tiene el inco:i veniente de dar di- 
ferentes denominaciones á« Jueces, que deben tener 
la misma jurisdicción. 

El Teniente Juez de la Ciudad es el Pedáneo 
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» 

dé la Caittpaíla y el Juez de Alzada de esta es el 
Jtiez ée Paz de aquella. 

Además, ese artículo al hablar de dos catego- 
rías de jueces de esa naturaleza, hace imposible que 
la ley pueda organizar de otra manera la justicia 
de Paz. 

L,a denominación que se dá en este inciso, de 
Jueces de Paz no impide que la ley pueda estable- 
cer dos categorías de esos jueces. 

Pero la reforma fundamental del artículo 167, 
consiste en que según este los Jueces de Paz deben 
ser nombrados por los Consejos Deliberativos, y, 
según el inciso propuesto, deben ser nombrados por 
el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado. 

•Los Jueces de Paz no son agentes municipa- 
les^ sino funcionarios puramente judiciales, investi- 
dos de jurisdicción publica y no de jurisdicción mu- 
nicipal; y por consiguiente su nombramiento no 
debe competir á las ' municipalidades, á cuya insti- 
tución son completamente éstraños. 

Nada importa que lá Jurisdicción de un Juez 
de Paz esté circunscrita a los límites de un muni- 
cipio eso es un simple accidente que puede modi- 
ficarlo la ley, estableciendo de otra manera la di- 
visión de los Distritos judiciales de la Provincia. 

La jurisdicción de los Jueces de Paz se es- 
tiende por k) regular á cortas demarcaciones de terri- 
torio; no porque esa jurisdicción sea de una natu- 
raleza 'diferente, sino porque es conveniente que en 
nuestra dilatada Campaña la justicia no esté dic- 
tante del que la necesita y para que su acción se 
sienta con mas eficacia. 

Los Jueces, de Paz han ejercido funciones age- 
nas á su institución; que no hacían mas que per- 
t^ttó^la, péró el Júéa dé Paz cóm<í el Juez Letra- 
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do, como el Tribunal Superior no deben ejercer 
tilas fu liciones que las judiciales, si se quiere que 
sea práctica esa justicia de los pobres. 

Si pues, los Jueces de Paz son tan Jueces en 
su esfera como los otros Jueces en la suya, deben 
f derivar su nombramiento de ufa mismo origen. 

Por fin, quitando á las municipalidades la fa- 
cultad de nombrar los Jueces de. Paz, se las reduce 
i á su verdadero carácter de corporaciones mferamen- 
te administradoras de intereses locales y se las in- 
dependiza por completo; puesto que ni están inves- 
tidas de facultades anómalas, ni los gobiernos pae- 
den tener en su elección un interés tal que los ha- 
ga ejercer pi^esion oficial. 

Inc. 


Agregado. 


Provee por sí solo los em- 
pleos de Jefes y Ofic^iales de 
la Guardifi Nacional hasta 
Teniente Coronel y los supe- 
riores Con acuerdo del Se- 
nado. 

Aunque pudiera comprenderse que, declarado 
el Gobernador por el inciso 5. ^ , Comandante en 
Jefe de las Milicias de la Provincia, tiene la facul- 
tad de nombrar jefes y oficiales, es mas convenien- 
te que esa facultad en vez se implícita, sea expresa. 

Además el artículo 64 atribuye al Sanado la 
facultad de prestar ó negar su acuerdo al Poder 
Ejecutivo para la provisión de Jueces Superiores é 
Inferiores, Fiscales del Poder Judicial, Jefes Políti- 
cos, Contador de Hacienda y para conferir grados 
militares de Teniente Coronel arriba, y en el inci- 
so 8. ® del art. 117, concordante con el 64, no se l 
empresa que el fiobernador tenga la facultad de 

U 
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conferir grados de Teniente Coronel arriba, ^mién- 
tras que si se expresa la facultad de nombrar los 
demás empleados, para cuyo nombramiento se ne- 
cesita el acuerdo del Senado. 

Inc. 12. 

Su segunda parte pasa al Capítulo siguiente 
por Ser concerniente a los Ministros. 

I _ 

Inc. 14. 

Pasa todo él al mismo Capítulo por la misma 
razan. 

Capítulo cuarto 
De los Ministros Secretarios del Despacho 

' ■ Art. 


Agregado 


Para ser nombrado Minis- 
tro se requieren las misni-is 
condiciones que esta Consti- 
tución exige para ser elegi- 
do Diputado. 

La Constitución vigente no ha establecido con- 
dición alguna para poder ser elegido Ministro. 

Es sin duda conveniente llenar ese vacío, para 
evitar du das é interpretaciones respecto á tan altos 
funcionarios. 

El artículo agregado al establecer que para ser 
Ministro es necesario tener las calidades requeridas 
para ser Diputado, ha establecido que los Ministros 
deben tener ciudadanía en ejerqicio y veinticinco 
años de edad. 

Nada se dice respecto al tiempo de su domici/ 


Agiegadó 
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lio, porque el artículo 26 establece que nadie puede 
ejercer erapleo público en la Provincia, sin estar 
domiciliado con el tiempo de residencia que deter- 
mine la ley, no pudiendo bajar de un año. 

' Art. 

Los Miniptros no piiedea 
por si solos tomar reso'ucion 
alfrima, á excepción de lo 
concerniente al légiinen eco- 
nómico y a(iiniiii8tr?ü.ivo' de 
sus respectivos Depai lamen- 
tos. 

* / 

El artículo agregado, que se encuentra en la 
Constitución Nacional y en las de algunas Provin- 
cias, no existe en la.de Córd.)ba, siendo sin embar- 
go conveniente establecerlo para deslin lar con ma- 
yor claridad y precisii^n las íacultaJes de L)s Mi- 
nistros y para que no se crea que estos fancÍ3narios 
no pueden hacer otra cosa que aatorizar loi a^toá del 
Gobernador. 

Ellos son ios Jefes inmediatos de s is respecti- 
vos departamentos, y por consiguiente deben estar 
investidos de las facultades necesarias j^ara proce- 
der por si solos en Jo concerniente al régimen eco- 
nómico de aquellos. 

La administración sería muy entorpecida, si 
los Ministros para tramitar espedientes y para to- 
mar medidas concernientes al orden interno de sus 
departamentos, tuvieran que acordarlas coa el Go- 
bernador. 


Traspuesto 
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Art 

I Dentro del primer tnes del 
período legislativo, los Minis- 
tros presentarán á las Cá- 
maras una memoria detalla- 
da del estado de la Provin- 
cia en lo relativo á los ne- 
gocios de sus respectivos De- 
partamentos. 

Este artículo contiene la misma, prescripción, 
mas detuUada que el final del inciso 12 del artícu- 
lo 117. 

Jj^l deber impuesto á los Ministros de presentar 
la memoria anual en los términos establecidos por 
este artículo, es person^^l de estos funcionarios y no 
del Poder Ejecutivo, es mas propio establecerla en 
este capítulo, en el que solo se estatuye, lo concer- 
niente á los Ministros. 

Art. 


Traspuesto 


Los Ministros deben asistir 
a las sesiones legislativas de 
las Cámaras cuando fuesen 
llamados por ellas-, pudiendo 
también hacerlo cuanbo lo 
estimen conveniente. 


El inciso 14 del artículo 117, que se encuen- 
tra en el Capítulo segundo, Atribuciones y debe- ' 
res del Poder Ejecutivo, impone á los Ministros el 
deber de asistir á las sesiones de las Cámaras 
cuando estas los llamaren y les concede á la vez la 
facultad de hacerlo cuando lo estimen conveniente. 

Esa prescripción ha sido traspuesta á este ca- 
pítulo, porque ella no es relativa al Poder Fjecuti-'' 
YO, sino personalmente á los Ministros. 
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Traspuesto . 


Art 

Los Ministros tendrán el 
tratamiento de Señoría j go- 
zarán por sus servicios de un 
sueldo establecido por la lej, 
que no podrá ser alterado 
en favor ó en perjuicio de 
Jos que «e hallen en ejercicio. 

La prescripción de este artículo es igualmente ' 
relativa silo á los Minisfcroá, y pjr lo tanto debe 
colocarse en este capítulo. 


\ 


SECCIÓN TERCERA 

DEL PODER JUDICIAL 


Capítulo trímero , 
Be su naturálem y duración 
Art. 118. 


El Poder Judieial de la 
Provincia será ejercido por 
una Cámara de Justicia com- 
puesta cuando menos, de seis 
Jueces y un Fiscal, que se 
dividirá para el mejor ser- 
vicio en dos ó mas salas, y 
de los demás Tril>unales. in- 
feriores establecidos ó que la 
Legislatura estableciere en 
el territorio de la Provincia. 


El Poder Judicial de la 
Provincia será ejercido por 
un Tribunal Superior de Jus- 
ticia, que podrá dividirse eu 
salas, según lo requiera el 
mejor servicio, j por los de- 
maF? Tribunales inferiores es- 
tablecidos ó que la Legisla- 
tu!-a estableciere en el terri- 
torio de la Provincia^ , 


El artículo 118 de la Constitución establece que 
el Poder Judicial de la Provincia será ejercido por 
una Cámara de Justicia compuesta, cuando menos, 
de seis jueces y un Fiscal, que se dividirá para el 
mejor servicio en dos ó mas salusy etc. 

Tal prescripción es demasiado reglamentaria. 
Fijar el número de Jueces de gie ha de componer- 
se el Tribunal Superior, y establecer qae este ha 
de dividirse en dos ó mas salas,, corresponde á la 
ley orgánica de los Tribunales. 

La denominación de Tribunal Superior, que 
en la reforma reemplaza á« la de Cámara de Justi- 
cia, expresa con mas propiedad la superioridad je- 
rárquica, jurisdiccional y de superintendencia. 
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La Constitución Nacional denomina Corte Su- 
prema al riiis alto tribunil de la Nación, lo mismo 
que la Constituci;)n de Estados Unidos, para expre- 
sar mejor la idea de la superiorMad de este Tribunal 
, La Constitución de Córdoba en los artículos 
118 y 125 denomina á dicho Tribunal Cámara de 
Justicia y en el 122 le llama Tribunal Supeñor. 

Art. 119. . 


Li Provincia se dividirá 
por una lej ea Distritos Ju- 
diciales. 


^ La Provijicia se dividirá 
pí)r ui\a ley en \\n niímf-MO 
pif>porcion?Hlo de Distritos 
Judiciales, los que no serán 
menos de sois; pudiendo In 
Legislatura alterar de tiempo 
en tiempo esta división, cuan- 
do haya de aumentar el nú- 
mero de circunscripciones. 
Cada una de estas tendía 
poi lo menos un Juez Le- 
trado. 


El artículo 119 de la Constitución establece 
que el territorio, de la Provincia se* divida, cuando 
menos, en seis Distritos Judiciales. 

A mas de que fijar el numero de Distritos Ju- 
diciales en que ha de dividirse la Provincia es re- 
glamentaria, la experiencia ha demostrado que has- 
ta ahora no ha sido posible la división ordenada 
por la Constitución. 

Hasta aquí no hay mas Distritos Judiciales que 
el del Rio Cuarto, con los límites que le señala la 
ley, y el de la Ciudad que comprende el resto de 
la Provincia. 

Rio Cuarto es una Ciudad importante y de 
graa porvenir, y debido á su rápido desarrollo, se 


-112 — 

ha hecho posible desde hacen pocos afios, el esta- 
bJemientó de un Juzgado de Letras. 

En Villanueva se estableció un Juzgado de 
Letras^ cuya duración fué breve; no porque se tra- 
tase de centralizar en esta Ciudad la administra- 
ción de justicia, sino por que no fué posible plantearla 
en tal escala en esa localidai^ resaltando infructuo- 
so el ensayo que se hizo. 

Es plausible sin duda la idea de descentralizar 
la administración de justicijt; pero no es práctica , 
en la amplitud que la establece el artículo 119. 

A mas de que no hay toJav a en la Provincia 
grandes centros de población, que hagan necesario, 
ni siquiera posible, el establecimiento de Juzgados 
de Letras, se ha observado al respecto: 1. ® La di- 
ficultad de encontrar Abjgados competentes que 
quieran desempeñar tales juzgados; 2. ^ Que ésos 
jueces ejercen sus funciones sin la saludable fisca- 
lización de los Abogados que intervienen en los 
pleitos; y 3. ^ Qué esa faltjt de Abogados en la 
Campana hace que Ids pleitos sean fallados, sin de- 
fensa puede decirse. 

Los Jueces de primera instancia de los Distri- 
tos en que se divida la Provincia deben tener la 
misma latitud de jurisdicción, lo que haría que en 
la Campana puedan seguirse pleitos de tanta im- 
portancia como en la Ciudad. 

No habiendo Abogados en la Campaña resulta- 
ría que no tendrían los litigantes quien los atienda 
ó que esa defensa les costase enormeinente cara, vi- 
niendo á buscarla á la Ciudad. 

Por estas razones se ha propuesto la reforma 
al artículo 119, según la que la Legislatura puede 
aumentar los Distritos Judiciales cuando lo estime 
conveniente. 
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Art. 120. 


En ningún caso el Gober- 
nador de la Provincia^ ni 
funcionario alguno del Poder 
Ejecutivo, podrá ejercer fun- 
ciones judiciales, arrogarse el 
conocimiento de causas pen- 
dientes, ni restablecer las fe- 
necidas. 


1 1 


Suprimido. 


La prescripción del artículo es inútil y redun 
dante, pues la misma está contenida en varios ar- 
tículos. 

El artículo 5. ® establece que los habitantes de 
Ik Provincia gozan de los derechos ygarantjías que 
la Constitución Nacional otorga á de los habitantes 
de la Nación. 

El artículo 18 de la Constitución Nacional es- 
tablece que ningún habitante de la República pue- 
de ^ser juzgado por comision;es especiales, ó sacado 
de los jueces designados por la ley antes del hecho 
de la causa; y como el Gobernador de la Provincia 
ni sus empleados no son jueces establecidos por la 
ley, ni pueden serlo, porque eso repugna á nuestro 
sistema de Gobierno, y porque está expresamente 
prohibido por el artículo 27 de la Constitución de 
la Provincia, que declara incompatibles los empleos 
provinciales de diversas reparticiones, ó lo que es 
lo mismo la acumulación de funciones de las diver- 
sas reparticiones en que se divide la soberanía. 

El artículo 30 de la Constitución Provincial 
establece: que las autoridades son limitadas por es- 
ta Constitución, contra la cual no pueden dar dis- 
posición alguna y no ejercen otras cétnbucwnes que 
W que filia, ^¡es. confiere, / . . . ^ . 

La Constitución no ha conferido d Gobernador 
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ni ¿t sus empleados el ejercicir) de funciones judicia- 
les, ni la facultad de arrogarse el conocimiento de 
causas pendientes, ni el de restablecer hvs fenecidas; 
luego, sin lá prescripción del artículo 120, no pue- 
den íiacer eso ni el Gobernador ni sus empleadas. 

El artículo 8.^ estatjye; que nadie puede ser 
perseguido judicialmente mas de una vez' por ún 
mismo delito y que bajo ningún pretesta podrán sus- 
citarse de nuevo pleitos fenecidos por sentencia eje- 
cut:)riada; laego, sin la prescripción del artícolo 120, 
ni el Gobernador ni nadie puede restablecer causas 
feneciílías. - 

El artículo 120 es además peligroso tal como 
está redaíetiJb; pues que solo limita al Poder Eje- 
cutivo y á sus empleados, la prohibición de ejercer 
funciones judiciales de arrogarse el conocimiento de 
causas pendientes y restablecer las fenecidas; pu- 
diendo comprenderse que otros funcionarios, que no 
seuM, el Poder Ejecutivo y sus empleados, pueden 
hacer todo eso, cuando padie puede restjiblecer eau* 
sas fenecidas, ni arrogarse el conocimiento de las 
pendientes fuera del tribunal ante quien la causa 
eátá radicada. 

< La prescripción del -artículo 120, que con algu- 
nas- variaciones se encuentra en la Constitución 
Nacional y «en diversas de Provincia, solo puede 
explicarse por un recuerdo demasiado vivo de la 
época de la tiranía, durante la que los Gobernado- 
res de Provincia ejercían á su arbitrio la suma del 
poder público, eran tribunales de apelación^ y con 
ún ukasé traían nuevamente a juicio causas fene- 
cidjasf BiuchtiS años atrás. . . .: 

>.* Se . refleja ' en muchos^ de los artículos de la 
Gouskkucion ésa luctuosa época. 

La Constitución, por ejemplo, prohibe al Con- 
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greso y á las Legislaturas de Provincia invesfcii? úV 
Píesidente y á los Gobiernadares ' de Provincia de 
facultades extraordinarias, ni de la suma del Poder 
Público; conservándose así hasta las palabras tex- 
tuales^ usadas en dicha época. 

- Sin tal prohibición ni el Congreso ni las Le- 
gislaturas de Provincia habrían podido conceder fa- 
cultades extraordinarias al Presidente ó Gobernado- 
res ni menos la siiina del Poder Publico, porque eso ^ 
habf it sido acabar con el sistema de Gobierno es- 
tablecido en la Constitú<íion. 

. Vivimos en épocas mas normales, esos doloro- 
sos: recuerdos están mas lejanos y es conveniente 
segregar de la Constitución artículos inítiles; por* 
que sus irescripcioneá son de suyo innecesarias ó 
porque e^tán contenidas en otros artículos: . 

Art. 121 . , . . 


Los Jueces de la Provincia 
Superiores é.Iureriores, como 
]osFiscales,.seráainaniovibles 
durante el periodo por el qiic* 
SQf^n nombrados, mientras du- 
re su buena conducta^ pudien- 
do ser riOeloaidos indefinida- 
mente. Recibiián por bus ser- 
vicios una compensación que 
determinará la ley, la cual se- 
rá pagada en épocas fijas, j 
no podrán ser disminuidas 
mientras ^ .. permanecieren en 
sus funciones. 


Los Jueces de la Provincio . 
Superiores é Inferiores, como 
ios Ministros Fiscalés^y, Agen- 
tes Fiscales son inajuoviblííci, • 
durante el periodo por. el flif^t . 
se han nombrado, salvo l<).s<;a' 
sos previstos en los. artículos .> 
46 y 54. Pueden ser re^elegi- 
dos indefljiida-nientB y rj8c¿l)i- ., 
I án por ,9us servicios una coin- . 
p.ensacion que dettMiuinnrá la 
ley y que será pagada en épo- 
cas fijas, sen. que pueda ser 
disminuida -mientras perraa- 
ne/xan en sus fu aciones. ^ 


La reforma sustancial de ,este artículo const^tfií- 
en suprimir* las palabras «mieniras dura su buena 
conducta^, y reemplazarlas por las de ^salvo los ca- 
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SOS previstos en los artículos 53 y 61\^ de la Constitu- 
ción actual, que son el 46 y 54 de la reforma; pues así 
queda establecida con mas precisión la inamovili- 
dad de los jueces. 

Las palabras mientras dura su buena conduc- 
ta, son vagas é indeterminadas, pues ño se expre* 
sa si se refieren á la conducta moral del hombre 
ó a la conductei del magistrado en el ejercicio de 
sus funciones, ni se determina quien ha de juzgar 
de la conducta de los Jueces. 

Estos funcionarios están sujetos á juicio políti- 
co y es regla establecida por los artículos 53 y ,61, 
que todos los empleados sugetos á juicio político 
quedan suspendidos de sus funciones por acusa- 
ción de la Cámara de Diputados y separados ds 
sus empleos por condena del Senado. 

El artículo redactado como lo propone la re- 
forma no deja lugar a duda alguna y guarda per- 
fecta concordancia con los citados artículos 52 y 61. 

Art. 122 


Los Vocales y Ministros Fis- 
cales del Superior Tribunal 
serán nombrados por el térmi- 
no de nueve años; pero aque- 
llos se renovarán por terceras 
partes cada tres años. 


Los Vocales y Ministro Fis- 
cal del Superior Tribunal se- 
rán nombrados por el término 
de nueve años; pero aquellos 
se renovarán por terceras par- 
' tes, é saber: una tercera parte 
al fm de cada trienio en la for- 
ma que establece el artículo 
siguiente. 

Se suprime la última parte de este artículo, 
porque la disposición que contiene es transitoria y 
correlativa del articulo siguiente, que también se 
suprime. 
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Suprimido. 


Art. 123. 

Al fia del primer trienio 
debei'án conaluir designados 
por la suerte, dos eje los tres 
Vocales conque se ha de in- 
tegi'ar el actual Tribunal, de 
conformidad al artículo 126. 
El tercero de dichos Vocales 
con el que primero hubiese 
sido nombrado en reemplazo 
de alguno de los actuales, 
terminai'á en su periodo, des- 
pués del segundo trienio-, y 
al finalizar, el tercero, los 
otros dos que asi mismo ha- 
brán sido nombrados üllima- 
mente para reemplazar el ac- 
tual personal del Tribunal. 

. Se suprime este artículo porque sus disposio- 
cioues son meramente transitorias y carecen de 
objeto en la actualidad^ por haber sido ya cumpli- 
das. 

Art. 124. 


Los Jueces Letrados de 1 ^ 
Instancia y el Agente Fiscal 
serán nombrados siempre por 
el término de cinco áüos-, des- 
de el dia en que se reciban, 
aunque lo fueren en reíempla- 
zo de otros cuyo periodo hu- 
biese trascurrido en parte. 


Los Jueces Letrados de pri 
mera luslanciay los Agentes 
Fiscales, serán nombrados, 
siempre por el término de cin- 
co años, desde el dia en que 
se reciban, ¿lunque lo fuesen 
en reemplazo de otros cuj^o 
periodo hubiese trascurrido en 
parte. 


El artículo 124 deja comprender que no debe 
haber mas que ün Agente Fiscal, cuando el mejor 
servicio publico puede exigir que hayan dos ó mas. 


Suprimido. , 
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El artículo 119 ordena que la Provincia se di- 
vida^ cuando menos, en seis Distritos Judiciales, lo 
que probablemente haria necesario que hubiese mas 
de un Agente Fiscal. 

Ahora mismo hay dos; uno en el Distrito Ju 
dicial del Rio Cuarto y otro en esta Capital; es 
pues, necesario reemplazar las palabras Agente Fis- 
cal por su plural Agentes Fiscales. ^ 



Art. 126. 

La actual Cámara de Justi- 
cia será integrada con el nú- 
mero de Vocales que deter- 
mina esta Constitución, de- 
biendo ser reemplazados los 
actuales á medida que cesen 
en la' forma prescrita en los 
artículos 117, inciso 8 ^ y 125. 
En la misma forma serán 
reemplazados el Ministro Fis- 
cal 7 Jueces inferiores. 

El artículo 125 se suprime por contener dis- 
posiciones transitorias que ya se íuin cumplido. 

Además, ese artículo supone que la Constitu- 
ción determina el número de Vocales, de que se ha 
de componer el Superior Tribunal, lo que no es 
exacto, pues el artículo 118 lo único que dice es 
que ese Tribunal se ha de componer cuando menos 
de seis Jueces y un Fiscal, prescripción que no im- 
pide que ese Tribunal se componga de mas de seis 
Vocales, y. de mas de un Fiscal, según la Legisla- 
tura lo quiera establecer. 

Art. 127. 

• • • 

Debe ponerse en el Capítulo siguiente que tra- 
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ta de las atribaciones del Poder JadiciaJ, porque 
esté-áHículo SDÍo caatíene facultades ó atnbacíojies 
del Superior Tribinjil y nada que se refiera á' lá 
naturaleza y duración del Poder Judicial. 

I ■ 

Capítulo segundo. 
Atribuciones del Poder Judicial. 

x Art. 128. 


Corresponde á la Cámara de 
Justicia y á los Tribunales in- 
feriores de la Provincia, el co- 
nocimiento y decisión de las 
causas que versen sobre pun- 
tos regidos por esta Constitu- 
ción, por los tratados que cele- 
brase la Provincia coníorme al 
inciso 6.*^, artículo 117 y por 
las leyes de la Legislatura; dé 
las causas que se susciten 'con- 
tra sus empleados ó funeiona- 
rios públicos que no estén su- 
jetos al juicio político, y de las 
regidas por el Derecho Civil, 
Penal y dé Minería, según qiie 
las cosas ó las personas caigan 
bajo la jurisdicción de la Pro^ 
vincia;. quedando suprimidos 
los recursos dC: fuerza. 


Corresponde al Tribunal Su- 
perior de Justicia y á los Tri-, 
bunáles inferiores de la Pro- 
vincia, el conocimiento y deci- 
sión de las causas que versen 
sobre puntos , regidos por esta 
Constitución, por los tratados 
que celebrase la Provincia con- 
forme al inciso 6: ^ , artículo 
117 y por las leyes de la Legis- 
latura;, de las causas que se sus- 
citen contra! empleados ó fuií- 
cionarios públicos que no estén 
sujetos al juicio político, y. de 
las regidas por el Derecho Ci- 
vil; Penal.y de Minería, seguh 
que ó las personas caigan bajo 
la jurisdicción de la Provincia. 


La reforma sustancial de este artículo consiste 
en supriníiir* su parte final, por la cual se declara 
que quedan suprimidos los recursos de fuerza. 

Lps recursos de fuerza acaban de ser estable- 
cidos por l^a ley orgánica y de jurisdicción dé los 
Tribunales de lá Capital de la Repííblica; ^'' 
• ''Fór otra 'parte, la legislación qué sé refiera á 
lo jurisdicción eclesiástica y a las gái'aijtías qué'an- 
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te ella deben goz^u: los ciudadanos es del resorte de 
la legislaeion Nacional y np de la Provincial; ya 
porque esa jurisdicción y esas garantías deben ser 
uniformes en toda la República; ya porque el inci- 
so 9. ^ del artículo 86 de la Constitución Nacional, 
dá al Presidente de la República la facultad de con 
ceder el pase ó retener los decretos de los Conci- 
lios, las Bulas, Breves y Rescriptos del Sumo Pon- 
tífice de Roma, con acuerdo de la Suprema Corte, 
necesitándose una ley cuando tienen un carácter 
general y permanente. 

Las disposiciones de los Concilios ó de los Ro- 
manos Pontífices, que se refieren á la jurisdicción 
eclesiástica ó á su ejercicio, deben tener por lo ge- 
neral un carácter permanente, en cuyo caso sería 
necesaria para su admisión una ley del Congreso. 

Esas disposiciones concilitires ó pontificias pue- 
den afectar á las garantías que los habitantes de 
la República deben gozar en los juicios eclesiásticos, 
y como en tales casos solo por una ley del Con- 
greso^ puede permitirse el pase á tales disposiciones, 
es evidente que sobre el particular nada pueden le- 
gislar las Provincias. ^ 

Por otra parte, la jurisdicción eclesiástica, en 
una parte muy principal, en la que se refiere al 
divorcio entre los casados ante la Iglesia Católica, 
ó con autorización de ella, está -reconocida á la au- 
toridad eclesiástica, por el arlículo 43, título dd 
matrimonio. Código Civil. 

Los Tribunales eclesiásticos no son Tribunales 
de Provincia, y por consiguiente nada pueden le- 
gislar las Provincias respecto á esos Tribunales ni 
respectoá los recursos que contra sus procedimientos 
se puedan ú no entablar. 

Si las Provincias pudieran suprimir los recur- 
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sos de fuerza podrían también restablecerlos, ó es- 
tablecer otros respecto, á los procedimientos y reso- 
luciones de los Tribanales eclesiásticos, para lo que 
evidentemente ' no tienen poder. 

Por estas razones se suprime el final del artí- 
tículo 128. 

Art. 130 y 132. 


La Cámara de Justicia ejer- 
cerá siempre sus atribuciones 
por apelación, queja ú otros 
recursos según las reglas que 
prescriba la Legislatura. 

La Cámara decide de las 
competencias de jurisdicción 
qne ocurriesen entre las judica- 
turas de su inspección, y enti*e 
estas y los funcionarios del Po- 
der Ejecutivo Provincial, 


El Tribunal Superior y las 
Salas en que se divida no ejer- 
cerán jurisdicción originaria, 
sino en los casos siguientes, y 
de conformidad á las reglas 
que establezca la iQy : 

1. ® En las competencias de 
jurisdicción entre los demás 
Tribunales, ó entre estos y los 
funcionarios del Poder Ejecu- . 
tivo. 

2. ^ En las reculaciones de 
sus Vocales y en las de los Jue- 
ces Letrados inferiores-, en las 
causas de responsabilidad civil 
contra los mismos; y en las que 
se sigan contra los Jueces de 
Paz, al solo objeto de su desti- 
tución. 


El articuló 130 de la Constitución establece 
que la Cámara de Justicia ejercerá siemprp sus 
atribuciones por apelación, queja ú otros recursos, 
y el artículo 132 atribuye á la Cámara la facultad 
de decidir las competencias de jurisdicción entre 
judicaturas de su inspección, y entre estas y los 
funcionarios del Poder Ejecutivo. 

La prescripción del artículo 132 es pues, una 

excepción á la del 130; pero no es la única, pues 

el Tribunal Superior ó las Salas en que se divida, 
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deben eiitendw tambieii Oíí^nUfiatóénté éá los ca 
sos de recusación de sus miémbrjs, en los dé los 
Jueces Letrados y las causas por res^óíísabílídad 
civil contra los mismos^ 

La prescripción e^ípresa del artículo 130, á la 
que solo se hace una excepción en el 132, íá de 
decidir las competencias; haría inconstitucional el 
qiercicio .originario de lias facultades del Tribunal 
kHijíerior en los demás casos previstos en la refor- 
ma. 

Las causas de responsabilídaíd civil contr^ loS 
Jueces de primera Instancia, deben Competir origi- 
nariamente al Tribunal Superior y no a Jueces de 
igual jurisdicción á k de aquel a quien se trata de 
responsabilizar. 

Se atribuye también al Superior Tribunal ju- 
risdicción originaria en las causas que sé sigan 
contra los Jueces de Pa¿ al solo objeto de destituir- 
los por mala conducta en el desempeño de sus fun- 
ciones, por delitos comunes ó por incapacidad física 
ó moral sobreviniente 

Como los Jueces de Paz, no están sugetos al 
juicio político, ni pueden estarlo por su gran nú- 
mero, es preciso que se haga efectiva su responsa- 
bilidad ante un alto Cuerpo y como el Tribuaal 
Superior ejerce la superintendencia de los Tribuna- 
les, parece natural que solo él tenga el poder de 
destituirlos, lo que por otra parte dé «estabilidad ó 
independencia á dichos Jueces én sus funciones. 

Desde que el Tribunal Superior ó las Salas en 
que se divida, solo conocen origina^riamente en los 
casos expresados es fuera de duda que en los de- 
más, solo conocen por apelación á otros recursos 
que establezca la ley. 
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Art. 


Agregado 


Habré siempre recurso para 
ante el Tribunal Superior de 
las resoluciones recaídas eu , 
las causas que versen sobre 
puntos regidos por esta Cons- 
titución y por los tratados 
que celebrase la Provincia^ 
y en las que se cuestione la 
validez de un tratado de la 
Nación, de una ley del Con- 
greso ó de una autoridad 
ejercida en nombre de la Na- 
ción, ó se ponga en duda la 
inteligencia de alguna clausu- 
la de la Constituciop Nacio- 
nal, cuando la decisión sea 
contra su validez. 


La primera parte de este artículo agregado 
prescribe que siempre habrá recurso para ante el 
Tribunal Superior de las resoluciones en causas 
que versa sobre puntos regidos por esta Constitu- 
ción ó por los tratados que celebre la Provincia. 

. El objeto de esta prescripción es hacer que se 
fije la inteligencia de la Constitución de una mane- 
ra uniforme é incontrovertible, para que entendién- 
dola todos del mismo modo^ se eviten nuevas cues- 
tione^. 

Además tiene otro ^alcance de grande impor- 
tancia, y es hacer prácticas las garantías, que 
acuerda esta Constitución; pues que en toda causa 
de violación de la Constitución, cualquiera que sea 
su importancia pecuniaria, habrá siempre recurso 
para ante el Tribunal Superior; porque la verda- 
dera importancia^ en estos asuntos, está en el dere- 
cho TÍolaio. 
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« 

Una resolución sobre puntos regidos por un 
tratado interprovincial, puede comprometer séria- 
inente los intereses de la Provincia/y por eso se 
establece que el Tribunal Superior juzgue en últi- 
ma instancia en dichos casos. 

La última parte del artículo tiene por objeto 
hacer práctica la prescripción del artículo 14 de la 
ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales Nacionales. ' 

Según ese artículo hay apelación á la Supre- 
ma Corte de Justicia Nacional de las sentencias 
pronunciadas por los Tribunales Superiores de Pro- 
, "vincia en los pleitos en que se haya puesto en du- 
da la validez de un tratado de la Nación^ de una 
ley del Congreso, etc., y la decisión haya sido con- 
tra su validez. 

Si en tales causas no hubiese apelación para 
ante él Tribunal Superior de la Provincia mal se 
podría apelar de la resolución ante la Suprema Cor- 
te Nacional; puesto que dicho Tribunal Superior no 
podría pronunciar resolución alguna desde que la 
causa terminase en los Tribunales inferiores. 

Art. 131 

En este artículo deben cambiarse las palabras 
«La Cámara de Justicia» por las «El Superior Tri- 
bunal de Justicia,» por ser esta la denominación 
dada en la reforma. 

Art. 127 

Debe trasponerse á este lugar, con la sola va- 
riación de encabezarlo con las palabras «El Tribu- 
nal Superior de Justicia» en vez de las de «La Cá- 
mara de Justicia» que ahora tiene, por ser aquella 
^a denominación adoptada en la reforma. 


' 
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Art. 


Agregado 


Los Tribunales colegiados 
acordarán en público sus sen- 
tencias, fundando cada uno» de 
sus miembros su voto pop escri- 
to, según el órdéíi que resulte 
por previo sorteo público. 


Pudiera quizá tacharse de algo reglamentario 
este artículo, que se propone agregar ai la Consti- 
tución; pero él importa una gara^ntía tan completa 
de acierto en las resoluciones, por* el estudio serio 
que obliga a hacer á cada uno de los niiembros de 
un Tribunal colegiado, que no se vacila en propo-, 
nerlo. 

La garantía de acierto en los Tribunales cole- 
giados consiste en que todos sus miembros estudien 
a fondo él asunto que han de fallar y que después 
de estudiado lo discutan entre sí. 

Si el acuerdo de las sentencias es pronunciado, 
sin fundar su voto cada uno de los miembros del Tri- 
bunal, no hay la seguridad de que todos hayan he- 
cho el debido estudio. 

Suele suceder en los cuerpos colegiados que 
algunos de sus miembros se atienen al estudio que 
hacen los otros, y que por ello adquieran estos una 
omnímoda preponderancia. 

Obligando este artículo propuesto á que cada 
uno de los miembros de un Tribunal colegiado fun- 
de su voto por escrito, les obliga hasta donde es 
posible, á hacer el debido estudio y formar un cri- 
terio propio. 

El modo propuesto de votar concentra mas la 
responsabilidad, hasta el punto de individualizarla, 
por decirlo así; puesto que cada uno de los vocale» 
del Tribunal vota individualmente, fundando su vo* 
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io delante del público y de los interesados en el 
pleito. 

El artículo propuesto no impide que los miem- 
bros de un Tribunal colegiado estudien separada ó 
conjuntamente un pleito y discutan privadamente 
sus opiniones . respecto a la resolución que hayan 
de dar. 

« 

Capítulo tercero 
De la Judicia de Paz 


Art. 


Agregado 


La ley determinará el nú- 
mero de Jueces de Paz que 
ha de haber en cada distrito 
municipal y el periodo de sus 
funciones. 


Como la ley según el artículo 136 retormado 
ha de dividir la Provincia en Distritos municipales, 
es natural que la misma ley determine el número 
de Jueces de Paz que ha de haber en cada Distrito 
municipal. 


Art. 


Los Jueces de Paz son fun- 
Agregado. cionarios exclusivamente judi- 

cialeí^ 

Este artículo tiene por objeto fijar la natura- 
leza de la Justicia de Paz. Los Jueces de Paz son 
en su esfera tan Jueces como los de mayor 4^atego- 
ría y ni unos ni otros deben ejercer mas funciones 
que las judiciales. 


1?7 


Alt; 


Agregado. 


I Para ser elegido Juez de 
Paz se requiere tener veinticm- 
co años de edad, ciudadanía 
en ejercicio, un año de residen- 
cia por lo menos en el Distrito, 
saber leer y escribir y ser con- 
tribuyente. Sn la Capital y 
en los demás Distiitoa que la^ 
ley lo determine serán Leitara- 
dos. 


La reforma establece qué los Jueces 4e Paz 
eri esta Ciudad deben ser Letradíos y en los 4emas 
Municipios (jue la ley lo determine. 

Los Jueces de Paz deben ser Letrados en to- 
das partes; porque están encargados de administrar 
tusiácia; pergí la reforma sé limita a establecer que 
10 serán en esta Ciudad, porque es lo único posible 
por ahora, dejando al Poder Legislativo que estien- 
da la misma prescripción á otros Municipios cuan- 
do sea posible. 

La reforma ha querido establecer el principio 
y ordenar su aplicación en la única parte én que 
eí posible en estos momentos. 

Desempeñada la justicia de paz por Letrados, 
se 1(3® podría ampliar la. jurisdicción sin el menor 
peligro, lo que disminuiría mucho el recargo de los 
Jusgaüos de mas alta gerarquía. 

El abuso de una palabra ó su falsa inteligen- 
cia ha hecho que nadie se preocupe seriamente de 
la justicia de paz, encomendándola al que no sabe 
hacerla; 

Esa palabra es ^asuntos de menor cuanUa.^» 

Pero ¿cuales son los asuntos de menor cuan- 
tía? 
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1 

La cuantía de nn asunto es relatíva á la for- 
tuna de los que litigan;^ pero generalmente no se 
entiende así, y la cuantía de un pleito es deter- 
minada por la suma ó valor de la cosa que se li- 
tiga, sin relación alguna á la fortuna de los liti- 
gantes. 

^ ün pleito por cien pesos entre dos millonarios 
sería de mínima cuantía El mismo pleito entre 
un millonario y un pobre jornalero sería, para el 
uno de mínima cuantía y para el otro de gran 
cuantía. El mismo pleito entre dos pobres sería 
para ambos de mayor cuantía. 

Véase, pues, como la cuantía de un pleito no de- 
pende absolutamente del importe de la suma Htiga- 
.da, en realidad de verdad y como la falsa idea de 
la cuantía de un asunto, ha hecho que la Justicia 
de Paz sea miradada con cierto desprecio, confián- 
dola a personas sin preparación alguna, para admi- 
niskarla pronta y bien, aun en localidades en que 
es fácil confiarla á Letrados. 

La cosa mas insignificante se confia á quien 
sabe hacerla, ¿porqué la Justicia de Paz ha de con- 
fiarse á quien no sabe administrarla? 

Aquí los Jueces de Paz se cambian cada año, 
teniendo los juzgados en sus casas particulares. 

De esto resulta que el que necesita la acción 
de la Justicia de Paz, tiene que vencer varias difi- 
cultades: primero para encontrar la casa del Juez; 
segundo, encontrar al Juez; tercero, encontrarlo de- 
socupado; y cuarto, encontrarlo con las aptitudes 
suficientes. 

En estas diligencias tiene el pobre litigante que 
emplear no poco tiempo. 

El valor de lo que se litiga y la pobreza de los 
ígantes no les permiten valerse de Abogados pa- 
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ra sus defensas, de» modo que ellos mismos exponen 
sa- derecho sin entenderlo jante un Juez que tampo- 
co lo entiende. 

Si . el Juez fuera Letrado^ necesitaría menos 
que lo ilustren los litigantes, en cuanto á su dere- 
cho respectivo. # 

Las dificultades de .un pleito y sus complica- 
ciones no dependen del valor de lo que se litigo,. 
.P^uede haber un pleito por machos miles de 
,peso^ cuya resolución sea facilísima, ciomo puede 
haber un pleito por unos cuantos pesos que en- 
^vu^lva, serias y difíciles cuestiones de derecho, y sin 
embargo el primero es fallado por Jueces Letrados 
con recurso al Superior Tribunal y el segundo por 
.Jueces legos con recurso á otros Jueces legos. 

Los pleitos de menor cuantía deberían llamar- 
se con mas. propiedad pleitos de los pobres, para 
quienes tienen tanta trascendencia, como los de 
mayor, cuantía paja los ricos. 

•Estos pueden costear Procurador y Abogado, y 

.dedicar f su tiempo a sus negocios. El pobre tiene *- 
que andar personalmente tras de su pleito perdien- 
do ?el tiempo que debería emplear en trabajar. "Esto 
hace que la justicia del pobre deba ser mas pronta; 
lo que solo puede conseguirse^ encomendándola á 
Jueqes Letrados. 

. ,La Justicia de Paz administrada por Jueces 
Letrados ..no costará mas en esta Ciudad que loque 

< cuesta administrada por Jueces legos. 

. . : ^En. la actualidad hay cinco Jueces de Paz le- 

.gps^. qije podrían ser reemplazadois con dos Letrados^ . 

*qi:tiéhes\déspaclíafían mas causas, mas pronto y 

^i^.que los jpinco legos. 

^^* ¿Si se quieren, rbonservar los Tenientes Jaece?, 

¿f)j¿yx^^ esQS empleos practicártelos 
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6 estudiantes de los últimos aflos de derecho, en cu- 
yo caso podría rebajarse el número de Tenientes 
Jueces ala tercera parte ó menos. 

Aunque los Jueces Letrados deb^n ser mejor 
rentados; como es natural, no por eso sería mayor 
la erogación; porque á la vez se' disminuiría consi- 
derablemeijte el número de Jq^eces y Tenientes Jue- 
ces, que también son rentados. ' 

Quizá antes de mucho tiempo sea posible esta- 
blecer en algunos centros de población de la Cam- 
paña Jueces Letrados de Paz. 

.En el artículo 119 reformado.se establece que 
la Legislatura dividirá la Provincia en Distritos 
Judiciales. 

£1 artículo 119 de la actual Constitución esta* 
tuye, que la Provincia se dividirá cuando menos 
en seis Distritos Judiciales, y que cada Distrito 
tenga cuando menos un Juez Letrado. 

Esos Jueces Letrados pueden ser simples Jue- 
ces de Paz, como pueden estar investidos de juris- 
dicción idéntica á la de los Jueces de primera ins- 
tancia de esta CapitaL 

La Legislatura puede establecer lo uno ó lo 
otro, según las necesidades ó los elementos de ca- 
da Distrito. 

Ya se ha hecho notar la dificultad y los ensa- 
yos desgraciado? de establecer Juzgados en la Cam- 
pafia con igual jurisdicción á los de la. Capital. Se* 
ría quizá prudente comenzar por el establecimiento 
de Jueces Letrados de Paz, con jurisdicción en ma- 
yor estension de territorio que los actuales y en 
causas de mayor importancia. 

Es de tanta trascendencia el estableciqíiento 
de una buena administración de justicia, que no 
hemos podido menos de consignar esta^ indicaciones. 
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Art. 


Agregado. 


Durante el periodo ^ de su 
ejercicio solo podi'án ser remo- 
vidos por el Superior Tribunal 
de Justicia, por mala conducta 
en el desempeño de sus funcio- 
nes, por delitos ¡comunes ó por 
inhabilidad física ó moral so- 
breviniente. 


Este artículo da estabilidad á los Jueces de 
Paz durante el ejercicio de sus funciones, para ga- 
rantir su independencia y evitar que tuerzan la 
justicia por debilidad ó por temor de ser destituidos 
solo por no haber sido complacientes. 

A la 


vez Q 


ue ellos están garantidos de no ser 
usta causa^ esta garantido el público 
variedades, por las que serán desti- 
tuidos por el Tribunal Superior, á petición departe 
ó de cualquiera 4el pueblo. 


destituidos sin 
contra sus arbi 


' í 


» . • . ' • 


SECCIÓN CUARTA. 

DE LAS ELECIONES. 


Capítulo único. 


Art. 170. 


La ley electoral reconocerá 
por bases las prescriptiones 
contenidas en los incisos si- 
guientes: 

1-^ La inscripción de los su- 
fragantes en el Registro Cívico 
se hará por cinco vecinos, sa- 
cados anualmente á la suerte 
por la Cámara de Diputados, 
ue una lista de veinte que pre- 
sentarán las Municipalidfiídes 
para sus respectivos Departa- 
mentos: ellas mismas serán de- 
positarías de los libros de ins- 
cripción. 

2.^ Solo tendrán voto los 
ciudadanos que se hayan ins- 
cripto en dicho registro pudien- 
do en el acto de la elección su- 

Elirse la pérdida ó defecto del 
oleto que acredite dicha ins- 
cripción por la inspección de 
los libros, siempre que el inte- 
resado indique el número bajo 
el cual se encuentra registrado. 
3.^ Habrá en la Ciudad una 
sola mesa destinada á recibir 


La ley electoral reconocerá 
por bases las prescripciones 
contenidas en los incisos si- 
guientes: 


Suprimido. 


1. ^ Solo tendrán voto los 
ciudadanos inscriptos en el Re- 
gistro Cívico. 


3.^ El número de mesas, 

destinadas á recibir los votos, 

los sufragios, y en la Campaña'en cada distrito electoral será 

ndo menos tres en cada De- impar, y no se reputará que 

mentó. Ihay elección en el Distrito don- 


18S 


I 


4.® Dichas mesas ocuparán 
el lugar determinado perma- 
nentemente por la Icxj, procu- 
rándose que sea adecuado. pa- 
ra la reunión de los electores. 

5. ^ Serán presididas en la 
Ciudad 7 Villas de Campaña 

or los cinco mayores contri- 
uyentes del distrito que cor- 
responda á cada Mesa, j por 
tres en los demás departamen- 
tos, los cuales sabrán leer y es- 
cribir; y serán puestos en pose- 
sión de sus cargos por" él Juez 
de Pazo Pedáneo respectivo, 
previa la designación que en 
vista de los registros hará opor- 
tunan^ente el Senado. Si aque- 
llos no lo verificasen por cual- 
quier motivo, se instalaráíi por 
sí mismos recibiéndose el jura- 
mento recíprocamente. En de- 
fecto de dichos mayores contri- 
buyentes, entrarán á funcio- 
nar los que jgiffan en cantida- 
des, y en caso ué empitte los de 
mayor edad. 

6. ^ Si los contribuyentes no 
quisieran formar la mesa sin 
grave causa, el mismo Juez de 
Paz ó Pedáneo á quien corres- 
ponda instalarla, deberá com- 
peler los con multas que no pa- 
sen de doscientos pesos fuertes, 
á beneficio de la respectiva Ca- 
ja Municipal. 

7. ^ Las elecciones durarán 
por lo menos ocho horas; tér- 
mino que podrá aumentar la 
ley, de manera que los electo- 
16) voten sin precipitación ni 
tumulto. 


de lío la haya hábMb en lá ma- 
yoría de las mesas. Estas ocu- 
parán el lugar determina4ó 
permanentemente poír tó ley. 


Suprimido. 


SupriinidOr 


Suprimido. 


I 


\ 
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8. ^ Nadie podrá concurrir 
á una Mesa sin ser elector con 
derecho á votar en ella; los que 
lo hubieren verificado, como 
aquellos á quienes se declare 
sin voto, deberán retirarse in- 
inmediatamente. 

9.^ Sin embargo, los con- 
jueces ó escrutadores, deberán 
permitir á algunas de las perso- 
nas mas caracterizadas de los 
partidos en lucha, permanecer 
en las mesas para cersiorarse 
de que no hay fraude. 

10. La votación será se- 
creta X se verificará por medio 
de céaulas en papel blanco en- 
vueltas? ó dobladas, que conten- 

* gan el nombre de la persona ó 
personas por quienes se vote, 
pero sin expresar el del sufra- 
gante ni llevar otro distmtivo 
Sie lo indiüue, como tampoco 
del partido á que pertenezca. 

11. Cada sufragante, pre- 
via la ínscripdon de su nombre 
en los resístros que deberá lle- 
var la Mesa, entr^ará por si 
mismo la cédula que contei^a 
su votó; la cual será deposita- 
da en su presencia inmediata- 
mente 7 sin leerse dentro de 
una urna ó cofre, que se colo- 
cará al efecto, pudiendo reco- 
nocerlo los electores al empe- 
zarse la votación, j el que per- 
manecerá á la vista de todos 
hasta terminarse aquella 7 ve- 
rificarse el escrutinio. ^ 

12. El escrutinio será pú- 
blico 7 la ley deberá rodear es 


Suprimido. 


Suprimido. 


2.^ El voto será secreto v 
se verificará por medio . de cé- 
dulas en papel blanco. 


Suprimido, 


4.^ Inmediatamente de 
concluida la elección se proce- 


te acto de todas las precaucio-lderá á hacer el escrutínio pú- 
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neé conyenientee para evitar 
el fraude, debiendo hacerse 
aquel 7 terminarse inmediata- 
mente de concluida la elec- 
ción, consignándose su resul- 
tado Qn la misma acta, la cual, 
podrá suscribirse por los que 
quisieren. ' 

13. La elección se conside- 
rará válida en los Departa- 
mentos de Oaiúpafia, desde 
que haja habido elección legal 
en la major parte de las Mesas 
de cada uno de ellos. 

14. Nix^gun empleado pú- 
blico podranacer valer su in- 
fluencia para trabajos electo- 
rales, sin que le sea lícito cons- 
tituirse, en depositario de las 
boletas de inscripción, repartir 
listas ó acaudillar gente para 
votar, bajo pena de destitución 
v de una fuerte multa que no 
bajará de doscientos pesos 
fuertes. 

15. Queda también prohi- 
Wdo á cualquier particular 
constituirse en depositario de 
las boletas de inscripción ó 
acaudillar gente en el acto, de 
la elecdon, bajo la misma mul- 
ta que establece el inciso ante- 
rior.. 

16. Bajo las mismas penas, 
no decetán háéerse citaciones 
de muidas desde el día de la 
convocatoria parala elección 
hasta que esta termine; ni los 
Comandantes, Jefes ú Oficiales 
de aquellas, asistir alas mesas 
á presenciar la votación de sus 
subalternos. 


tilicamente y sin que el acto 
pueda ser mterrumpido. El 
acta del escrutinio será firma- 
da por los que han f(H*mado la 
mesa y pcír los ciudadanos que 
quisieren hacerlo. 

(Está prescripción está com- 
prendida en la del inciso 3,*^ 
reformado.) 


Suprimido. 


Suprimido. 


7. ^ No podrán hacerse ci- 
taciones de milicias desde el 
día de la convocatoria para 
una elección hasta tres dias 
después de terminar esta Si 
tales citaciones sé verificasen 
la elección será nula y el que 
las haya hecho penado por la 
ley. 


^id& 


. n—Jíadie podía votar sino 
donde 86 halle domiciliado con 
tres meses de anticipación al 
dia de la elección. Los Ofi- 
eia^es j soldados de Policía ó 
guarniciones, ó que pertenez- 
can al Ejercito líacionaí/' no 
tendrán voto en elecciones 
Provinci^es. 

18 — ^Es absolutamente pro- 
hibido llevar armas á la Mesa 
electoral, y las autoridades 
mismas no podrán emplear])a8 
sino á requisición de los que 
presidan la elección, para 
mantener ó restablecer el or- 
den. Los que se presenten 
armados serán penados in con- 
ünenti por la Mesa con una 
multa de cincuenta pesos fuer- 
tes á beneficio de la Caja Mu- 
nicipal, ó con -reclusión por 
tiempo proporfeiónado según 
el artfóulo 17. .Bi la Mesa no 
impusiese estas penas, lo hará 
el Juez de Letras del distrito á 
solicitud dé parte. 

19 — ^Ninguna autoridad, á 
no ser la que preside la elec- 
ción, puede miandar suspen- 
derla después de iniciada la 
votación*, ni eUa jütóma adop- 
tará ima medida tal, sin una 
. causa muy grave que ' la justi- 
[. fique, como d peligro 4é la 
vwa ó privación de la Ul)ertad 
para ejercer sus funeioi^és. 

2(KrrJjas elecciones se harán 
.j&a dias fijos, determinados por 
>la ley; pero, si . fuesen extraOT- 
-^ diñarías, deberán ¡anunciarse 
" quince diás antes^ por lo . me- 


5. ^ Nadie podrá votar sino 
en el distrito donde se halle 
inscrito. 

6.^ Los Jefes, Oficiales y 
tropa del Ejercito Nacional ó 
de Policía no tendrán voto en 
las elecciones provinciales. 

9.^ Las mesas receptoras 
de votos podrán requerir el au- 
siüo de la fuerza pública para 
mantener el orden durante él 
acto. 


Suprimido. , 


» 
8. ^ -Las elecdoíies se harán 
en dias fijos, deterininadoB por 
ia ley, y sin necesidad dé con- 
vocatoria; pero ' si fuesen . ex- 
traordinarias, sé harán previa 
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nos, decaerte que todos -los 
electores conozcaii aquel en 
que la elección tenga lugar. 

21 — A menos que la elección 
se hubiese mandado suspender 
expresamente se considerará 
convocado por sí solo el piíe 
blo para verificarla en el <iia 
designado por la ley. 

22— El Poder Ejecutivo solo 
suspenderá las eiecciones en 
caso de conmoción, insurrec- 
ción, invasión, movilización 
de milicias ó cualquiera cala- 
midad pública que las haga 
imposibles, y esto dando cuen- 
ta á la Legislatura dentro de 
tercero dia, para cuyo efecto 
la convocará si se hallase en 
receso. 

23— El soborno, la intimi- 
dación, el voto doble ó inde- 
bido, y la suposición de los 
votos que no han existido, co- 
mo toda especie de fraude que 
periudique la libertad y ver- 
dad del sufr?igio serán pena- 
dos con an*eglo á la ley. 

24— Toda infracción de la 
ley electoral en cualquiera de 
sus disposiciones sera castiga- 
da por el Juez Letfa'do del 
Distrito, con multa ó reclusión 
siendo parte para exigirlo 
cualquier ciudadano; sin per- 
juicio de las demás atribucio- 
nes que al respecto correspon- 
den á la Mesa. 

25 — Estas penas no exclu- 
yen las demás que para casos 
especiales establecen los inci- 


convocatoria, que se publicará 
con quince dias de anticipa» 
cion por lo menos en el distri- 
to donde deban tener lugar. 

(Esta prescripción estgj, epm- 
prendida en el' inciso anterior 
reformado.) , 


Suprimido. 


Suprimido. 


10. Toda infracción de la 
ley electoral en cualquiera de 
sus disposiciones, será castiga- 
da por el Juez Letrado del Dis- 
trito, siendo parte para exigir- 
lo cualquier ciudadano; sin 
perjuicio de las atribuciones 
que al respecto correspondan 
a la mesa. 


Suprimido. 


18 
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8ÓS añíeriotés; y séíán subro- 
gadas por las deínás penas or- 
ainarias, cuando la infraccioü 
constituya un delito común. 

El epígrafe de ésta parte dé la Constituoiofi* e* 
^Sección Gaaírtay*, que es la denominación qüd lle- 
van cada una de las, divisiones de los títulos. 

Esta sección cuarta está colocada entre él tí- 
tulo tercero, «De las Municipalidades», y el título 
cuarto, «Del Régimen Político Departamental»; con 
los cuales no tiene la sección ninguna relación, ni 
esos títulos se hallan divididos en secciones; de lo 
que se vé claramente que la colocaciones anómala. 

Esta sección es la cuarta del título primero. 
Gobierno Provincial, y por consiguiente deoe ' colo- 
carse después de la se'ccion tercera de dicho título: 

Las prescripciones de esta Sección en vez dé 
bases para una ley electoral, son la ley electoral 
misma con sus mas minuciosos detalles. 

En efecto, en esa sección se establece como 
ha de hacerse la inscripción en el Registro Oívico; 
como ha de suplirse la pérdida del boleto de ins- 
cripción, como y quien ha de instalar las mesas; — 
cuantas horas ha de durar la elección, el tiempo 
que el elector puede permanecer cérea de la mesa 
y que ha de dar su voto por n^edio de cédulas' en- 
vueltas ó dobladas, donde y como ha de depositar- 
se la cédula, el derecho de examinar el cofre en 
que deben ponerse las cédulas y muchos otros de- 
talles propios de una ley electoral. 

El artículo 170 contiene veinticinco incisos, 
que- la reforma deja reducidas á diez, en los qué 
están contenidas las bases de una ley de elec- 
ciones. 
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Las reglamentaciones son impropias de. una 
Constitucijn, peligrosas ó inconvenientes; porque 
les dá el carácter de estabilidad que tiene la Cons- 
titución; sin que se puedan aprovechar los conse- 
jos de la experiencia para mejorarlas. 


TITULO SEGUNDO 
BASES PARA EL PROCEDIMIENTO EN EL JUICIO POLÍTICO. 

CAPÍTULO ÚNICO. 

Se aconseja la supresión total del Título terce- 
do; porque no es mas que una ley de procedimien- 
tos en el juicio político, completamente agéna á 
uña Constitución. 

Según el comentario de la Constitución de la 
Provincia, se insertó en ella el Título segundo, por 
temor de que mais tarde se diese la ley reglamen- 
taria, calculada para algún caso ocurrente y con 
miras á las circunstancias del momento. 

. De esto se desprende que los Constituyentes de 
1870 creían que la Legislatura puede dictar una 
ley de procedimientos para el juicio político, y en 

{precaución de que esa ley no estuviese calcada en 
os buenos principios, la establecieron en el Título 
segundo. 

Las facultades de una Asamblea Constituyente 
y las de una Asamblea Legislativa no sjn, ni pue- 
den ser, las mismas; como sucedería si la Conven- 
ción de 1870 hubiese podido sancionar la- ley de 
procedimientos en el juicio político, y si en caso de J 

no haberlo hecho ella, hubiese podido hacerlo la I 

Asamblea Legislativa. 

El temor de que una Asamblea Legislativa 
pueda dictar una mala ley reglamentaria no auto- 
riza á una Asamblea Constituyente á dictar esa ley 
en la Constitución. 

La misión de una Convención Constituyente 
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está ^limitada, á establecer las garantías y derechos 
de qtiehítn' dé gozar los ^abitantes del país que va 
á consitituir, á determinar los poderes que han de 
ejercer la sober'anía, y por .fin, á deslindar las atri- 
bucionas y deberes de esos poderes'. 

Los empleados sugetos á juicio político ocupan 
altas posiciones en la magistrg^tura^ que si bien 
pueden crearles algunos enemigos, les dan de segu- 
ro poderosos medios de influencia. 

Ellos, además, no pueden ser acusados sino 
por dos tercios dé votos de la Cámara de Diputa- 
dos, y no pueden ser condenados sino por dos ter- 
cios de votos del Senado, cuando los individuos 
particulares pueden ser juzgados, en su fortuna y' 
en su honor, á simple mayoría de votos de un Tri- 
bunal de Justicia, y aun condenados á muerte por 
esa simple mayoría, según la actual legislación. 

¿Porqué,, pues, el temor de que esas garantías, 
sean insuficientes? ¿Porqué se teme que • pueda 
dictarse una ley de procedimientos á propósito para 
coartar en el juicio ios medios de defensa? 

Si se tratase del juicio político del Gobernador 
<S de sus Ministros, único que podría despertar tal 
interés, debe observarse que esos funcionarios son 
los que ejercen mas poderosa influencia política y 
que están amparados por ella. 

Toda' la ley de procedimientos, contenida en el 
Título segundo, tiene por objeto amparar á los que 
pueden ser acusados y juzgados políticamente; cuan- 
do de suyo están amparados por la influencia de su 
posición y porque no pueden ser condenados á sim- 
ple mayoría, sino que se necesitan dos tercios de 
votos, mientras que esa niisma ley no garante al 
ciudadano que haya tenido corage cívico bastante* 
pava solicitar la acusación de tan altos funcionarios. 
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Nuestro país es nuevo y recientemente naoido 
á la vida .constitucional y no es de estrañar . que 
carezca de leyes^ que reglamenten los principios 
constitncionales; pues esa eg la labor y la obra 4.e 
los tiempos; pero la falta :de esas leyes no puede 
supjlixse injertándolas en una Constiíucion.a que 
son agenas 
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Capítulo Frimbbo. 
Ufé sú nfduralézá y dútitmia: 
Art. 136Í. 


^, Quedan establecidas en la 
Fiovineiá las Municipalidades 
bajo lá forhiá^ ^ réginietí, y. 
con las- atributíches que pre- 
fija esta Constitución. 


El territorio dei la Provin* 
cía se dividirá por una léj 
en' Distritos, para su adint- 
nistracion munfóipá?; 


Según la Constitución actual se ha beeho ün 
Municipio de cada uno de los' Departamento^,- en 
q^e está dividida la Provincia; lo q\te, sin' duda al- 
guna, es inconveniente; porque hay Departámientos que 
tienen varios centros de población importantes^ q^ife 
pueden fotinar ün Municipio con s>u respectivo ra- 
dio, ya del mismío Departamento, ya de Departamen- 
tos vecinos, según que sus poblaeiones disemiliaéás 
se hallen próximas á centros de poblatáon en que 
sea poisiblé establecer la Municipalidad. 

^ Asi por ejemplo,^ Villanueva y Villíai María, quse 
están ubicadas á pocas cuadras de distancia una de 
otra, son dos centros de población importantes, que 
pertenecen á un mismo Departamento. 

Pudiendó cada uña de estas Vilbs ser el cen- 
tro dé un Municipio, viven en perpetuo y estéril 
antagonismo, á causa de que uBa Municipsáidad co- 
mún está establecida e» una de ellas y tsk íatí^k 
es completamente ineficaz en la otra. 
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La hermosa. Villa de Jesús María, de tan 
rápido desarrollo, podría formar un Municipio con 
la parte Sur del Departamento del Totoral, á que 
esta próxima; mientras que esa parte de dicho Ue- 
parta^nento está distante de la Villa General Mitre, 
asiento de la Municipalidad. 

La Ciudad de Rio Cuarto y la Villa de la 
Carlota se encuentran en condiciones parecidas y 
muchas otras que sería largo enumerar. 

Si se quiere que la Municipalidad, sea una ins- 
titución practica, es necesario dividir la Provincia 
en Distritos Municipales y cambiar su organización, 
pues una larga esperiencia nos ha demostrado que 
la Municipalidad no ha sido mas que una bella qui- 
mera. 

En los centros de población es donde la Muni- 
nicipalidad es mas necesaria y donde únicamente es 
posible su establecimiento. 

En las poblaciones diseminados los intereses, 
en vez de comunales, mas bien son disgregados, pue- 
de, decirse. 

De ahí la necesidad de que cada población im- 
portante sea el centro de un ♦Municipio, estén ó no 
situados en un mismo Departamento; pues si lo es- 
tán la que sirva de asiento á la Municipalidad ab- 
sorverá las rentas en provecho propio, creándose 
así antagonismos siempre perniciosos. 

Art. 138- 


La parte administrativa y 
económica de cada Departa- 
mento, correrá exclusivamen- 
te á cargo de su respectiva 
Municipalidad. 


La parte adminisirativa y 
económica de cada Distrito, 
correrá exclusivamente á car- 
go de su respectiva Munici- 
palidad. 
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En este artículo solo se cambia la palabra De- 
partamento por la palabra Distrito^ lo que no es 
mas que una consecuencia del artículo anterior, 

Ai't. 138. 


Las Municipalidades son 
independientes de todo otro 

Íioder en el ejercicio de sus 
unciones, y tienen la facul- 
tad de establecer impuestos 
para los objetos de su insti- 
tución. 


Las Municipalidades son 
independientes de todo otro 
poder en el ejercicio de sus 
funciones, sin perjuicio de 
las leyes que dicte la Legis- 
latura con arreglo al inciso 
4.^ del artículo 79. 


Del artículo 138 se ha suprimido la parte final, 
porque ella se refiere á las atribuciones de las Mu- 
nieipalidades y no á su naturaleza y duración. La 
parte suprimida se encontrará, en el capítulo corres- 
pondiente. 

Se han agregado además las palabras «sin per- 
juicio de las leyes que dicte la •Legislatura con ar- 
reglo al artículo 79 inciso 4"^ de la reforma», para 
gu^dar consecuencia con las atribuciones dadas á 
la Legislatura, y para que no se crea que la Municí 

{calidad no está obligada á cumplir las leyes que aque- 
la dicte, ya dándole su organización definitiva, ya 
sobre enseñanza primaria, registro civil, etc. 
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Art .= 189. 


Las Municipialidades^se coio^i- 
pondráa de un' Concejo De- 
liberativo y de un Departa- 
mento Ejecutivo. 


LaB- Mímicipíilidades se 
compondrán de dos Conse- 
jos. El uno será Concejo Co- 
munal Deliberativo y el otro 
Concejo Comunal l^ecutívo. 

Las atribuciones d^ cada 
uno, el modo, y forma de su 
elección y las calidades que 
se requieren para ser elegi- 
do y-elector, son los que es- 
tablece esta Constitución. 


Er artícalo 13^ diside las MümííipalWadea en 
dos Consejos. 

La reforma establece que ellas se coiftpoíLen: dé 
un Consejo Deliberativo y un. Depantameñta Ejecutivo, 

^n el lugar oportuno se establecerá q^i,^: el Dot 
partamento Ejecutivo es uaiperson^a»! y^ por consi- 
guiente es impropicr llamarle Consejo, 

En la parte final del artícul6. 139, se djL<?e que 
las atribuciones de uno y otro Consejo, el modo y 
forma de su elección y las calidade|S para ser ele^ 
gido y elector son las: que deteri&iaa; e»t9> Coostv 
tucion. 

Esta prescripción es inútil^; ppcque si Ib, Ooos; 
titucion determina las atribuciones de cada Conse- 
jo, etc, esas atribuciones no pueden ser otras que 
as que deterniina la Constitución. 
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Art. 140. 


Cada Municipalidad será 
Juez de la elección de sus 
miembros, y les expedirá sus 
títulos, no pudiendo reeveer 
sus.^ fallos á este respecto. 


Pasa á ser la primera de 
las atribuciones del Concejo 
Deliberativo, artículo 150. 
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Art. 141 


Corresponde á cada Munici- 
palidad correjir con dos tercios 
de votos, y aun excluir de su se- 
no, á cualquiera de sus miem- 
bros por desorden de conducta 
en el ejeícicio de sus funciones, 
ó removerlo por inhabilidad fí- 
sica ó moral eobreviniente á sú 
incorporación. 


Pasa á ser la segunda? de las 
atribuciones del iConsejo Deli- 
berativo, artículo 150. 


Art. 142 


La Municipalidad en su ca- 
rácter de persona jurídica, no 
será responeíaMe de los actos 
practicados por sus miembros 
fuera de la órbita de sus atri- 
buciones-, pero lo serán indivi- 
dualmente los que hubieren 
acordado ó sancionado el acto, i 


> 


Suprimido 


. Se ( suprime : el artículo 142, porque su pres- 
Caripcion :es inuícesítria, puerto que idénticamente la 
misma, se jQileueíitra, con mejor redacción, en el ar- 
tículo 14, título 1.^, Sección 1.^, Libro 1.^ del 


/ !• 



Se explica la prescripción de la Constitución 
en. el citado jartículo; porque fué dictada antes de 
vegtar sancionado el Código Civil, á quien incumbe 
legislar sobre la materia de dicho artículo. 
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Art. 143. 


En ningún caso se podrá tra-j 
bar ejecución ó embargo sobre 
las rentas Municipales, y el 
Jue^ ó funcionario público que 
lo hiciera responderá con sus 
bienes á los perjuicios que hu- 
biere causado. 


Suprimido 


Art. 144 


Suprimido. 


Cuando la Municipalidad 
fuere condenada al pago de 
una deuda ó al cumplimiento 
de una obligación, la corpora- 
ción arbitrará los medios de 
verificarlo; si así no lo hiciere; 
los individuos á quienes cor- 
responde hacerlo, serán res- 
ponsables como lo previene el 
artículo 139. 


En el artículo 143 se establece que no se pue- 
de trabar ejecución 6 embargo en las rentas muni* 
cipales y hace responsable con sus bienes al Juez ^ 
6 funcionario que lo ordene. 

La prescripción del 144, no es mas que una 
consecuencia del 143; pues que si las Municipalida- 
des no pudieran ser ejecutadas era natural impo- 
nerles el deber de arbitrar los medios' de pagar 
la deuda ó cumplir la obligación á* que fueren con- 
denadas. ^ 

Se explican estos artículos en la época en que 
fué sancionada la Constitución, porque aun no es- 
taba en vigencia el Código Civil. 

Esos artículos no tienen razón de ser después 
que dicho Código ha sido dictado por el Congreso. 

El inciso 3.^ del artículo 4.^ del título yaci- 
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tado, declara que los Municipios son personas jurí- 
dicas, y el artículo 13 establece que. las personas 
jurídicas son demandables por acciones civiles y 
que puede hacerse ejecución en stís bienes. *' 

Una Municipalidad no es soberana, es isimple- 
mente administradora de los intereses lacales de uñ 
Municipio, y no hay por lo tanto razón bastante 
para colocarla en condiciones tan desiguales y ven- 
tajosas respecto de los particulares que traten con 
ellas. 

No es posible ni conveniente acordarles tales 
privilegios, que no harían mas que disminuir su 
créáito; puesto que los fcontratantes con ellas no 
tendrían en la ,ley los medios de compelerlas al 
cumplimiento de sus obligaciones. 

Art. 145 

« 
Son rentas municipales las 

conocidas bajo el nombre de 
seis ramos Muuieipales, las que 
hoy por la ley le corresponden, 
las que cada Municipalidad 
cree en la esfera de su acción y 
dentro sus propias atribucio- 
nes y las que en lo sucesivo le 
acordare la Legislatura, con- 
forme al inciso 23, artículo 86, 

Este artículo es inútil y redundante. 

Por el artículo 138 se da a las Municipalida- 
des la facultad de establecer impuestos para los ob- 
jetos de su institución y por el artículo 151 se da 
al Consejo Deliberativo la atribución de votar el 
presupuesto de gastos y entradas y determinar los 
impuestos que deben cobrarse en el Municipio, con 
excepción de los directos. 


Suprimido 


^ ' ■ ^- • 


mi 


[ EotoHOQS, elConíbejo Défibeitatiyo^ tieiie por esos 
«fftícnilos la if aooltaxl de erear la : renta nmmcípal ly 
«sta i 68 ' ccHistltaipá por los impciestos que. perciba la 
Municipalidad ^on arregló á la ley. 

La Ijegislattura. tiene la &.ciiltad de establecer 
impaestos y de aancionaar. el, presapaesto de gaipto^ 
(yino liay; en. la Constitución artículo a]tganO;qae 
enamere los somos que conS^tuy^n la reata ^pro- 
íviacial^^ ni es necesario; pcKrqae ¿ila se compondrá 
de los ingresos que vote la Legislatura con arreglo 
cá:Bas facultades. 

.Por e&tas* razones 9e su^rkoe ^ el > artículo 145 
<de la Oonstitucion. 

Art. M6. 


Las Municipalidades pu- 
blicarán en una memoria 
anual el estado en que se 
encuentran los diversos ra- 
mos del servicio local que 
se havan encomendando á 
su administración; j cada 
tres meses una cuenta deta- 
llada de las entradas y gas- 
tos del Municipio, con espe- 
cificación de las fuentes de 
a ue provienen y los obj etos 
a que se aplican, bajo las 
penas establecidas en el ar- 
tículo 166. 


Suprimido. 


Las disposiciones de este minucioso artículo^ 
son sin embargo incompletas; pues no determina 
cual de los Consejos ó si ambos deben cumplir 
sus prescripciones. 

Tampoco hay en el artículo . nada que pueda 
referirse al carácter y objeto de- 1$ institución mu- 


mi 


sábif^aly sind < que < soai '^ deberes impnésrfiór^ é: la» i Ma - 
nicipalidadesl 

Por- estas»/ ra^sones^ so* suprii^ex estol aHíoidOj 
poniéád^áe' sas «prescnpcionea^ en el lugaé oportabio^-^ 
y detersunliiiid<(> qiiif6íif debe llenar estger) deberea^i . 


Sup^iftriijto^ 


Art. 147. 

Cbn'esponde á las xnunici- 
palídadéfir ejécQtar. con ente- 
ra independencia d^l Go- 
bierno dé la Pi*ovincíá; las 
leye» que se dicjrtaren en inte- 
rés general MuiíiGipal. 

El artículo 147 se. suprime; parque sa pres»^; 
cripcion está comprendida en la del artíóulo 158^' 
en el cual la reforma para no dejar lugar a dudas, 
ha agregado las palabras «sin perjuicio de la» le-, 
yes que dicte la Legislatura con arreglo al incisd 
4^ del artículo 86, de la Constitución, que es el 
4;^ del artículo 79 de la reforma. 


La» Manicipalidad!e8^ desti- 
narán permanentemente^ ra- 
mos especiales de renta para 
costear la educación p^iníaria; 
laricnál bwk obfi^Et&rk* e¿-la 
TwmMíBíjm laifonnarqueJa 
ley lo deténnia^i 


Traspuesto, 
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La prescrípcioih de este artícalo debe cumplirla 
el Consejo Deliberativo, puesto que es él quiea saa- 
clona el presupuesto de gastds é inversión de la 
renta; por lo cual en la reforma se pone esta dispo- 
sición en el capítulo de las atribuciones y debe* 
res del Consejo Deliberativo. 

Art. 149. 


Los Consejos Deliberativos 
se compondrán de seis miem- 
bros en los Distritos municipa- 
les que tengan hasta seis mil 
habitantes, y desde esta cifra 
en adelante se aumentarán 
con un miembro por cada tres 
mU habitantes. 


Los Consejos Comunales 
Deliberativos se compondrán 
en la Capital ó en los Depar- 
tamentos de Campaña, cuya 
población llegue por lo menos 
á diez níil almas, de un miem- 
bro por cada mil habitantes; 
pero en aquellos cuya pobla- 
ción no llegue al núme;*o in- 
dicado se nombrará pard di- 
cho Consejo un miembro por 
'cada qTiinientos habitantes. 

• 

Se propone este artículo en reemplazo del 149, 
que no esta en su lugar, que contiene una pres- 
cripción contradictoria y que hace poco menos que 
imposible el establecimiento de las Municipalidades/ 
por el gran número de miembros de que las compone. 

Con arreglo á dicho artículo, el Consejo Deli- 
berativo de la Municipalidad de esta Ciudad se com- 
pone de treinta y cuatro miembros, número mayor 
que el de miembros de la Cámara de Diputados y 
mucho mayor que el de la de Senadores. 

El mismo artículo establece que en los Depar- 
tamentos, cuya población llegue por lo menos á diez 
mil habitantes, el Consejo Deliberativo se compon 
drá de un miembro por cada mil habitantes y de 
uno por cada quinientos en los Departamentos cu- 
ya población no llegue á diez mil habitantes. . 


Següñ ese artículo ^n ua Üffpattaimeftto ^iié 
tiene diez mil habitantes el Consejo Deliberativo de- 
be, componerse de diez miembros, y eíi un Departa- 
mento cuya población sea de nueve mil quinientos 
debe componerse de diez y nueve miembros 

Esto es contradictorio é inexplicable, por de- 
ftiás; pues ^que se ha querido tomar por base la po^ 
blacion para determinar ernámero de miembros dé 
que ha de componerse el Consejo Deliberativo; y 
sin embargo, resulta que en Departamentos de pobla- 
ción casi igual el Consejo Deliberativo del menos po- 
blado tiieile un numero casi doble de miembros. 

El crecido numero de Vocales de que se com- 
ponen los Consejos Deliberativos ha dificultado su 
establecimiento en muchos Depfirtamentos, y en don- 
de se han establecido, su acción ha sido casi siem- 
fpre nula. . 

En esta Ciudad, cuya población es de cuarenta 
mil almas mas ó menos, rara vez se reúne el Con- 
sejo Deliberativo y sus pocas sesiones son las mas 
veces estériles; porque la controversia entre tantos 
individuos, evita que se llegue á un resultado. , 

Las Municipalidades no ejercen parte alganá 
de Ja soberanía, pues son corporaciones meramente 
administradoras de los intereses de sus respectivas 
localidades, y por lo tanto no están llamadas á di- 
lucidar cuestiones complicadas ni se pueden temer 
de ellas graves abusos; para que se crea necesario 
componerlas de uú gran número de miembros. 

En nuestro pais, en que todo está por hacerse, 
es conveniente concentrar mas la acción adminis- 
trativa para hacerla mas eficaz. 

La Municipalidad de esta Ciudad, con cien mil 
y tantos pesos de renta, no tiene casa municipal 
propia, no púsée un salo edificio líuyo para escúé- 
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— lóe- 
las; pero en cambio ha eaagenado propiedades que 
valen muchos miles de pesos. 

La Municipalidad ha estado compuesta siempre 
de hombres de bien^ de modo que no puede decirse 
que sus rentas hayan sido defraudadas. ¿Como se 
explican, pues, tan pobres resultados? 

No pueden atribuirse sino á la composición de 
las Municipalidades, cuyos Consejos excesivamente 
numerosos son siempre inactivos. 

El artículo propuesto en reemplazo del 149, de 
conformidad a las ideas emitidas, ,hace menos nu* 
merosos los Consejos Deliberativos y los proporciona 
en lo posible á la población. 

Art. 150. 


El Departamento Ejecutivo 
estará a cargo de una sola 
persona. / 


El Concejo Ejecutcr se com- 
pondrá en la Ciudad de cinco 
miembros 7 en la Campaña de 
tres; pero podrá aumentarse 
cuanao asi lo exijan las necesi- 
dades del Municipio*, no pu- 
diendo en todo caso pasar de 
siete, entre quienes se dividirá 
la administración ppr comisio- 
nes unipersonales. I 

El artículo 150 establece que el Consejo Eje- 
cutor se compondrá en la Ciudad de cinco miem- 
bros y en la Campaña de tres; pudiendo aumentar- 
se su número hasta siete; entre los que se dividirá 
la administración por comisiones unipersonales. 

La experiencia ha demostrado que la composi- 
ción dada al Concejo Ejecutor ha enervado su acción. 

Es de creer que hasta la palabra Consejo con 
que se le denomina, ha influido en ese sentido, pues 
sus miembros no hacen mas que reunirse en Con- 


- 155 - 

sejo todos los dias, sin vigilar personalmente y con la 
frecuencia debida los ramos de la administración 
que á cada uno le están encomendados. 

El artículo 150 establece que la administración 
municipal se divida entre los miembros del Cotisejo 
Ejecutor por comisiones unipersonales, y aun que 
así se ña hecho aparentemente, los miembros del 
Consejo sé reúnen diariamente en sesión de tres ho- 
ras, sin que se pueda comprender en que se invier- 
te cada dia tanto tiempo. 

Los Consejos Ejecutores, no han alcanzado has- 
ta ahora á comprender sus deberes,' paes salvias ra- 
rísimas excepciones np hacen mas que reunirse en 
la casa municipal y Retirarse á las &ayas después 
de tres horas. 

Se dice que la Municipalidad es un pequeño go- 
bierno local; que el Consejo Deliberativo es su Poder 
Legislativo y que el Consejo Ejecutor es su Poder 
Ejecutivo. 

Si esto es así ¿porqué ese Poder. Ejecutivo se 
compone de muchos miembros? 

Si el Poder Ejecutivo de la Nación es uniper- 
sonal, si lo es el de las Provincias ¿porqué el de 
las Municipalidades ha de componerse de muchos 
miembros? ¿Acaso el Concejo Ejecutor de la Mu- 
nicipalidad tiene á su cargo una administración 
mas importante, mas basta y mas complicada que 
la que está encomendada al Presidente de la Repú- 
blica ó á un Gobernador de Provincia? 

Toda acción dividida se enerva, como toda res* 
ponsabilidad dividida se debilita. 

Ahí están los resultados que ha dado la insti- 
tución municipal en Córdoba para atestiguarlo. 

Concentradas la acción y la responsabilidad en 
una sola persona ambas serán efectivas y eficaces. 
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Art. 161 


Los vocales del Consdo De- 
liberativo y el Jefe del Depar- 
tamento Ejecutivo 156 eligen di- 
rectamente por los vecinos' del 
respectivo Mujiicipio, que ten- 
gan veintiún años de edad, pa- 
guen algún impuesto munici- 
pal y estén inscriptos en el re- 
gistro que se llevará en cada 
Municipio. 


La elección de los miembros 1 
del Consejo Deliberativo, será 
dlirecta por los vecinos del Mu- 
nicipio que tengan veintiún 
aSos de edad, paguen contribu- 
ción directa ó patente, ó ^*er- 
zéin • una profesión científica. 
La del Consejo Ejecutor se ha- 
rá por el Deliberativo á plura- 
lidad de votos, ya de dentro ó 
fuera de su seno; pero en nin- 
gún caso podrá un mismo iií- 
oividuo pertenecer á ambos 
Consejos. Los miembros de 
U31Q y otro dxirarán en sus fun- 
ciones el término de un año 
contado desde su elección. 


El artículo propuesto reforma radicalmente la , 
prescripción del artículo 161 de la Constitución. 

Según este artículo los vocales del Consejo ' 
Deliberativo son elegidos por los vecinos del Muni- 
cipio y el Consejo Deliberativo elige los miembros 
déi Consejo Ejecutor. 

Mucho he vacilado en proponer la rqforma de 
que la elección del Jefe del Departamento EjecutivQ 
i^é haga por los vecinos del Municipio. 

Hasta ahora esta facultad ha estado atribuida 
al Consejo Deliberativo y hasta ahora ha sido níiiy 
rara la elección de los vocales del Consejo Ejecu- 
tor que no haya sido hecha consultando solo inte- 
reses personales. : 

Muchos individuos aceptan el cargo . de vocal' 
¿el Consejo Deliberativo solo pai;a elegir los miem- 
bros del Consejo Eljecutor, después de cuya elección 
renuncian ó no asisten .jama§ & cesión. 
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Las mas veces los trabajos que se hacen en 
las elecciones de miembros del Consejp peJíberájkjyo 
solo responden al propósito personal d^Q (jue elidan 
á tales ó cuales personas para vocales del Consejo 
Ejecutor. 

En ninguna elección del Consejo Deliberativo 
dejan de ponerse en juego esoí? intereses, y mas 
de una vez se Jia visto á los miembro^ de ese pou- 
sgo darse recíprocamente el voto para, que sus pa- 
rientes ó amigos resulten electps miembros djeí Con- 
sejó Ejecutor. 

A mas de ese inconveniente, que la experiencia 
ha mostrado, no solo' qs mas popular l2^ elepclojqL de 
Jefe del Departamento Ejecutivo por los vecinos del 
Municipio, sino que es presumible que g^eá, mas 
aciértada, por cuanto será hecha por los que tieljLén 
interés en que el Municipio esté bien administrado, 
sin que tal elección tenga incojí veniente algunq, 
pues puede ser hecha al mismo tiempo q»e lía dé 
vocales del Consejo Deliberativo. 

El artículo 161 exije para ser elector de mur 
nicipales, tener veintiún años de edad, po^ar coj^- 
tribucion directa ó patente ó ejercer pro^sion cien- 
tífica. 

La reforma propuesta en vez de exiür que Se 
pague contribución directa ó pateixte éxije que se 
pa^ue algún impuesto municipal 

Esta reforma tiene por objeto hacer nxas popu- 
lar la elección municipal y dar intervención én ell^i 
al que contribuye á formar la rent^ que líi Munici- 
palidad ha de administrar. 

La contribución directa iji la de ppte^ites in- 
gresan al tesoro municipal, pues ellas 'fprmian la 
fénta provincial, en cuyo manejo' y admimsitracion 
no tienen la menor intérvencioijt l?t.s Il|tumcip;í^^djad!e¡s/ 
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El Consejo Deliberativo tiene la facultad de 
establecer impuestos municipales y el deber de de- 
terminar su inversión en provecho del Municipio. 

El Jefe del Departamento Ejecutivo recauda los 
impuestos, los administra y les dá la inversión de- 
cretada por el Consejo DeUberativo. 

; ¿Porqué, pues, los que pagan esos impuestos 
no han de tener voto en la elección de las personas 
á quienes se autoriza para establecerlos y para in- 
vertirlos? ¿A quien puede interesar mas esa elec- 
ción que á los que pagan esos impuestos? 

La contribución directa solo es pagada por el 
que es mas ó menos rico, mientras que los impues- 
tos municipales son pagados casi con perfecta igual- 
dad por el rico y por el pobre; de manera que el 
tesoro mimicipal, que se forma del impuesto pagado 
así por el rico y por el pobre, debe ser administra- 
do por personas en cuya elección tengan lá misma 
participación aquel y este. 

En la reforma no se ha puesto que para ser 
elector basta ejercer una profesión científica, cuando 
no se pagan impuestos municipales; porque raro y 
muy raro será el que ejerza una profesión científi- 
ca y no pague impuesto municipal, como es muy 
raro que el que paga contribución directa ó paten- 
te no pague algún impuesto municipal. 

La reforma propuesta establece, que para po- 
der votar es necesario estar inscrito en el registro 
municipal, para evitar fraudes en las elecciones. 

Aun estando restringido el voto á los que pa- 
gan contribución directa, patente ó ejercen profe- 
sión científica, esos fraudes se han repetido mas 
de una vez, ya por medio de falsos recibos de con- 
tribución, ya pagando pequeñas contribuciones que 
no se deben, ya pagando, el que tiene muchas nn- 


1 
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cas, la contribución bajo diferentes nombres para 
disponer de muchos votos. 

El registro es tanto mas necesario ahora, cuan- 
to que los sufragantes serán mas nuínerosos y mas 
fácil obtener recibos de impuestos que no se han 
pagado, ó pagarlos sin deberlos, porque muchos de 
esos impuestos sOn pequeños. 

La ley determinará las formalidades con que 
ha de llevarse el registro y el tiempo en que deba 
abrirse. 

Art 162. 


Para ser miembro de los 
Consejos Comunales, se re- 
quiere tener la edad de vein- 
ticinco aflos, una propiedad ó 
profesión científica que ase- 
gure una re^ta anual de mil 
pesos fuertes, y estar avecin 


Para ser vocal del Consej > 
Dteliberativo se requiere ser 
mayor de edad, pagar algu- 
na contribución municipal y 
estar avecindado en el Muni- 
cipio que lo elije, cuando me- 
nos desde un año antes de 


dado en el Municipio que | su elección. 

lo elije. Para ser elegido jefe del 

Departamento Ejecutivo se 
requiere tener la edad de 
treinta aflos y las demás con- 
diciones- que para ser vocal 
I del Consejo Deliberativo. 

El artículo 162 de la Constitución exije para 
ser mienibro de^ los dos consejos la edad ae vein- 
ticinco años^ una propiedad ó profesión científica 
que asegure una renta anual de mil pesos fuertes 
y estar avecindado en el Municipio que lo elij em- 
pero sin establecer cuanto tiempo. 

La reforma propuesta solo exije para ser vocal 
del Consejo Deliberativo la mayor edad, en la que 
el hombre puede disponer de su persona y de sus 
bienes^ sin mas sugecion que las de las leyes. 
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Si iségüA la legislación vigente á la mayor edad 
el hombre puede por sí solo administrar sus bienes 
y áiiñ los ágenos, no hay razón alguna para que 
no puedia formar parle del Consejo Deliberativo, en 
él tjue no vá á proceder por si solo, sino asociado 
á sus cótegas y deliberando con ellos. 

Se ha dicho que la Municipalidad es una es- 
cuela, en donde el ciudadano se prepara para mas 
filtos destinos én la administración publica, y pcír 
lo tanto no hay razón de exigir, para ser vocal del 
Consejo Deliberativo la misma edad que se exije 
para ser, por ejemplo. Diputado á la Legislatura ó 
al Congreso Nacional. 

El ai^tículo 162 exije la misma edad para sefr 
miembro de uno y otro Consejo. 

Como según la reforma el Consejo Ejecutor, 
compuesto de » varias personas, es reemplazado por 
una sola, con la denominación de Jefe del Depar- 
tamento Ejecutivo, ha parecido conveniente éxijlr 
para ocupaí* ése puesto lá edad de treinta años, en 
la que el hombre no solo ha adquirido la plenitud 
de su desarrollo, sino la reflexión y circunspección, 
que no son comunes á una edad mas temprana. 

lia demasiada actividad de un joven de veinti- 
dós años en el Consejo Deliberativo puede ser tem- 
pét6id&. pcfr lA deflexión y la calma de sus colegas de 
iüas edad, lo^ue nó puede suceder en el Departamen- 
to Ejeóativ^, qtié está á cargo de xm solo individuó. 

El artíbuio 162 exijfe además una propiedad ó 
píofeáion científica, que aseguré una renta anual de 
mil pesos fuertes. 

Esta cobdícion, á mas de que puede excluir, á 
personas de inteligenbia y de buena voluntad daría 
íugar á . inquisiciones odiosas, y á cuestionos cuya 
justa i^blütjioñ ^ería muy difícil. 
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Si por^renta se ha de entender, renta de mil 
pesos ó una entrada segara de mil pesos, ¿como se 
averiguaría si el propietario de una tienda gana mil 
pesos al año? 

tln negociante no gana siempre, ni gana, siempre 
la misma suma. 

El articulo 162 exije propiedad ó profesión cientí- 
fica que asegure una renta de mil pesos fuertes al 
año, y ¿cómo se probaría que la propiedad ó pro- 
fesión científica, dan de seguro esa renta anual? 

El haberla producido un año no quiere decir 
que la produzca en los siguientes. 

Dicho artículo se refiere solo á profesiones 
científicas, y ¿porqué no a profesiones artísticas ú 
otras que puedan dejar mayor renta? 

Por fin, dicho artículo exije residencia al elec- 
to en el municipio que lo elije, sin establecer por 
cuanto tiempo. 

Quizá esa omisión se' explica por la prescrip- 
ción del artículo 26; pero se debe observar que este 
artículo se refiere á los empleos de la Provincia; y 
por lo tanto, ha parecido conveniente expresar el 
tiempo que el electo debe estar avecindado en el 
Municipio que lo elije. 

Si esa omisión ha sido porque ha querido ha- 
cer elejible á cualquier vecino del Municipio, sin 
expresar el tiempo de vecindad, es menester suplir- 
la; porque un vecino de un día ni está vinculado á 
los intereses del municipio ni siquiera los conoce. 
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Art. 160 


fel cargo de vocal del Conser 
jo Delib^atívo es grjatuiípT eí 
de Jefe del Departan^ ^itó B[e- 
cutívo será pagado por el Te- 
soro Municipal, con una dota- 
ción que no podrá ser aumen- 
tada ni disminuida en prove- 
cho ni en contra del que e^b^ 
desempeñ^^ndo el cargo. 


Los miembros del Consejo 
Ejecutor gozarán de una renta 
pagada en épocas fijas por el 
Tesoro Comunal, la cual será 
determinada por el Consejo 
Deliberativo, y no será dismi- 
nuida mientras desepeíien sus 
destinos. — Los miembros de es- 
te Consejo son responsables de 
los perjuicios que por omisión 
ó cualquier otra falta en el ra- 
mo que les está confiado, cau- 
sen á los particulares, quienes 
en tal caso podrán hacer valer 
sus derechos ante las Justicias 
ofdÍQarias. • 


La prescripción de este artículo es casi idénti- 
camente la misma, que la de la prináerá parte del 
artículo 160 de la Constitución, con la diferencia dfe 
que en la reforma se expresa que el cargo de vo- 
cal del Consejo Deliberativo es gratuito. 

Además, en vez de las palabras «los miepibros 
del Consejo Ejecutor,» que se encuentran en diiilib 
artículo 160, se reemplazan por estas otraS: ^fBlJc- 
fe del Departamento Ejecutivo,» Ésta reJEoma és 
consecuencia lógica de haber confiado el Departa- 
mento Ejecutivo á una sola persona. ■ 

La parte final del artículo se colocará en loga^r 
mas oportuno. 


-M» 


Al 
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Arl. 161- al fin. 

El Consejo Deliberativo sé 
renovará por terceras partas 
cada año. El Jefe del Depar- 
tamento Ejecutivo durará tres 
años en el eiercicicio de sus 
funciones. Tanto este como 
los vocales salientes del Conse- 
jo Deliberativo pueden ser re- 
elegidos. 

El artículo 161, en su parte final establece que 
los miembros de uno y otro Consejo duran en sus 
funciones el término de un año, contando desde su 
elección. 

Seniejañte prescripción es de todo punto in- 
conveniente, y ha dado lugar á muchas y enojosas 
éiiestiones,* que han llegado á comprometer hasta la 
independencia de la institución municipal. 

Cambiado cada año todo el personal de ambos 
Concejos no puede haber continuidad de administra- 
ción. 

Los nuevamente elegidos sin tener quien los 
ihStruya de los negocios que van á manejar para 
énteríitse de ellos tendrán que emplear la mayor 
parte del tiempo de su mandato. 

Esa movilidad tan rápida y exagerada del per- 
Señal de ambos Consejos hace imposible la plan- 
téácion de lin régimen administrativo racional, y 
los Consejos no pueden hacer otra cosa que satis- 
facer las necesidades mas resultantes del momento; 
pero sin plan ni sistema 

La- inspección y dirección de la instrucción 
píimaria, por ejemplo, está confiada á uno de los 
«fiembros del Consejo Ejecutor, que muchas veces 
está él mismo en condiciones de entrar á la escue- 
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la; pero suponiendo todas las aptitudes, que se quie- 
ran, ¿qué puede, hacer en un año? 

Ese tiempo apenas es bastante para instruirse 
del estado en que se encuentran las escuelas mu 
nicipales^ de los textos que se siguen y del siste- 
ma de enseñanza que se observa; y precisamente 
cuando el encargado de todo esto se encuentra en 
condiciones de proponer algunas mejoras, ha con- 
cluido su mandato. 

¿Qué podría hacer en tan breve espacio de 
tiempo el mejor educacionista del mundo? 

El Consejo Deliberativo es el encargado de nom- 
brar los miembros del Consejo Ejecutor y de juzgar 
de la validez ó nulidad de !a elección de sus sucesores. 

Si la elección se retarda por cualquier causa, 
ó si no se reúne el Consejo Deliberativo, para juz- 
gar de la elección de sus reemplazantes, las juzgan 
estos mismos, pues que el mandato de aquellos ex- 
pira al año de su elección, estén ó no elegidos los 
nuevos municipales. 

De esto ha resultado, que divididos los Munici- 
pios en bandos, xíada uno ha hecho aparte la elec- 
ción de municipales, resultando Una duplicidad de 
Municipalidades y la correspondiente cuestión de 
cual es la legal; que ha puesto en conflicto á los 
vecinos, por no saber á cual pagar las contribu- 
ciones; y que ha puesto en peligro la independen- 
cia de la institución, porque esos dobles municipa- 
lidades han tenido que someter al Poder Ejecutivo 
de la Provincia la resolución de su legalidad. 

Por fin la renovación anual de los dos Conse- 
jos puede hacer y ha hecho que muchos municipios 
no tengan Consejo Deliberativo durante largo tiem- 
pOj y que el Consejo Ejecutor dure todo ese tiem- 
po sin que nadie controle sus actos. 
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La reforma propuesta, de que el Consejo Deli- 
berativo se renueve por terceras partes cada año, de 
que el Jefe del Departaijiente Ejecutivo dure tres aflos 
en sus funciones, remedia todos esos inconvenientes. 

Como el Consejo Deliberativo se renueva por 
terceras partes cada año, á mas de la estabilidad 
que así se da á ese cuerpo; la continuidad de ad- 
ministración, que así se establece; de la perseve- 
rancia que habrá de llevar á cabo las obras co- 
menzadas, nunca la Municipalidad estará en acefa- 
lía y siempre habrá el Juez natural que debe juz- 
gar de la validez ó nulidad de las eleccioAes, que- 
dando así. eliminada hasta la posibilidad de las 
cuestiones á que se ha hecho referencia. 

Las mismas razones militan para que el Jefe 
del Departamento Ejecutivo, en vez de un año du- 
re tres en el ejercicio de sus funciones, sin que es- 
to importe el menor peligro; ya porque esas funcio- 
nes son meramente administrativas; ya porque el 
abuso ó el descuido injustificable lo expondrían á 
ser destituido por el Consejo Deliberativo y á las 
indemnizaciones que los particulares damnificados 
pueden demandarle ante los Tribunales ordinarios. 

Art. 


AereG:ado. 


En los casos de vacancia, 
ausencia, enfermedad ú otro 
impedimento del Jefe del De- 
partamento Ejecutivo ejerce- 
rá sus funciones el Presidente 
del Consejo Deliberativo; en 
el de vacancia hasta que se 
elija la persona que na de 
reemplazarlo y en los dem^s 
basta que cese el impedí* 
mentó. 
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En este artículo se prevée el caso de que el 
Jefe del Departamento Ejecutivo no pueda desem- 
peñar temporalmente sus funciones y el caso de que 
su puesto quede vacante y se determina quien ha 
de desempeñar sus funciones. 

Ningún otro miembro de la Municipalidad pue- 
de ser mas á propósito para ello que el Presidente' 
del Consejo Deliberativo, que ha merecido la con- 
fianza d^ los vecinos del Municipio, que lo elijieron 
vocal del Consejo Deliberativo y la de este que lo 
nombró su Presidente. ^ 

El artículo contiene," además, una prescripción 
idéntica á las establecidas en los casos de vacancia 
de los puestos de Gobernador y ViceGobernador, y 
en los de impedimento temporal de estos funciona- 
rios; á quienes reemplaza el Presidente del Senado 
y en su defecto el de la Cámara de Diputados. 

Art. 159 


Los Consejos Municipales 
no solo tienen el deber de lle- 
nar las funciones propias de 
su institución sino también 
las delegadas por el Estado, 
siempire que ellas no tengan 
alcance alguno político, y so- 
lo se refieran á la administra- 
ción económica de la Provin- 
cia. El miembro Municipal 
que aceptase alguna delega- 
ción de carácter político, por 
el mismo hecho quedará des- 
tituido del empleo, é incurrirá 
además en una multa de dos- 
cientos pesos /keríes; habiendo 
en este caso acción pública pa- 
ra entablar la correspondien- 
te denuncia ante el Juez corn- 
ea. 


Los Consejos Deliberativos 
y Departamentos Ejecutivos 
están obligados á llenar las 
funciones que el Estado déla- 
gare en ellos, siempre que no 
tengan alcance alguno políti- 
co y solo se refieran á la admi- 
nistración económica de la 
Provincia. 
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Del artículo 159 de la Constitución se supri- 
men las palabras: «no solo tienen el deber de lle- 
nar las funciones propias de su institución sino 
también» por inútiles; pues que con esas* palabras 
y sin ellas, los Consejos Deliberativos y los Depar- > 
{amentos Ejecutivos no están ni mas ni menos 
.obligados á llenar las funciones propias de 8us car^ 
gos. 

Se suprime también la parte final del artículo, 
que dice: El miembro Municipal que aceptase algu- 
na delegación de carácter político, por el mismo 
hecho quedará destituido del empleo, é incurrirá 
además en una multa de doscientos pesos fuer> 
tes^ etc. 

El artículo obliga á los Consejos á desempeñar 
comisiones del Estado, siempre que ellos no tengan 
alcance político y castiga con destitución y multa 
al miembro municipal que acepte alguna función ó 
comisión política. 

La prohibición del artículo no es al individuo 
sino á la corporación, y no puede ser de otro mo- 
do; porque la corporación municipal se desnaturali- 
s^aría si ejerciese funciones políticas; lo que no su- 
cedería si las ejerciese alguno de sus miembros en 
su carácter particular. 

Las faltas que á este respecto, como á cual- 
quiera otro, pudieran cometer los miembros 4el Con- 
sejo Deliberativo se hallan comprendidas en Ka sa»^ 
cion del artículo 151, que hace responsables á los 
referidos miembros de las faltas al cumplimieftt(> de 
sus deberes; y las del Jefe del Departamento Eje- 
cutivo están epmprendiclas en ia ^^.í^icíqu (|eí *rtí- 
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Capitulo skgukdo 

De los Consejos Deliberativos 

Avt. 151. 


Son atribuciones y deberes 
de los Consejos Deliberati- 
vos: 

1.^ Juzgar de la elección 
de sus miembros y de la del 
Jefe del Departamento Eje- 
cutivo, no pudiendo reveer 
'SUS fallos á este respecto. 


Son atiíbuciones del Con- 
sejo Deliberativo: formar y 
votar el presupuesto de gas- 
tos y entradas; determinar 
los impuestos que deben co- 
brai-se en el Municipio, con 
la excepción de los directos; 
decretar la« obras que deban 
realizarse, asignando fondos 
para ello; prescribir asi mis- 
mo los gastos, y resolver so- 
bre todas las materias comu- 
nales que la Constitución le 
señala. 

El artículo 151 de la Constitución determina 
las atribuciones del Consejo Deliberativo; pero solo 
comprende algunas de ellas, estando las demás di- 
seminadas, ya en varios artículos que se refieren al 
mismo Consejo, ya en otros que se refieren á la 
Municipalidad en general. 

La reforma ha puesto ea este capítulo todas 
las atribuciones y deberes de los Consejos Delibe- 
rativos y en el capítulo siguiente las de los Depar- 
tamentos Ejecutivos, exponiéndose así con mas mé- 
todo y claridad las disposiciones referentes a cada 
uno de ellos. 

El inciso 1.^ es el artículo 140 de la Consti- 
tución con la única agregación de que el Consejo 
Deliberativo juzga la elección del Jefe del Departa- 
mento Ejecutivo; lo que es natural, porque este fun- 
cionario no es eíejido por aquel Consejo. 


-^ i 
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Se ha cambiado también la palabra Municipali- 
dad, por las de Consejo Deliberativo; porque la Jilu- 
nicipalidad, según el artículo 139, se compone de 
dos Consejos y el que juzga es uno 90I0, el Delibe- 
rativo. 

La redacción del artículo 140 puede justamente 
dar lugar á dudas, respectó á, sí es la Municipali- 
dad ó el Consejo Deliberativo el que debe juzgar 
de la validez de las elecciones. 


me. 


Traspuesto 


2.® Corregir y aun excluir 
de su seno, con dos tercios de 
votos, á cualquiera de sus 
miembros, por desorden de 
conducta en él ejercicio de sus 
funciones ó por inhabilida^d 
física ó moral sobre viniente á 
su incorporación. 

La prescripción de este inciso es la misma del 
artículo 141 de la Constitución, con la sola dife- 
rencia que este artículo emplea la palabra Munici- 
palidad impropiamente usada; porque ya se ha di- 
cho que la Municipalidad se compone de dos Con- 
cejos según la Constitución. 


Traspuesto 


me. 


3. ^ Establecer impuesto» 
sobre los ramos j materias de 
su incumbencia,con dos tercios 
de votos; no gravando ningún 
ramo con mas del doble de lo 
que su servicio requiera. . 


El artículo 138 de la Constitución dáá las Mu- 
sa 


— 170 — 

nicipalidades en términoá genérales, la facultad de 
establecer impuestos. 

El artículo 151 establece algunas atribuciones 
del Consejo Deliberativo, y entre ellas la de — de- 
terminar los impuestos que deben cobrarse en el 
Municipio, con excepción de los directos. 

Según estos artículos, las Municipalidades pue- 
den establecer los impuestos que quieran con la sola 
limitación de los directos. 

En la reforma propuesta se establece que los 
Consejos Deliberativos solo pueden establecer im- 
puestos sobre los ramos de su incumbe»cia, no de- 
biendo exceder el impuesto del doble de lo que el 
servicio del ramo requiera. 

Como se vé la facultad dada a la Municipali- 
dad de establecer impuestos, está limitada á los* ra- 
mos de su incumbencia y al doble de lo que el 
servicio del ramo requiera. 

La Municipalidad es una corporación puramen- 
te administrativa de intereses locales y sus faculta- 
des y deberes no pueden estenderse á objetos y co- 
sas, que no le están encomendadas. 

La estension de una facultad se mide por la 
es tensión del deber correlativo. 

El servicio de serenos, por ejemplo, no está 
ahora á cargo de la Municipalidad, sino de la Po- 
licía. 

Si la Municipalidad no puede dictar medida al- 
guna que se relacione con ese servicio, si este no 
le cuesta erogación alguna, ¿en virtud de que y 
para qué podría establecer impuesto de serenos.^^ 

La reforma propuesta contiene la limitación de 
que las Municipalidades no pueden gravar un ramo 
de su incumbencia con mas del doble de lo que el 
1 de ese ramo requiera. 
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De este modo no se desnaturaliza el impuesto; 
el de alumbrado, por ejemplo no, puede aplicarse á fun- 
dar y sostener escuelas, sino al servicio del alum- 
brado publico, porque este es su objeto y su razón 
de ser. 

Se establecen impuestos, porque redundan en 
beneficio de los que los pagan; de otro moJo los 
impuestos son injustos y nada puede justificarlos, lo 
que es mas evidente y perceptible cuando se trata 
de impuestos municipales. 

Por esto es que los que viven fuera de la Ciu- 
dad; pero dentro del Municipio, no pagan impuestos 
de alumbrado y de extraQcion de basuras; pues ni 
el alumbrado les es útil, ni se les extraen las ba- 
suras de sus casas. 

Se ha dicho que la Municipalidad es una cor- 
poración meramente administradora de intereses lo- 
cales — ^los del Municipio; luego esa administraííioa debe 
ser costeada por los vecinos del Municipio, á quienes 
directa y primordialmente interesa. 

En el Municipio de la Capital los derechos de 
piso y corrales forman dos terceras partes de su 
renta, y no gasta en jbI servicio de esos ramos la 
quinta parte de lo que tales impuestos producen. 

¿Porqué, pues, han desertan altos esos impuestos? 

Los impuestos de piso y de corrales son paga- 
dos por vecinos de otros Municipios y aun por ve- 
cinos de otras Provincias, que traen sus frutos y 
sus géneros a vender á esta Ciudad. 

El impuesto de piso tiene por único objeto con- 
servar en buen estado los caminos vecinalaá de que 
se sirven los que pagan ese impuesto. El de cor 
rales mantener y conservar el matadero y los cor- 
rales, cuidar de su aseo y costear una autoridad 
que haga guardar el orden debido. 
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Todo esto sin duda redonda en beneficio de los 
qae pagsCn esos impuestos; pero el excedente de lo 
que pagan solo se invierte en provecho de los ve- 
cinos de este Municipio. 

Así sucede que un Municipio prospera á costa 
de otros^ cuyas fuerzas vitales se agotan en benefi* 
ció ageno. 

La reforma establece que el impuesto sobre un 
ramo no exceda del doble' de lo que el servicio del 
ramo exija lo que importa permitir que el impues- 
to sea el doble dé lo que dicho servicio exija. 

La razón es, porque hay gastos que no pueden 
imputarse á servicios determinados y que deben pe- 
sar sobre todos, como son los del Jefe del Departa- 
mento Ejecutivo, del ingeniero, secretario, etc. 

De este modo los gastos que demanda el servi- 
cio de un ramo se cubren con el producido del im- 
puesto, que grava ese ramo, quedando otro tanto 
para hacer frente á los gastos de carácter general. 

Inc, 


r - 


4.^ Sancionar anualmente 
el presupuesto general de in- 
gresos y gastos, en el último 

j período anual de sus sesiones 

¡ordinarias. 

El artículo 151 de la Constitución da á los 
Consejos Deliberativos la atribución de votar el pre- 
supuesto de ingresos y gastos; pero no les fija la 
época en que deben hacerlo. 

La reforma determina que el presupuesto se 
sancione en el segundo período de las sesiones or- 
dinarias; porque ^n esa época ^^ pueden calcular 
^os gastps que deben hacerse ^1 ?:^^ siguien- 


I 
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te y hay base de cálculo para los ingresos, porque 
ya se ha recaudado gran parte de la renta del año 
actuai. 

Este inciso es concordante con otro, el 13, del 
Capítulo, siguiente, en el que se impone al Jefe del 
Departamento Ejecutivo el deber de presentar el 
presupuesto al empezar el segundo período de se- 
siones ordinarias. 

Inc. 

5.® Dictar ordenanzas so- 
bre higiene, instrucción prima- 
ria, ornato, viabilidad vecinal 
y sobre los demás objetos pro- 

Eios de su institudon; y esta- 
lecer multas contra sus infrac- 
tores que no excedan de cin- 
cuenta pesos fuertes. 

La Constitución no da al Consejo Deliberativo 
expresamente la facultad contenida en el inciso 5. ^ , 
y que sin embargo es necesaria para que pueda lle- 
narse el objeto de la institución municipal. 

Quizá debido á esa omisión es que poco ó na- 
da se haya hecho en ese sentido, limitándose las 
disposiciones sobre higiene casi exclusivamente á 
extraer las basuras de las casas, limpieza de bar- 
racas y cegar pantanos. 

^sí se vé que diariamente se construyen ca- 
sas aun en ^1 centro de la Ciudad, que son nna 
amenaza constahí^ contra la salubridad pública, si» 
que el Consejo Delíbei'f^tívo haya dictado una sola 
medida sobreseí particular, J 3Ín que al Consejo 
Ejecutor le haya ocurrido inspecciíJiiar esas cons- 
trucciones. 

Las casas 6 ranchos de los habitei^ntes de los 
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Sttbarbíos Bon verdaderas pocilgas, en vez de habi- 
taciones propias de seres humanos. 

La &.lta de medidas higiénicas hace que^ no 
obstante el hermoso clima de Córdoba, la mortali- 
dad excede en mucho á la de ciudades mucho mas 
populosas y de peor temperamento. 

Esas razones ligeramente indicadas, hacen mas 
indispensable si cabe, la necesidad de atribuir al 
Consejo Deliberativo la facultad de dictar ordenan- 
zas sobre higiene. 

Las demás facultades contenidas en el inciso 
son tan propias y necesarias del Consejo Delibera- 
tivo que no es menester abundar en explicaciones. 


1|1C. 


Alegado. 


ft. ^ Crear y fomentar es- 
tablecimientos de beneficen- 
cia. 


La prescripción de este inciso tampoco se en- 
cuentra en la Constitución, sin embargo de que la 
atribución en ella contenida es de la mayor impor 
tancia^ y debe tenerla el Consejo Deliberativo^ para 
llenar una de las necesidades mas importantes de 
las ciudades populosas, cual es atender al socorro 
del pauperismo y contener en lo posible sus efectos 
perniciosos. 

inc. 


Agregado. 


7.^ Destituir al Jefe del 
Departainemo Ejecutivo, con 
do9 tercios de votos de la to- 
talidad de 5US miembros, por 
faltas en el desempeño de sus 
funciones, por delitos comunes 
ó por inhabilidad física ó mo- 
ral 


..Mm 
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I/a Ctinatitocioft ha establecido^ 4n in «ftíqalo 
165, que los mieníbros del Consejo ^Ejecutor pueden 
ser destituidos por el Oonsiego Deliberadlo en los 
casos que expresa el artículo 141. 

La reforma propuestay reempla2sand6 al Consejo 
Ejecutor con el Jefe del Depautamento Ejecutivo, 
hace necesario que esté expresa la facultad ddl 
Consejo Deliberativo dé destituir á aquel por las 
caiísas que se expresan en el inciso. 

El Jefe del Departamento Ejecutivo eí&tá g$.- 
rantido de no ser destituido por arbikáriedad, pues 
que para ello se exije el voto de las dos terceras 
partes dé la totalidad de los ii^iembros del Consto 
Deliberativo; tiene pues la misma garantía que tie- 
nen los Gobernadores de Provincia donde el Poder 
Legislativo es unicamarista. 

La ley determinará la forma del procedimiento. 


me. 



o. 


8. « Pedir al Jefe del De- 
partamento Ejecutivo los da- 
tos 6 infbrn;ies que estime ne- 
cesarios. 


La facultad contenida en este incÍBo es de evi 
denté necesidad. 


Agregado. 


in¿. 


k^ feecohsideráflás ^rde- 
náttzás qae . fúíereü observa- 
das por el Jqfe del Departa- 
meiito Ejecutivo^ las que. se- 
rán definitiyamente s^bi^ciona- 
das ¿i él 'Consejo Delibéraíti- 
yó insiste jpor ísuhple 'mayo- 
Iría. 
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Capítulo segundo 

Be los Consejos Deliberativos 

Art. 151. 


Son atribuciones y deberes 
de los Consejos Deliberati- 
vos: 

1.^ Juzgar de la elección 
de sus miembros y de la del 
Jefe del Departamento Eje- 
cutivo, no pudiendo reveer 
^sus fallos á este respecto. 


Son atribuciones del Con- 
sejo Deliberativo: formar y 
votar el presupuesto de gas- 
tos y entradas; determinar 
los impuestos que deben co- 
brarse en el Municipio, con 
la excepción de los directos; 
decretar ]as obras que deban 
realizarse, asignando fondos 
para ello; prescribir asi mis- 
mo los gastos, y resolver so- 
bre todas las materias comu- 
nales que la Constitución le 
señala. 

El artículo 151 de la Constitución determina 
las atribuciones del Consejo Deliberativo; pero solo 
comprende algunas de ellas, estando las demás di- 
seminadas, ya en varios artículos que se refieren al 
mismo Consejo, ya en otros que se refieren á la 
Municipalidad en general. 

La reforma ha puesto en este capítulo todas 
las atribuciones y deberes de los Consejos Delibe- 
rativos y en el capítulo siguiente las de los Depar- 
tamentos Ejecutivos, exponiéndose así con mas mé- 
todo y claridad las disposiciones referentes a cada 
uno de ellos. 

El inciso 1.^ es el artículo 140 de la Consti- 
tución con la única g^gregacion de que él Consejo 
Deliberativo juzga la elqecion del Jefe del Departa- 
mento Ejecutivo; lo que es natural, porque este fun- 
cionario no es eíejido por aquel Consejo. 
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Se ha cambiado también la palabra Municipali- 
dad, por las de Consejo Deliberativo; porque la Mu- 
nicipalidad, según el artículo 139, se compone de 
dos Consejos y el que juzga es uno solo, el Delibe- 
rativo. 

La redacción del artículo 140 puede justamente 
dar lugar á dudas, respectó á, sí es la Municipali- 
dad ó el Consejo Deliberativo el que debe juzgar 
de la validez de las elecciones. 


me. 

2.® Corregir y aun excluir 
de su seno, condes tercios de 
votos, á cualquiera de sus 
miembros, por desorden de 
conducta en él ejercicio de sus 
funciones 6 por inhabilidad 
física ó moral sobre viniente á 
' su incorporación. 


Traspuesto 


La prescripción de este inciso es fa misma del 
artículo 141 de la Constitución, con la sola dife- 
rencia que este artículo emplea la palabra Munici- 
palidad impropiamente usada; porque ya se ha di- 
cho que la Municipalidad se compone de dos Con- 
cejos según la Constitución. 


Traspuesto 


me. 


3. ^ Establecer impuestos 
sobre los ramos y materias de 
su incumbencia,con dos tercios 
de votos; no gravando ningún 
ramo con mas del doble de lo 
que su servicio requiera. . 


El artículo 138 de la Constitución dáá las Mu- 

12 
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Capítulo segundo 
Be los Consejos Deliberativos ' 
Art. 151. 


Son atribuciones y deberes 
de los Consejos Deliberati- 
vos: 

1.^ Juzgar de la elección 
de sus miembros y de la del 
Jefe del Departamento Eje- 
cutivo, no pudiendo reveer 
sus fallos á este respecto. 


Son atribuciones del Con- 
sejo Deliberativo: formar y 
votar el presupuesto de gas- 
tos y entradas; determinar 
los impuestos que deben co- 
brarse en el Municipio, con 
la excepción de los directos;, 
decretar las obras que deban' 
realizarse, asignando fondos 
para ello; prescribir asi 'mis- 
mo los gastos, y resolver so- 
bre todas las materias comu- 
nales que la Constitución le 
señala. 

El artículo 151 de la Constitución determina 
las atribuciones del Consejo Deliberativo; pero solo 
comprende algunas de ellas, estando las demás di- 
seminadas, ya en varios artículos que se refieren al 
mismo Consejo, ya en otros que se refieren á la 
Municipalidad en general. 

La reforma ha puesto en este capítulo todas 
las atribuciones y deberes de los Consejos Delibe- 
rativos y en el capítulo siguiente las de los Depar: 
tamentos Ejecutivos, exponiéndose así con mas mé- 
todo y claridad las disposicion,es referentes á cada 
uno de ellos. 

El inciso 1.^ es el artículo 140 de la Consti- 
tución con la única g^gregacion de que él Consejo 
Deliberativo juzga la elejccion del Jefe del 'Departa- 
mento Ejecutivo; lo que es natural, porque este fun- 
cionario no es eíejido por aquel Consejo, 
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Se ha cambiado también la palabra Maaicipalí- 
dad, por las de Consejo Deliberativo; porque la Mu- 
nicipalidad, según el artículo 139, se compone de 
dos Consejos y el que juzga es uno ?olo, el Delibe- 
rativo. 

La redacción del artículo 140 puede justamente 
dar lugar á dudas, respectó á, sí es la Álunícipali- 
dad ó el Consejo Deliberativo el que debe juzgar 
de la validez de las elecciones. 


me. 


Traspuesto 


2. ® Corregir j aun excluir 
de su seno, condes tercios de 
votos, á cualquiera de sus 
miembros, por desorden de 
conducta en él ejercicio de sus 
funciones 6 por inhabiHda.d 
física ó moral sobre viniente á 
su incorporación. 

4 

La prescripción de este inciso es la misma del 
artículo 141 de la Constitución, con la sola dife- 
rencia que este artículo emplea la palabra Munici- 
palidad impropiamente usada; porque ya se ha di- 
cho que la Municipalidad se compone de dos Con- 
cejos según la Constitución. 


me. 


Traspuesto 


3.^ Establecer impuestos 
sobre los ramos y materias de 
su incumbencia,con dos tercios 
de votos-, no gravando ningún 
ramo con mas del doble de lo 
que su servicio requiera. . 


El artículo 138 de la Constitución da a las Mu- 

n 
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Capítulo segundo 
Be los Consejes Deliberativos * 
Art. 151. 


Son atribuciones y deberes 
de los Consejos Deliberati- 
vos: 

1.^ Juzgar de la elección 
de sus miembros y de la del 
Jefe del Departamento Eje- 
cutivo, no pudiendo reveer 
^sus fallos á este respecto. 


Son atribuciones del Con- 
sejo Deliberativo: formar y 
votar el presupuesto de gas- 
tos y entibadas; determinar 
los impuestos que deben co- 
brarse en el Municipio, con 
la excepción de los directos; 
decretar las obras que deban 
realizarse, asignando fondos 
para ello; prescribir asi mis- 
mo los gastos, y resolver so- 
bre todas las materias comu- 
nales que la Constitución le 
señala. 

El artículo 151 de la Constitución determina 
las atribuciones del Consejo Deliberativo; pero solo 
comprende algunas de ellas, estando ías demás di- 
seminadas, ya en varios artículos que se refieren al 
mismo Consejo, ya en otros que se refieren á la 
Municipalidad en general. 

La reforma ha puesto en este capítulo todas 
las atribuciones y deberes de los Consejos Delibe- 
rativos y en el capítulo siguiente las de los Depar: 
tamentos Ejecutivos, exponiéndose así con mas mé- 
todo y claridad las disposiciones referentes a cada 
uno de ellos. 

El inciso 1.^ es el artículo 140 de la Consti- 
tución con la única g^gregacion de que el Consejo 
Deliberativo juzga la elqecion del Jefe del 'Departa- 
mento Ejecutivo; lo que es natural, porque este fun- 
cionario no es eíejido por aquel Consejo. 
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Se ha cambiado también la palabra Muaicipali- 
dad, por las de Consejo Deliberativo; porque la Mu- 
nicipalidad, según el artículo 139, se compone de 
dos Consejos y el que juzga es uno solo, el Delibe- 
rativo. 

La redacción del artículo 140 puede justamente 
dar lugar á dudas, respectó á, sí es la Municipali- 
dad ó el Consejo Deliberativo el que debe juzgar 
de la validez de las elecciones. 


me. 


Traspuesto 


2, ® Corregir y aun excluir 
de su seno, condes tercios de 
votos, á cualquiera de sus 
miembros, por desorden de 
conducta en él ejercicio de sus 
funciones ó por inhabilidad 
física ó moral sobre viniente á 
su incorporación. 

La prescripción de este inciso es fa misma del 
artículo 141 de la Constitución, con la sola dife- 
rencia que este artículo emplea la palabra Munici- 
palidad impropiamente usada; porque ya se ha di- 
cho que la Municipalidad se compone de dos Con- 
cejos según la Constitución. 


me. 


Traspuesto 


3. ^ Establecer impuestos 
sobre los ramos y materias de 
su incumbencia,con dos tercios 
de votos; no gravando ningún 
ramo con mas del doble de lo 
que su servicio requiera. , 


El artículo 138 de la Constitución da a las Mu- 

12 
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Deliberativo que no cumplie- 
;reii con las prescripcioneá del 
artículo 148, tendrán una mul- 
ta de cincuenta á .doscientos 
pesos fuertes cada uno, aplica- 
das por el Juez competente, ya 
de oficio ya por delacioá; en 
este caso bajo la base del artí- 
culo 161. 


En el inciso propuesto están comprendidas las 
prescripciones de los artículos 164 y 166. 

El artículo 165 e§ una simple esplicacion del 
141; esplicacion que se habría hecho mejor corri- 
jiendo la redacción del artículo 141. 

Los incisos 2. '^ y 3. ^ de este artículo están 
redactados como debió redactarse el artículo 141 
para nó necesitar de la esplicacion del artículo 165. 

Art. 167. 


Los Jueces de Paz y Tenieii- 
tes Jueces de la Ciudad, como 
los de Alzada y Pedáneos de 
la Campaña, serán nombrados 
por los Consejos Deüberativos. 


Suprimido, 


Este artículo debe suprimirse; porque en la re- 
forma propuesta se ha dado al Poder Ejecutivo la 
facultad de nombrar los Jueces de Paz^ con acuer- 
do del Senado. 

Art; 169. 


El Consejo Üeliberativo se 
reúne por lo menos cuatro ve- 
ves en el año, y funciona por 
^Itiempoqueestime convenien- 
te; pudiendo ser convocado ex- 


El Consejo DeHberativd fun- 
cionará por lo menos durante 
dos períodos en el año, cuya 
época y duración será fijada 
por la ley. Puede ser convoca- 
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traordinariamente por el Con- 
sejo Ejecutor, siempre que un 
grave interés lo requiera. La 
ley reglaiQientará la época de 
estas reuniones, así como la 
elección de los funcionarios. 


do á sesiones extraordinarias 
por su Presidente á solicitud 
de la mitad de sus miembros ó 
por el Jefe del Departamento 
Ejecutivo, 


El artículo 169 de la Constitución establece que 
el Consejo Deliberativo se reúne por lo menos cua- 
tro veces en el año^ ó lo que es lo mismo obliga 
á tener cuando menos tres recesos. 

No se comprende el objeto de tg|,ntas reuniones 
y de tantos repesos, impuestos como una obligación. 

El artículo reformado deja como obligatorios 
dos períodos de sesiones en el año cuando menos, 
lo que quiere decir' que la ley podrá aumentarlos 
si la experiencia demostrase ser necesario. 

Los casos de urgencia que puedan ocurrir, fue- 
ra de los períodos de sesiones ordinarias, están pre- 
vistos eji la reforma; puesto que el Consejo Delibe- 
rativo puede ser convocado extraordinariamente por 
su Presidente á petición de la mitad de sus miem- 
bros, ó por el Jefe del Departamento Ejecutivo. 

El artículo 169 establece que solo el Consejo 
Ejecutor pueda convocar al Deliberativo á sesiones 
extraordinarias. 

Puede suceder que la ^necesidad de esa convo- 
catoria no sea sentida por el Jefe del Departamen- 
to Ejecutivo, ó que nazca de su mala conducta y 
por eso ha parecido conveniente establecer que el 
Consejo Deliberativo pueda ser convocado á sesio- 
nes extraordinarias, por su Presidente, á solicitud 
de la mitad de sus miembros; lo que garanto que 
la convocatoi^ia no se hará por motivos poco graves 
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Capítulo .tkbcebo 
De los Departamentos Ejecutivos. 

Art. 152. 


Son atribuciones del Con- 
cejo Ejecutor: ejecutar todas 
las resoluciones del Delibe- 
rativo; correr con la inspec- 
ción inmediata de todos Jos es- 
tablecimientos sostenidos con 
fondos municipales; dirijir los 
trabajos cbmuriales, cuidar 
de Jos caminos vecinales, 
puentes, calzadas, aseo, or- 
nato, salubridad, educación, 
servicio de aguas, alumbrado 
y demás objetos propios de 
su institución y determinados 
por el Consejo Deliberativo. 
Corre asi mismo , con la ad- 
ministración de las propieda- 
drs y bienes del Municipio, 
con la recaudación de su ren- 
ta, y representa en juicio á 
la Corporación Municipal. El 
Consejo Ejecutor no delibe- 
ra ni resuelve, sino sobre los 
actos ú objetos que son ne- 
cesarios á la ejecución de las 
medidas adoptadas por el 
Consejo Deliberativo y sobre 
aquellas materias que perte- 
necen á la administración 
diaria. 

Los siete incisos primeros de este artículo es- 
tán casi literalmente coíitenid^os en el artículo 152 
de la Constitución sin que se haya hecho otra co- 
sa que dividirlos en incisos para mayor claridad. 


Son atiibuciones y deberes 
del Jefe del Departamento 
Ejecutivo: 

1.^ -Ejecutar todas las re- 
soluciones del ConseJ3 Deli- 
berativo. 

2.*^ —Ejercer la superin- 
tendencia dé todos los esta- 
blecimientos municipales. 

3.^— Administrar los bie- 
nes y propiedades del Muni- 
cipio.. 

4.*^— Recaudar las rentas 
municipales. 

5.*^ — Inspeccionar los es- 
tablecimientos a cuyo soste- 
nimiento contribuya la Mu- 
nicipalidad. 

6.^ —Tener á su cargo los 
caminos vecinales, puentes, 
la higiene, ornato, educación, 
servicio de aguas, alumbrado 
y demás servicios municipa- 
les. 

7.*^ —Representar en jui- 
cio á la Municipalidad. 
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Inc. 


Agregado. 


8^ -Nombrar y remover, 
con acuerdo del Consejo Deli- 
berativo el Secretario, Conta- 
dor, Tesorero. Receptor, Inge- 
niero, Médico y Procurador 
en los Municipios donde es- 
tén creadas ó se creen estas 
plazas-, y por si solo los de- 
más empleados municipales. 

El inciso 8.^ da al Jefe del Departamento Eje- 
cutivo la facultad de nombrar y remover, con acuer- 
do del Consejo Deliberativo los empleados que en 
el inciso se expresan, y por si solo los demás. 

El Secretario, Contador, Tesorero, Receptor, 
Ingeniero, Médico y Procurador son empleados de 
mucha confianza y sobre los que pesan serias res- 
ponsabilidades. 

Ha parecido pues conveniente, para mayor se- 
guridad de acierto, que esos empleados se nombren 
con acuerdo del Consejo Deliberativo. 

El Jefe del Departamento Ejecutivo es el jefe 
natural de esos empleados , y por lo tanto es nece- 
sario dejarle la iniciativa de sus nombramientos. 

Por otra parte en los cuerpos colegiados la fa- 
sjultad de nombrar empleados á sueldo, casi siempre 
los anarquiza. 

Los demás empleados subalternos, como comi- 
uarios, etc., que son meros agentes de vigilancia -y 
ejecución, deben ser nombrados y removidos por el 
Jefe del Departamento Ejecutivo, pues toda la res- 
ponsabilidad pesa sobre este funcionario y es natu- 
ral que sus agentes sean de su entera confianza. 
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me. 


Agregado. , 


'9 ® . Observar dentro de cla- 
co dias hábiles las ordenanzas 
que juzgue inconvenientes ó 
I inconstitucionales. 


Este inciso es correlativo del inciso 9.^ del 
artículo en que se determinan las atribuciones y 
deberes del Consejo Deliberativo y allí están espre- 
sadas las razones de esta prescripción. 


me. 


Agregado. 


10 — Concurrir á las sesiones 
del Consejo Deliber9,tivo cuan- 
do lo estime conveniente. 


La facultad dada en este inciso al Jefe del 
Departamento Ejecutivo en nada menoscaba las 
atribuciones del Consejo Deliberativo, siendo con- 
veniente que aquel pueda concurrir a las sesiones 
de este para comunicarles datos y antecedentes y 
hacer observaciones, que siempre serán útiles; por 
que tenido á su cargo la administración general 
debe estar instruido de ella hasta en sus menores 
detalles. 

Art. 163. 


El Concejo Ejecutor tiene 
en sí la facultad necesaria pa-, 
ra hacer cumplir administrati- 
vamente las . ordenanzas Mu- 
nicipales, quedando autoriza- 
do para imponer multas hasta 
la cantidaa de cincuenta pesos 
fuertes, las que podrán aupli- 
carse en caso necesario. Cuan- 


11 — Hacer cumplir admi- 
nistrativamente las ordenan- 
zas j aplicar las multas que 
ellas establezcan contra sus 
infractores, bajo su responsa- 
bilidad y sin perjuicio" ae que 
el interesado pueda hacer va- 
ler sus derechos ante los Tribu- 
nales competentes. 
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do la ordenanza no cumpli- 
da importase una obligación 
de hacerla obra se verificará á 
costa del infractor, pero cuan- 
do fuese una obligación pro- 
hihítiva, si la infracción con- 
sistiese en la ejecución de una 
obra, ésta será destruida y 
repuestas las cosas á su primi- 
tivo Bstado á costa del refrac- 
torio, "procediéndose siempre 
administrativamente, salvo el 
derecho del interesado para 
hacer valer sus acciones ante 
los Tribunales ordinarios. 


\ 


El artículo 163 autoriza al Consejo Ejecutor 
para imponer multas' hasta la cantidad de cincuen- 
ta pesos fuertes, pudiendo duplicarlas. 

El inciso 11 autoriza al Jefe del Departamen- 
to Ejecutivo para aplicar a los infractores de las 
ordenanzas municipales, las multas que esas mismas 
ordenanzas establezcan. 

La multa; como toda otra pena, debe estar es- 
tablecida en la ley ó en la ordenanza, para que el 
infractor sepa ó que atenerse. 

Un juez no puede aplicar una pena que de 
antemano no esté establecida por la ley; pues que 
de otro modo iríamos a lo arbitrario. 

Por la misma razón el Jefe del ^apartamento 
Ejecutivo no debe tener la facultad de aplicar mul- 
tas que de antemano no estén establecidas por las 
ordenanzas municipales contra sus infractores. 

El inciso 11 se suprimen las palabras del ar- 
tículo 163: «pudiendo duplicarse en caso necesario,» 
por parecer inútiles y aun peligrosas; por que á 
mas de prestarse á varias interpretaciones, dan al 


y 
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Consejo Ejecutor una atribución ' demasiado lata, 
pues le autorizan á duplipar multas, aun sin que 
tal duplicidad dé multas esté establecida por el Con- 
sejo Deliberativo. 

Las palabras «en caso necesario», hacen pre- 
sumir que las multas pueden duplicarse cuando se 
reincide en las faltas^ lo que importaría una nueva 
infracción, mas agravada que la primera por la 
reincidencia, y por consiguiente sería el caso de la 
imposición de una nueva multa. 

Es peligroso dar al Jefe del Departamento Eje- 
cutivo la facultad de establecer multas, y mas peli- 
groso todavía la de duplicarlas, sin que de antema- 
no esas multas y su cuantía estén establecidas por 
las ordenanzas, cuya infracción se pena con aque- 
llas. 

La parte del artículo 163, que contiene pres- 
cripciones relativas á ordenanzas que impongan 
obligaciones de hacer ó de no hacer, es inútil — re- 
dundante y reglamentaria; piíes en la atribución 
dada al Consejo Ejecutor de hacer cumplir admi- 
nistrativamente las ordenanzas municipales está com- 
prendida la facultad de hacer cumplir ordenanzas 
que impongan, obligaciones de hacer ó de no hacer. 

Si la obra ha de ser hecha ó demolida á cos- 
ta del infractor no es materia constitucional, sino 
reglamentaria ó civil; y el Código en el título De 
las obligaciones de hacer' ó de no hacer, establece las 
responsabilidades del que no cumple tales obliga- 
ciones. 


Inc. 


Agregado. 


12 — Poder iniciar ordenan- 
zas. 
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Este inciso tampoco menoscaba las atribucio- 
nes del Consejo Deliberativo; pues que puede san 
clonar ó no sancionar las ordenanzas que inicie el 
Jefe del Departamento Ejecutivo. 

Ya se ha dicho que éste tiene á su cargo in- 
mediato la administración general, cuyos detalles 
debe conocer; él hace cumplir las ordenanzas mu- 
nicipales y está en mejor aptitud de conocer los in- 
convenientes de su aplicación; él está mas en. con- 
tacto con las necesidades del Municipio, y . de con- 
siguiente se encuentra en condiciones de proponer 
ordenanzas útiles. 

Es una facultad análoga á la que tiene el Po- 
der Ejecutivo de la Provincia de proponer leyes al 
Cuerpo Legislativo, facultad que no tiene ningún 
inconveniente y que por el contrario es muy ven- 
tajosa. 


Inc. 


Agregado. 


13— Presentar al Consejo 
Deliberativo el presupuesto 
municipal para el año siguien- 
te al abrirse el último período 
de las sesiones de cada año. 


Por la razones que se acaban de expresar el 
Jefe del Departamento Ejecutivo está en mejor ap- 
titud de conocer las necesidades y los recursos del 
Municipio y por lo tanto, de confeccionar el presu- 
puesto, que no puede dejar de tener en cuenta las 
necesidades y recursos con que han de ser llenadas. 

Esta facultad es la misma que se dá al Poder 
Ejecutivo por el inciso 13 del artículo 117. 

Como el presupuesto ha de ser sancionado en 
un año para que rija en el siguiente^ se impone al 
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Jefe del Departamento Ejecutivo, la obligación de 
presentar el presupuesto al abrirse las últimas se- 
siones del año; para que el Concejo Deliberativo 
tenga tiempo suficiente de considerar el presupues- 
to y de- sancionarlo con el suficiente estudio. 

Inc, 

14 — Rendir las cuentas de 
la administración del año fene- 
cido al abrirse el primer perío- 
do de las sesiones del Consejo 
Deliberativo. 

Este inciso es correlativo del 13 del artículo 
en' que se determinan las atribuciones del Consejo 
Deliberativo y del artículo 153 de la Constitución 
al que modifica sustancialmente. 

El artículo 153 impone al Consejo Ejecutor la 
obligación de rendir cuentas al Deliberativo cada 
tres meses. Según el artículo 169 de la Constitu- 
ción, debe recesar cuando menos tres veces en el 
año, pudiendo hacerlo constituciojialmente muchas 
mas veces. 

De esto resulta que si en algún trimestre, en 
que el Consejo Ejecutor deba dar cuentas, el Con- 
sejo Deliberativo se encuentra en receso, no tenga 
á quien dar tales cuentas; porgue es inútil dar 
cuentas si no hay quien las reciba y examine. 

La administración de la Provincia comprende 
intereses^ mucho mas importantes qu^ ios de una 
administración municipal, y sin embargo, el Gober- 
nador solo está obligado a dar cuentas- de su admi- 
nistración cada año. 

lia rendición anual de cuentas no excluye el 
deber de publicar p^r la prensa ésas cuentas á 


y 
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la» freciieñaia q.iiie la ley díetermiiae, y -el inciso 16 
Áe eBtemttíexAo obliga al Jefe del Deparáameato 
.Ejeoutíyo á pu:bU9i9.r meD^ualmente d: estado de in- 
gresos y gastos. 

El artículo 153 dice que: <das oiientas 4e los 
fondos, que el Consejo EJecuítor hubiese recibido, de 
los derechos, impuestos ó multas q;ue perciba y his 
gastos que hubiese hecho en el ejercicio de s^ 
atribuciones.» 

Todo eso está comprendido en la breve redac- 
ción del inciso 14, que dice* «El Jefe del Departa- 
mentó Ejecutivo, rendirá cuentas de su administra- 
cion.» 

Se establece que esas cuentas sean presentadas 
al Consejo Deliberativo, al abrirse el primer perio- 
do de las sesiones del año; . para que tenga tiempo 
suficiente de examiaarlas, y para obligar así al Je- 
fe del Departamento Ejecutivo á tener sus cuentas 
arregladas al dia, y poderlas presentar al Coaisejó 
Deliberativo, aunque este abra sus s^iones muy al 
principio del aüo; obligación que se hace aun mas 
extridia con la prescripción del inciso 16, que le 
obliga á publicar mensualmente el estado de ingre- 
:SQS y «gastos. 

inc. 

16— Presentar al Consejo 
^Deliberativo una memoria 
anual, que se publicará, so- 
bíe el estado en que se 'en- 
cuentren los diveri^os i.'amos 
de la administración. 

El syptícíilo 156 impone á las Muniííipfiáidftflps 
el deber 'depu^bliear e^a meeaoria. 
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Ya se ha dicho que las Municipalidades^ según 
la Constitución, se componen del Consejo Delibera- 
tivo y del Consejo Ejecutor, de modo que es dudoso 
saber si esa obligación es impuesta á uno de los 
Consejos ó conjuntamente ^ ambos 

El inciso 15 impone ese deber al Jefe del De- 
partamento Ejecutivo, á cuyo cargo inmediato corre 
la administración, lo que le pone en condiciones es- 
peciales de confeccionar la memoria, sobre el estado 
en que se encuentren los diversos ramos de la ad- 
ministración del Municipio. 


me. 


Agregado. 


16 — Publicar mensualraente 
el estado de ingresos j gas- 
tos. 


El mismo artículo 146 impone á las Municipa- 
lidades la obligación de publicar cada tres meses 
cuenta detallada de las entradas y gastos del Mu- 
nicipio, y surge la misma duda respecto á cual de 
los Consejos ó si á ambos conjuntamente impone 
tal obligación. 

El artículo 153 obliga al Consejo Ejecutor á 
rendir cuentas al Deliberativo cada tres meses. 

Si las cuentas han de ser rendidas cada tres 
meses y publicadas cada tres meses, esta obligación 
no podría ser cumplida por el Consejo Deliberativo, 
que no podría publicar las cuentas, sino después dé 
que le hubiesen sido pasadas, ó lo que es lo mismo 
después de tres meses. 

Las prescripciones de la reforma son claras y 
precisas; pues el Jefe del Departamento Ejecutivo 
publica mensualmente las cuentas y las rinde cada 
año al Consejo Deliberativo, sin perjuicio de que 


■ 

e^ti9 pueda, exigir en, cualquier tiempo los datos é 
iiiforiiiea que quiera. 

ine. 

Agregado 17 Convocar al Municipio 

á las elecciones municipales. 

La Constituciou guarda silencio respecto á la 
prescripción contenida en el inciso 17, que se agre- 
ga; debido á lo que los Gobernadores se han creido 
investidos de la facultad de convocar á elecciones 
municipales. 

Aunque del principio de independencia de las 
Municipalidades, establecido en el artículo í 38, de- 
be inferirse que no es al Gobernador, á quien com- 
pete convocar á elecciones municipales es mas con- 
veniente expresar pon claridad quien debe ejercer 
esta atribución. . 

El inciso 17 la dá al Jefe del Departamento 
Ejecutivo, para hacer práctica la independencia de 
Ift Municipalidad y para que un acto tan importan- 
te Bío dependa de un poder extraño. 

^ Hay Municipios, distantes de la Capital^ el Go- 
bernador no puede saber las vacantes que ocurran 
sin* que^ se le dé aviso, y mientras viene el aviso y 
vá la convocatoria se pierde estérilmente un tiempo, 
en el que la elección podría estar hecha. 

Art. 

El -Jefe del Departamento 
Ejecutivo es demandable por 
cualquiera del pueblo para 
compelerlo al cumplimiento de 
sus deberes; y es responsable 
civilmente por todo daño que 
cause por sus faltas ú omi- 
siones. 

25 
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La primera parte del artículo es correlativa del 
164 de la Constitución, que dá al pueblo del Muni- 
cipio medios eficaces de fiscalizar la conducta del 
Jefe del Departamento Ejecutivo y de compelerle 
al cumplimiento de sus deberes, aunque sus faltas 
no hayan causado un daño directo. 

La segunda parte de este artículo es idéntica- 
mente la segunda parte del artículo 160 de la Cons- 
titución. 

Art. 168. 


Suprimido. 


Cuando por cualquiera cir- 
cunstancia no pueda reno- 
varse el personal de la Mu- 
nicipalidad, el Consejo Eje- 
cutivo continuará en el ejer- 
cicio de sus funciones hasta 
que los nuevos Municipales 
se hayan recibido del cargo. 

* 

Este artículo no tiene razón de ser, desde que 
en el artículo agregado, página 165, se establece que 
el Presidente del Consejo Deliberativo ejerce las fun- 
ciones del Jefe del Departamento Ejecutivo por vacan- 
cia del puesto ó por impedimento de ese funcionario. 


I ■ ■. 


. TITULO CUARTO. 

RE&IMElí político DEPARTAMENTAÍ'. 

Art. 172. 


Lo prescripto eu el artículo 
anterior no excluye la existen- 
cia de Jefes ó Comandantes de 
CueiTpos de Guardia N^acional, 
que sello ejercen mando en sus 
respectivos cuei*pos, y única- 
mente para los casos de servi- 
cio müitar. 


Lo prescripto en el artículo 
antenor no excluye la existen- 
cia de Jefes ó Comandantes de 
Cuerpos de Guardia Nacional, 
que soló ejercen mando en síis 
respectivos cuerpos, y única- 
mente para los casos de servi- 
do militar. Estos Comandan- 
tes ó Jefes de Milicias reciben 
órdenes y están sugetos al Jefe 
Político, como primera autori- 
dad del Departamento, sin per- 
juicio de que el Gobierno pue- 
da comunicarle directamente 
, las suyas. 


El artículo 171 hace del Jefe Político una auto- 
ridad civil; el 173 establece que dichos Jefes Políti- 
cos ejercen la autoridad política, y el 172 los hace 
Jefes de los Comandantes de milicias, puesto que 
estos reciben ^ sus órdenes y están sugetos á su au- 
toridad. 

Difícil es saber cual es el carácter de la inves- 
tidura de los Jefes Políticos. 

El Jefe Político no es la primera autoridad del 
Departamento, como lo establece el artículo 172; 
puesto que en el Departamento hay autoridades de 
otro orden, respecto de las que el Jefe Político no 
es ni puede ser primera autoridad. 

Esa gerarquía dada por el artículo 172 ha he- 
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cho que los Jefes Políticos se crean superiores á las 
Municipalidades y Jueces, á quienes con frecuencia 
imparten órdenes, no obstante desque el artículo 
173 les prohibe toda ingerencia en lo ^ue es dd 
resorte de las Municipalidades y Jueces. 

La supresión de la parte final del artículo 172 
no hace mas que quitar el carácter militar que dá 
á los Gefes 'Políticos contradictoriamente con los ar- 
tículos 171 y 173, pero no impide que el Goberna- 
dor, como Comandante en Jefe de las milicias im- 
parta órdenes á los Comandantes por medio del Je- 
fe Político ó que le encargue de restablecer el or- 
den perturbado en algunos puntos de la Provincia, po- 
niendo al efecto bajo sus órdeneslas milicias necesarias. 

El Jefe Político debe tener bajo sus órdenes 
inmediatas la fuerza policial del Departamento; pe- 
ro no las milicias que no puede movilizar. 

Esto no obsta á que en los Departamentos, en 
que su gran importancia, el servicio policial re- 
quiera que haya un Jefe de Policía, pero este Jefe 
debe estar sugeto al Jefe Político como el Jefe de 
Policía de la Provincia depende del Gobernador;. lo 
que haría que siempre la Policía dependiese directa- 
mente del Jefe Político. 

El artículo 172, establece que los Jefes ó Co- 
mandantes de cuerpos de Guardia Nacional solo 
Qjercen mando en sus respectivos cuerpos én los 
casos de servicio militar. La Guardia Nacional so- 
lo presta servicio militar cuando está movilizada, 
lo que sucede rarísimas veces. 

Cuando la Guardia Nacional no está moviliza- 
da, los Jefes de Cuerpo ño ejercen mando alguno, 
según el artículo 172, ' qué órdenes ¿recibirían en- 
tonces del Jefe Político ni qué objeto tendrían esas 
órdenes.? 
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Cuando se movilice la Guaírdia Nacional, esto 
es^ cuaildo preste servicio militar, la autoridad que 
la movilice le darár sus Jefes. 

Si él Jefe' Político ejerce autoridad militar en 
Virtud 4e • Su empleo, dejaría de Ser funcionario pura- 
mente civil. 

art. 173. 
Los Jefes Políticos en sus Los Jefes Políticos tienen 


, i 


Departamentos ejercen la au- 
tondad política. Se entienden 
directamente con, el Poder 
Ejecutivo de quien dependen, 
y son el órgano ordinario de 
comunicación de este con to- 
das las autoridades y funcio 
nanos de su dependencia, 
sin tener injerencia alguna 
en lo que es del resorte de 
las Municipalidades y Jueces^ 
pero les prestan todo el au- 
silio y protección que les re- 

auieran. La ley fijará sus 
eberes y atribuciones. 


á su cargo la policía denlos 
respectivos Departamentos y 
son los agentes naturales del 
Poder Ejecutivo, para hacer 
cumplir la Constitución, las 
leyes de la Provincia y las 
resoluciones del Gobierno. 

Art. Los Jefes Políticos 
prestarán á los Jueces y Mu- 
nicipalidades respectivas el 
auxilio que les requieran pa- 
ra hacer cumplir sus resolu- 
ciones, sin que en ningún 
caso puedan tener ingerencia 
en la administración de jus- 
ticia ni en la Municipal. La 
ley fijará sus deberes^ y atri- 
buciones. 

La reforma hace dos artículos del 173 para ma- 
yor claridad de sus prescripciones. 

Suprime la parte que establece que los Jefes 
Políticos están bajo la dependencia del Poder Eje- 
cutivo; porque eso mismo ya está establecido en el 

artículo 171. 

Ademas se define con mas claridad el carácter 
y naturaleza de las funciones de los Jefes Políticos^ 
estableciendo que la Policía Departamental corre á 
su cargo, y que son los agentes naturales del Poder 
Ejecutivo para hacer cumplir las leyes. 
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Ta se ha dicho qae el que los Jefes Políticos 
tengan á sa cargo la policía de sus respectivos De- 

eartamentos no obsta á que pueda haber en aque- 
os^ cuya importancia lo requiera un Jefe especial 
de Policía; pero que este debe estar bajo la depen- 
dencia del Jefe Político. 


í 


TITULO QUINTO. 

DÉLA REFORMA DE ESTA CONSTÍTÜCIOS. 

Ai-t. 175. 


La necesidad de ,1a reforma 
deberá ser declarada por la 
Asamblea Legislativa con el 
voto de dos terceras partes 
de cada Cámara, y sé efectua- 
rá por una Convención convo- 
cada al efecto. 


Esta Constitución no podrá 
ser reformada antes de diez 
años. La necesidad de la re- 
forma deberá ser declarada 
por la Ashrablea Legislativa 
con el voto de dos terceras 
partes al menos de los miem- 
bros de cada Cámara, pero 
no se efectuará sino por una 
convención convocada al efec- 
to. 


La primera parte de ^ste artículo, ya ha teni- 
do su cumplimiento; puesto que la Constitución va 
á ser reformada después de diez años. 

La prescripción de que la Constitución no pue- 
da ser reformada' antes de diez años, solo prueba 
que los autores de la Consfcitucioa no estaban niuy 
seguros de la bondad de su obra y qué querían 
darle una vida artificial. 

Se explica que en la Constitución Nacional de 
1853 se encuentre un artículo idéntico. 

Esa Constitución era nuestro primer ensayo 
después de una larga época de anarquígi y despo- 
tismo; teníamos el ejemplo de Repúblicas vecinas, 
en las que cada Gobierno hacía su Constitución, y 
nuestro propio ejemplo de haber visto desaparecer 
nuestras instituciones tan pronto como eran dicta* 
>das. 
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Sancionada la Goastítacion de 1853, bajo el 
imperio de esas impresiones, no era de estrañar 
que sus autores hubieran querida asegurarle nna 
vida siquiera de diez años. 

Pero ¿que alcance práctico tiene semejante pres- 
mpdon? 

Apesar de ella la Constitución Nacional fué 
reformada antes de los diez años, con apluso del 
país y con ventajas inapreciables. 

Esa reforma hizo cesar las discusiones dé las 
Provincias con Buenos Aires, que se reincorporó 
a la Nación, constituyendo así la República una é 
indivisible- 

Si tal prescripción hubiera sido un obstáculo 
serio para la reforma, ¿cuál habría sido la suerte 
del pais? ¿Cuál su situación presente? 

Buenos Aires habría continuado separada de la 
Nación y probablemente se habría segregado para 
siempre; pero cuando menos es seguro que la uni- 
dad de Ifi Hepública se h,abría retardado, y su pro- 
greso por consiguiente. 

La reforma, se hizo antes de. diez, anos, y sin 
€»nbargo, á. nadie le ha ocurrido sostener que la 
Constitución fué violada, como habría sido si. iio se 
hubiera podido hacer esa reforma. 

Semejante prescripción no tiene razón de ser. 

Los autorps de, unsí, Constitución estabjiecen. que 
esa Constitución no puede reformarse antes de di^r 
afios. Y bícA ¿quién híin dicl^o eso? El pueblo por 
medio, de sus representantes,, que son los autores d^. 
tal Constitución; pero ¿qué inconveniente puede ha* 
ber en que €il mi^ma pueWo por medio de. sus re: 

{)resentes mieiní fiaste su voluntad de reformar ántasr 
a ConistitucioA? 

Se dicta una ley por cinco afios, y sin embar^ 


201 


go, la Legislaturst la deroga antes de ese plazo; 
porque la practica le ha hecho ver la inconvenien- 
cia de la ley. ¿Quién podrá decir que esa iey no 
pudo Ser derogada? 

Sin emb argo, se ha respetado la prescripción 
de lá primera parte del artículo 175; pues n(j obs- 
tante dé que jgeneralment^ se sentía la necesidad 
de reformar la Constitución/ nadie ha pretendido 
hacerlo hasta después de los diez años. 

Felizmente la vida constitucional se ha radica- 
do para siempre en la República^ sin que 1^ hagan 
peligrar las agitaciones naturales á la demoor^icia; 
y de consiguiente no es necesario dar á la óonsti- 
tucion de la Provincia una vida artificial; antes por 
el coíiirario, es conveniente aprovechar los conse^ 
jos de lá experiencia, para no detener el pxQgceso 
de la Provincia. 

Se' deja, pues, subsistente la segunda parte del 
artículo 175, que estatuye que para que la ,OoBSti- 
tucíori sea reformada, debe ser declarada la. necesi- 
dad de la reforma por eL voto de dos terceras par- 
tes de los miembros de cada Cámara. 
- Así queda sufícientemente garantida la estabili- 
dad dé la Constitución, sin sustraerla á los conse- 
jos de la esperiencia. 

• ■ • ' •- • ' * . . - • 

:" :'. :-; - Art. 176. • ' 


~ Cuando las Cánaaras declar 
ren la necesidad de lávreforma, 
deberán desigual' con preci- 
sión el punto ó puntos que han 
de s^ materia de ella. Las 
que se hiciesen se agregarán 
como enmiendas á la presente. 


Guando las Cámaras decía* 
ren la necesidad de la reforma, 
deberán designar el punto 6 

§ untos que han de ser materia 
e eUas. 


La última parte de este artículo prescribe que 

9^ 
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las reformas que se hicieren á la Constitacion^ se 
agregarán como enmiendas. 

Desde luego debe suprimirse esa parte del artí- 
culo; porque la Convención de 1870, no pudo orde- 
nar á la que se reúna para reformar la Constitu- 
ción, en que forma ha de colocar sus reformas. 

Es de notar que los Convencionales de 1870 
fueron encargados de reformar la Constitución de 
1855/ y que en vez de observar el sistema que 
prescribe el artículo 176, hicieron de los artículos 
déla antigua Constitución, que no reformaron y de 
las reformas una sola y única Constitución. 

Es posible agregar como enmiendas las refor- 
mas que se hagan, cuando las reformas sean po- 
cas; pero cuando sean tantas como las que se pro- 
ponen, eso no serviría sino de confusión. 

La Constitución Nacional ha sufrido dos refor- 
mas, y en cada una de ellas se ha seguido diferen- 
te sistema. 

La Convención de 1860, á que concurrieron 
los Diputados de Buenos Aires, introdujo muchas 
reformas, y estas no fueron agregadas como en- 
miendas, sino que fueron incorporadas a la Consti- 
tución en lugar de los artículos reformados. 

La Convención de 1866, que solo reformó dos 
artículos, agregó sus reformas como enmiendas á la 
Constitución. 

\ Las reformas que se proponen á la Cpnstitu- 
cion de la Provincia son numerosas; y agregarlas á 
la Constitución como enmiendas sería producir con- 
fusión; pues para averiguar si el artículo tal ha si- 
do reformado, habría que leer multitud de reformas, 
casi otra Constitución. 

Por estas razones se suprime la parte final del 
artículo 176, y se acompaña un proyecto de Cons- 


\ 
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titucion, tal como debe quedar de conformidad á las 
reformas propuestas.' 

Justo es que los CQjivencionales de 1870, juz- 
gando su propia obra, creyesen que la Constitución 
que daban al país, solo sería reformable en muy 
pocos puntos. 

Art. 177. 


Designados por las Cámaras 
los puntos sobre qijie debe ver- 
sar la reforma, y antes de con- 
vocarse al pueblo para la elec- 
ción de Diputados que han de 
veñficarla, dichos puntos se 
publicarán por el espacio de 
un mes, cuando menos, en los 
principales diarios de la Pro- 
vincia. 


Designados por las Cámaras 
los puntos sobre qne debe ver- 
sar la reforma, y antes de con- 
vocarse al pueblo para la elec- 
ción de Diputados que han de 
verificarla, dichos puntos se 
publicarán por el espacio de 
un m^s cuando menos, en los 
diarios de la Provincia. 


Sin duda la mente de este artículo es que se 
conozcan por el publico los artículos, cuya reforma 
se ha declarado conveniente, para que se discuta 
esa conveniencia y para que los electores conozcan 
la misión que encomiendan á los elegidos. 

Si bien en el fondo esa prescripción es conve- 
niente, en la redacción se encuentra la palabra 
tprincipales,» que debe suprimirse. 

Según el artículo esa publicación debe hacerse 
en los principales diarios; pero ¿quien juzga cuales 
de los diarios son los principales? 

Para un opositor los diarios principales son los 
de oposición, y para un gubernista son los diarios 
situacionistas. 

Basta, pues, que se diga que esa publicación 
debe hacerse durante un mes por los diarios, sin el 
calificativo de principales; pues asi se evitan Ínter- 
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Í)retadones y se da mayor publicidad á los artícu- 
os cuya reforma se ha declaraij convenieate; pues 
que se publicaráu en los diarijs principales y en 
los no^ principales. 


/ 
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TITULO SEXTO. 

BISPOSICIOHS GENERUES IRHSITORIAS. 

Las disposiciones de este artículo son transito- 
rias, como lo indica su epígrafe, ^con excepción del 
artículo 187, que deroga todas las disposiciones con- 
trarias a la Constitución, y que por lo tanto tiene 
carácter permanente. 

. Dichas disposiciones no tienen en la actualidad 
razoa de 'ser; pero 'hay necesidad de reemplazarlas 
con otras del mismo carácter y con el ínismo oh-^ 
jeto. 

art. 


La actual Cámara de Dipu- 
tados continuará en su mapida- 
to hasta que se practique nue- 
va elección del número total 
de sus miembros. Esta elec- 
ción se hará con la anticipa- 
ción necesaria para que la 
nueva Cámara funcione al 
abrirse el periodo legislativo 
siguiente á la sanción de esta 
Constitución. 


Agregado. 


art. 


Agregado. 


Dentro del primer mes de 
instalarse la nueva Cámara de 
Diputados, se designarán por 
sorteo los Diputados que de- 
ban saUr al año de su elec- 
ción, á los dos y á los tres 
laños. 
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La Cámara de Diputados^ según la actual Oons- 
titucioD^ se renueva por mitad cada año, y según 
la reforma por terceras partes. 

Para que se haga la renovación de este último 
modo, es necesario que se practique elecciou del 
número total de los Diputados, y que instalada la 
Cámara se designen á la suerte los Diputados que 
han de salir al año, jos que á los dos y los que á 
los tres años de su elección. 

Los actuales Diputados solo han recibido su 
mandato por dos años, lo que hace que no sea po* 
sible su renovación por terceras partes cada año. 

Se determina que la actual Cámara funcionará 
hasta que se elija la nueva, para que siempre esté 
completo el Poder Legislativo. 


art. 


Agregado. 


Las Municipalidades conti- 
nuarán con sus actuales de* 
marcaciones hasta que la Le- 
gislatura divida la Provincia 
en Distritos Municipales, di- 
visión que podrá hacerse gra- 
dualmente. 


art. 


Agregado 


Inmediatamente de sancio- 
nada esta Constitución se 
procederá en todos los ac- 
tuales Municipios á elejir los 
vocales del Consejo Delibe- 
rativo y el Jefe del Depai'ta- 
Iment9 Ejecutivo. 


207 — 


Agregado. 


art. 


Reunidos lo» vocales de 
los Consejos Deliberativos se 
designará^ á la suerte los 
que deban salir en el prime- 
ro, en el segundo y en el 
I tercer año. 


art. 


Agregado. 


Hecha la división de las 
Distritos Municipales en todo 
ó éja parte, en cada nuevo 
Municipio se procederá á 
nueva elección. ' 


Por el primero de estos tres artículos se con- 
servan los actuales Municipios con sus demarcacio- 
nes hasta que se haga la división de la Provincia 
en Distritos Municipales á fin de que la institución 
municipal no deje de existir ni temporalmente. 

Los otros dos artículos tienen por objeto plan- 
tear el régimen municipal, según las reformas, des- 
de que estas sean sancionadas y aun antes de que 
se haga la mencionada división, que puede retar- 
darse mas ó menos tiempo, por el estudio que re- 
quiere. 

Mientras se hace la división ¿regirán las refor 
mas ó la Constitución actual respecto á la institu- 
ción municipal? 

El artículo resuelve la cuestión en el sentido 
de que se establezca el régimen municipal creado 
por la; reforma, ya porque es conveniente ensacar- 
lo cuanto antes; porque el actual ha dado los peo- 
res resultados posibles^ y para aprovechar cuanto 
antes los consejos de la experiencia, ya porque la 
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división podría retardarse demasiado, en cuyo caso 
resaltaría la anomalía de que siga en vigencia ana 
Constitución reformada; ya ppr fin porque depen- 
dería de la Legislatura, que ha de hacer la aivi* 
sion, retardar la vigencia de la reforma. 

Se establece también, que hecha la división de 
la Provincia en Distritos Municipales, en todo ó 
en , parte, en cada nuevo Municipio se proceda á 
nueva elección. 

Esta prescripción es indispensable para resol* 
ver las dudas que podrían surgir respecto á lo que 
debe hacerse cuando en todo ó en parte se practi- • 
que la división territorial en Distritos. 

Si, por ejemplo; de un Municipio actual se ha- 
cen dos, ó si de cinco se hacen tres, sería imposi* 
ble determinar de que Municipio son municipales, 
los que están eg^erciendo el cargo. 

La división ha de alterar la población de los 
Municipios y esto hace mas indispensable aun se 

{>roceda á nueva eleecionj para que el Consejo De- 
iberativp de cada Municipio se componga del nú- 
mero de miembros que . le corresponda según la 
Constitución. ^ / 

Como ahora es conocido el número, dé líat>i- 
tantes de los actuales Municipios, no es difíbil que 
se practique la elección de conformidad á lo esta- 
tuido por el .artículo 148 reformado, respecto al nú- 
mero de vocales de qiie han de componerse los Coh- 
sejos Deliberativos, según la población de los Mu- 
nicipios 
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Art. / 

El Poder- Eiecutívo de la Pro- 
vincia en la época establecida 
por el art. 167 procederá á con- 
vocar á los Municipios á elec- 
ción de sus respectivos Oonse- 
jos Deliberativos y Jefes de los 
Departamentos Ejecutivos, de- 
terminando con arreglo al ar- 
tículo 148 el niímero de vocales 
de que ha de componerse cada 
Consejo Deliberativo. 

Es necesario dar al Poder Ejecutivo por una 
vez la facultad que le atribuye este artículo; porque 
en varios Municipios no hay Municipalidad y no ha- 
bría quien convoque, y porque es preciso determi- 
nar, con arxeglo al artículo 149, reformado, d.e cuan- 
tos vocales han de componer los Consejos Delibera- 
tivos de cada Departamento. 

Córdoba, Diciembre 31 de 1881. 

PlLEMOW POSSE. ' 


«••-.-■^■■•«•■^■'"•^ 
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PRÜYECTO- DE CONSTITUCIÓN 


FARA LA 


ptoíiiciÁDE muu 


En el nombre de Dios é invocando su protección y aüxüio, 
Nos los Jtepresentantes del Pueblo de la Provincia de 
Córdoba, reumdos en Convención Constituyente, sanciona- 
mos la presepte Constitución. 

PAETE PRIMERA. 

Capítulo ÚNICO. 

a 

Declaraciones, derechos y garantáis. 

Art. 1.*^^ — La Provincia de Córdoba con los límites: 
qué por derecho le corresponden, es^ parte integrante de 
la Nación Argentina, y como tal, sujeta á la Constitucioa 
General que ha jurado obedecer: y á las leyes y disposi- 
ciones aue en su conformidad dictaren las Autoridades^ 
Nacionales creadas por ella. 

Art. 2.9— La Religión Católica, Apostólica Romana, 
es la Religión de la Provincia; su Gobierno le prestará la. 
mas decidida y eñcaz protección, y todos sus habitantes 
el mayor respeto: sin embargo el Estado respeta y ga- 
rante los demás cultos que no repugnen á la moral ó la 
razón natural, 

Art.* 3.^ —Las autoridades que ejercen el Gobierno 
Provincial, residen en la Ciudad de Córdoba, Capital de 
la Provincia. 

Art. 4.^ — ^La Provincia acepta paa^a su Gobierno la 
forma representativa republicana federal, como la estable- 
ce esta Constitucioa. 

Art. O,"^— rodos los habitantes de la Provincia de 
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Córdoba gozai-án en ella de los dereéhois, y garantías que 
la Constitución Nacional, en su parte primera, capítulo 
iúnico^ otorga á favor de los habitantes de la Nación, y 
estaran sujetos á los deberes y restricciones, que ella les 
impone. 

Art. 6.^ - No podrá imponerse la pena capital sino 

?or unanimidad de votos de los miembros del Superior 
'ribunal de Justicia. 

Ai't. 7.^ — Nadie puede ser perseguido judicialmente 
mas de una vez por un mismo delito, ni bajo pretesto al- 
guno podrán suscitarse de nuevo pleitos fenecidos por 
sentencia ejecutoriada. 

Art. 8.^ — La defensa es libre en todos los juicios, la 
prueba sera pública y la resolución motivada. 

Art. 9.^— En causa criminal nadie puede ser obliga- 
do á declarar contra sí mismo, ni le es lícito hacerlo con- 
tra sus ascendientes, descendientes, cónyuges y hermanos, 
ni puede ser compelido á deponer conti-a sus demás deu- 
dos hasta el cuarto graáo. 

Art. 10 — Siendo la correspondencia privada un secre- 
to gue nadie puede violar, sin hacerse reo contra la se- 
gundad personal y derechos naturaled del hombre, no po- 
drán servir en juicio las cartas y papeles privados que 
hubiesen sido sustraídos. 

Art. 11 — ^No pudien^o verificarse prisión ó arresto, >in 
orden escrita de autoridad competente, ella no se expedi- 
rá sino respecto á personas determinadas, obrando en su 
contra la declaración jurada de un testigo al menos, ú 
otra prueba semiplena de la cual se ha de hacer mérito 
en dicha orden de prisión ó arresto; sin embargo^ cual- 
quiera persona puede aprehender y conducir, bajo su pro- 
pia responsabilidad, á presencia de la autoridad ál delin- 
cuente sorprendido in fraganti delito. 

Art 12— Todo alcaide ó guardián de presos, al reci- 
birse de alguno, deberá exijir y conservar en su poder 
la orden de que habla el artículo anterior, so pena de ha- 
cerse responsable de una prisión indebida. Igual obliga- 
ción de exigir la indicarla orden y bajo la misma respon* 
sabílidad, incumbe al ejecuí<>r del arresto ó prisión. 

Art. 13— Ninguna detención ó arresto se hará en la 
cárcel pública destinada á los crimíníj^s, sino en otro lo- 
cal que se designará á este objeto: las cárceíCV» d^ la Pro- 
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vittcia serán seguras, sanas y limpias; y tojia* medida que, 
á pretesto de precaución, condu^ica á mortificar á los pre- 
sos, mas allá de lo que su seguridad exija, hará respon- 
sables á las autoridades que la ordenen ó ejecuten. 

Art. 14—Ningun arresto podrá prolongarse mas de 
veinticuatro horas, sin darse 'aviso al Juez competente, 
poniéndose al reo á su disposición con los antecedentes 
del hecho que motiva el arresto-, desde entonces, tampoco 
podrá el reo permanecer más de tres dias incomunicado 
de tm modo absoluto. 

Art. 16— Las penas pecuniarias de que se habla en 
esta Constitución, no siendo satisfechas, serán subrogadas 
por la de reclusión, guardándose un dia de arrasto por 
cada peso fuerte. 

Art. 16— La ley reputa inocentes álos que por senten- 
cia no han sido declarados culpables. 

Art. 17 — ^Todo individuo que sufriere una prisión ar- 
bitraria, podrá ocurrir por medio de sus deudos, amigos 
ó cualquiera oti'a persona al Juez mas inmediato, para 
que haciéndolo comparecer á su presencia, se informe del 
modo que ha sido preso, y resultando no haberse llenado 
los requisitos constitucionales, lo mande poner inmediata- 
mente en libertad. 

: Art. 18 — Siendo inviolable el domicilio, y ho pudien- 
do allanarse sin orden por escrito, esta solo podrá ema- 
nar de alguna autoridad civil, debiendo ser determinada 
y motivada, como se previene en el artículo 11 respecto 
a las órdenes de prisión; haciéndose responsable al eje- 
cutor en caso contrario. 

Art. 19— Salvo casos sumamente graves y urgentes 6 
en que se considere que peligra el orden público, deberán 
escusárse, particularmente de noche, medidas violentas y 
odiosas, como el registro de casas particulares: en todo 
caso su ejeeucion tío deberá encomendarse sino á funcio- 
narios civiles que ofrezcan garantía por su carácter y an- 
tecedentes, 

Art 20 — ^Todos los que interviniesen en la ejecución 
de auxilios, ú otras exacciones inconstitucionales, como las 
que las ordenasen, ó expidiesen decretos ó acuerden algu- 
na medida que ataque la. propiedad, son solidariament? i**^** 
ponsables del perjuicio causado. " 

Mt 21— La LigísíaÍHF.^ fl? Podrá dictar leyes ex po$( 
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factOj ni autorizar el curso forzoso de billetes emitidos por 
los Bancos establecidos en la Provincia. 

Art. 22 — ^Nádie podrá ejercer empleo público de la Pro- 
vincia, sin hallarse domiciliado en ella con el tiempo de 
residencia que determine la ley, el cual no bajará de un a&o. 

Art. 23— No podrán acumularse en la misma persona 
dos ó mas empleos de las tres reparticiones provinciatles 
en que se divide el poder público. ^ 

Art. 24— Ningún magistrado ó empleado público podrá 
delegar sus funciones en otra persona; ni un poder dele- 
gar en otro sus atribuciones constitucionales: siendo nulo 
de consiguiente lo que cualquiera de ellos obrase á nom- 
bre de otro, ya sea por autorización suya ó con cargo de 
darle cuenta; salvo los casos previstos en esta Constitución. 

Art. 25— Las autoridades de la Provincia están cir- 
cunscriptas á las autoiízaciones y limitaciones contenidas 
en el título segundo de la Constitución General. 

Art. 26 — Son también limitadas por esta Constitución 
contra la cual no pueden dar disposición alguna, y no 
ejercen otilas atribuciones que las que ella les confiere. 

Art. 27— Todas jBon responsables: los funcionarios pú- 
blicos prestarán juramento de cumplir las disposiciones de 
esta Constitución y de respetar la Constitución y autori- 
dades generales de la Bepiiblica. 

Art. 28 — Los actos oficiales de todas las reparticiones 
de la Administi'acion, en especial los que se relacionen 
con la percepción ó inversión de la renta, deberán publi- 
carse periódicamente, del modo que la ley reglamente, 

Art. 29— Toda enagenacion de bienes del Pisco 6 del 
Municipio, compras y demás contratos susceptibles de K- 
citación, se harán precisamente en esa forma y de un mo- 
do público, bajo la pena de nulidad y la de aefraudacion 
si la hubiere. 

Art. 30— Todos los empleado» púbKcos de la Adminí&- 
traciQQi Bo euj^toe» A Juicio político son judiciables ante 
Jop Triounaí^ ordinarios por abusos que cometan en el 
ejer^cia de sus funciones* sin que puedan excusarse dé 
cautestar ni declinar ¿urisaiccion, aleando órdenes ó apro- 
bación superior, _ a \ a i 

j^^^ 31— Cualquiera disposición adoptada por las ^^^ 

toridades, en presencia ó requisición de fuma ^j:inada ó 
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de una reunión sedídioea que se atribula los derechos del 
Pueblo, es nula y jatoás podrá tener efecto. 

Art. 32 — No se djará en la Provincia ley ni reglamen- 
to que h^tg[a inferior la condición, del extranjero a la del 
nacional. ííinguna ley obligará á los extranjeros á pagar 
mayores contribuciones que las soportadas por los nacio- 
nales, ni á pagar contribuciones forzosas ó extraordinarias. 

Art. 33— Los exti'angeros domiciliados en Córdoba, soil 
admisibles á los empleos Municipales y de simple admi- 
nistración. 

Art* 34-*-En ningún caso l/ts autoridades Provintáales, 
80 pretesto de conservar el orden ó invocando la salud 
pública, podrán suspender la observancia de esta Consti- 
tución, ni la de la Nación ó el respeto á las garantías es- 
tablecidas en ambas. 

Art, 36— La Legislatura no dictará leyes que restrinjan 
la libertad de imprenta. 

Art. 36— El Estado como persoiía civil, puede ser de- 
mandado ante los Jueces ordinarios sobre propiedad y por 
obligaciones contraidas, sin necesidad de autorización pre- 
via del Poder Legislativo, y sin que en el juicio deba go 
zar privilegio alguno. 

Art. 37— Sin embargo, siendo condenado al pago de 
alguna deuda, no podrá ser ejecutado en la. forma ordi- 
naria, ni embargadas sus rentas; djBbiendo en ese caso la 
Legislatura arbitrar eU modo y forma de verificar el pago. 

Art. 38 — ^La enumeración y reconocimiento de dere- 
chos que contiene esta Constitución, no importa dehega- 
cion de los demás que se derivan de la forma democrá- 
tica del Oobierno y de la condición natural del hotnbre. 
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PARTE SEGUNDA. 


TITULO PRIMERO, 


SECCIÓN PRIMERA. 
PODER LEGISLATIVO. 


Art. 39— JSl Poder Legislativo de la Provincia será 
ejercido por uaa Asamblea compuesta de dos Cámaras, 
una de Diputados de la Provincia y otra de Senadores de 
los Departamentos. 

Capítulo prdibbo. 
Déla Cámara de JHputadoi. 

Art. 40— La Cámara de Diputados se compondrá de 
Representantes elegidos directamente por el pueblo de la 
Capital 7 Departamentos de la Campaña, á simple plura- 
lidad de siifragios en razón de uno por cada ocho mil 
habitantes ó de una fracción que no baje de cuatro mil-, 
adoptándose por ahora el censo practicado por orden del 
Gobierno de la Nación en Setiembre de 1869. 

Ai't. 41 — rara ser Diputado se requiere haber cumpli- 
do la edad de veiiíticinco años y tener ciudadanía en 
ejercicio. 

Art. 42— Los Diputados durarán en su representación 
ti^es años, j son reelegibles; pero la Cámara se renovará 
por terceras partes cada año. 
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Art 43— Ea caso de vaca^nte^ el Poder Ejecutivo ha- 
rá proceder á la elección de un nuevo miembro. 

Art. 44 — A la Cámara de Diputados corresponde ex- 
clusivamente la iniciativa de las lejes sobre impuestos. 

Art. 45 — Solo ella ejerce el derecho de acusar ante el 
Senado al Gobernador, al Vice Gobernador, á sus Minis- 
tros, á los miembros del Superior Tribunal de Justicia y 
demás Jueces Letrados, pov mal desempeño ó por delito 
en el ejercicio de sus funciones, ó por crímenes comunes, 
después de haber conocido á petición de parte ó de al- 
guno de sus miembros, y declarado con audiencia del in- 
¡feeresado, si la pidiere, haber lugar á formación de causa, 
por mayoría de dos terceras partes de los votos de sus 
miembros presentes en sesión. 

Art. 46 — Sancionada la acusación del Gobernador ó 
de cualquier otro funcionario sujeto á juicio político, el 
acusado queda suspenso ip$o /acto, hasta la conclusión del 
juicio. 

Capítulo SEGUNDO. , 

. Del Senado. 

Art. 47— El Senado se compondrá de un Senador, ele- 
gido á pluralidad de sufragios, por cada uno de los De- 
partamentos de la Provincia. 

Art. 48— Para ser elegido Senador se requiere tener 
la edad de treinta años cumplidos y dos al menos de ciu- 
dadanía en ejercicio. « 

Art. 49 — Los Senadores durarán cuatro años en el 
ejercicio de sus funciones, y son reelegibles; pero el Se- 
nado se renovará por cuartas partes anualmente. 

Art. 50 — El Vice-Gobernador es Presidente del Sena- 
do-, pero no tendrá voto sino en caso de empate. 

•Arf 61 — El Senado nombrará un Presidente Proviso- 
rio, que lo presida en caso de ausencia del Vice-Gober- 
nador, ó cuando este ejerza las funciones de Gobernador. 

Art. 52— Al Senado corresponde juzgar en juicio pú- 
blico á los acusados por la Cámai'a de Diputados, debien- 
do sus miembros prestíu* juramento para este acto. Cuan- 
do el acusado sea el Gobernador ó^ el Vice-Gobernador, 
el Senado será presidido por el Presidente del Superior 
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Tribunal de Justicia. Ninguno será declarado culpable, 
sino á mayoría de dos tercios de votos de los presantes 
en sesión. 

Art. 53— El fallo del Senado no tendrá raas efecto 
que destituir al acusado, j aun declararle incapaz de ocu- 

Í)ar ningún empleo de honor, de confianza ó á sueldo de 
a Provincia, pero la parte condenada quedará no obs- 
tante, sujeta á acusación, juicio y castigo conforme á las 
leyes ante los Tribunales ordinarios. 

Art. 54— El fallo del Senado deberá darse precisamen- 
te dentro del período de las sesiones en que hubiere sido 
iniciado el juicio, prorogándose ellas si' fuere necesario 
para terminar éste. 

Art. 55— En ningún caso el juicio político ante el Se- 
nado, podrá durar mas de cuatro meses, vencidos los cua- 
les sin haber recaído resolución, quedará absuelto el acu- 
sado. ■ 

Art. 56— Corresponde al Senado prestar ó negar su 
acuerdo al Poder Ejecutivo para la provisión de Jueces 
Superiores é Inferiores, Fiscales del Poder Judicial, Jefes 
Políticos, Contador d¡^ Hacienda, y para conferir grados 
militares de Teniente Coronel arriba. 

Art. 57— En caso de vacante el Poder Ejecutivo hará 
proceder á la elección de un nuevo miembro. 

Art. 58 — Solo el Senado inicia la reforma de. esta 
Constitución. 

Capítulo tbrokbo. 

Disposiáones comunes á ambas Cámaras. 

Art. 59 — Ambas Cámaras se reunirán en sesiones or- 
dinarias todos los años, desde el 1.® de Abril hasta el 
31 de Julio. Pueden ser convocadas extraordinariamente 
por el Poder Ejecutivo, ó por alguno de sus Presidentes 
á solicitud escrita de una cuarta parte de los miembros 
de ambas Cámaras. 

Art. 60 — Abren y cierran sus sesiones ordinarias y 
extraordinarias por sí mismas reunidas en Asamblea y 
presididas por el Presidente del Senado, invitando al Po- 
der Ejecutivo en el primer caso para que <?oncurra á dar 
cuenta del Estado de la Administración, y en el se^un^Q 
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Tínicamente por atención j para mayor solemnidad del 
acxo* ' 

Art. 61— Pueden ser pro rogadas sus sesiones por el 
Poder Ejecutivo ó por sanción de las misma* Cámaras. 

Art 62— En caso de próroga ó de convocatoria ex- 
traordinaria, n6 podrán ocuparse sino del objeto ú obje- 
tos para que hayan sido prorogacjas ó cí^nvocadas extraor- 
dinariamente. 

Art. 63— Cada Cámara es Juez, de las elecciones, de- 
rechos y títulos de sus miembros en cuanto á su validez. 

Art. 64— En este como en los demás casos en que 
proceda alguna de ellas como tal Juez ó cómo cuerpo 
elector, no podrá reconsiderar sus resoluciones. 

Art. 65 — Ninguna entrará en sesión sin lá mayoría 
absoluta de sus miembros; pero un número menor podrá 
compeler á los inasistentes á que concurran á las sesiones, 
en los términos y bajo las penas que cada Cámara esta- 
bleciere. 

Art. 66— En los casos de minoría poi* renovación, ó 
por cualquier otra causa, aquella, siempre que se halle 
en mayoría absoluta respecto de sí misma, bastará para 
juzgar los títulos de los nuevámehte' electos-, pero solo 
hasta poderse constituir en mayoría. 

Art. 67— Ambas Cámaras empiezan y concluyen sus 
sesiones simultáneamente. Ninguna de ellas, mientras se 
hallen reunida^, podrá suspender sus eesronés por mas de 
tres diais sin el consentimiento de la otra.' ' 

Art. 68 — Cada Cámara hará su reglamento y podrá 
con dos tercios de votos de los presentes en sesión, cor- 
regir y aun excluir de su seno á cualquiera de sus miem- 
bros por desorden de conducta en el ejercicio de siis fun- 
ciones ó por indignidad; y removerlos por inhabilidad fí» 
sica ó moral s )breviniente á su incorpoi-acion, pero bas- 
tará la mayoría de uno sobre la mitad para decidir en la 
renuncia que voluntariamente hicieren de sus cargos 

Art. 69 — Los Senadores y Diputados prestarán en el 
acto de su incorporación, juramento de desempeñar de- 
bidamente el cargo, y de obrar en todo de conformidad 
á lo que prescribe esta Constitución y la General de la 
Nación. 

Art. 70— Ninguno de los miembros del Poder Legisla- 
tivo puede ser acusado, interrogado judicialmente, ni mo- 
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lestado por lad opinioaes ó discursos qae emita, desempe- 
ñando sn mandato de legislador. 

Ar4. 71— Ningún Senador ó Diputado desde el dia de 
su elección hasta el de su cese, pueae ser arrestado, excep- 
to en el caso de ser sorprendido infraganti en laejecuciou 
de algún crimen que merezca pena de muerte, ú otra 
aflictiva; de lo que se dai*á cuenta á la Cámara respecti- 
va con la información sumaria del hecho. 

Art. 72— Cuando se forme querella por escrito ante 
las justicias ordinarias contra cualquier Senador ó Dipu- 
tado, examinado el mérito del sumario en juicio publico, 
podrá cada Cámareí, con dos tercios de votos, suspender 
en sus funciones al acusado j ponerle á disposición del 
Juez competente para su juzgamiento. 

Art. 73— Cada Cámara puede hacer venir á su sala 
á los Ministros del Poder Ejecutivo para recibir las expli- 
caciones ó informes que estime Convenientes. 

Art. 74 — Cada Cámara puede también pedir á los je- 
fes de la administración, y por su conducto á los subal- 
ternos, los infonnes que crea convenientes. 

Art. 75-^Lo8 eclesiásticos regulares no pueden ser 
Senadores ni Diputados. 

Art. 76 — ^Los servicios de los miembros de ambas Cá- 
maras serán remunerados por el tesoro de la Pi-ovincia 
con una dotación por cada sesión á que concurran, y 
solo á razón de dos por semana durante el periodo le- 
gislativo ordinario, sin que. una vez fijada pneda ser au- 
mentada en favor de los que estuviesen ejerciendo sus 
funciones. 

Art. 77^— Las sesiones de arabas Cámaras serán públi- 
cas, á menos que un grave interés declarado por ellas 
mismas exigiere lo contrario. 

Art. 78^Cada Cámara tendrá autoridad para corre- 
gir con arresto que no pase de un mes, á toda persona 
de fuera de su seno por f¿iltas de respeto ó conducta de- 
sordenada, ó inconveniente y á los que ofendieren ó 
amenazasen ofender algún Senador ó Diputado en su 
persona ó bienes por su proceder en la Cámara; y á los 
que- ataquen ó arresten algún testigo citado ante ella, 6 
liberten alguna persona arrestada por su orden; á los que 
de cualquiera otra manera impidan el cumplimiento de 
-"'-nosicionee que dictare en su carácter judicial; pu- 
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dieado, caando á, su juicio fuese el caso grave y lo ha- 
llare conveniente, ordeaur el enj íiiciamíento del delincuen- 
te por los Tribunales ordinarios. 

Capítulo cüakto. í 

Atribuciones del Poder Legislativo. 

Art, 79— Corresponde al Poder Legislativo: 

1.^ — Aprobar los tratados con otras provincias para 
fines de Administración de Justicia, de intereses económi- 
cos y trabajos de utilidad común. 

2.^ — ^Legislar sobre industria, inmigración, construc- 
ción de ferro-carriles y canales navegables, colonización 
de tierras, introducción y establecimiento de nuevas in- 
dustrias, importación de capitales extranjeros y exploración 
de rios, ' 

3.^ — ^IjCgislar sobre la organización de los cuerpos 
Municipales, de acuerdo con lo que establece al respecto 
la presiente Constitución, 

4.^ — Dictar planes ó reglamentos generales sobre 
educación ó cualquier otro objeto de interás común munici- 
pal, dfejando á las respectivas Municipalidades su aplicación. 

50 — Establecer las formalidades con que se ha de 
llevt^r uniformemente el registro del estado civil. 

6.^ — Establecer impuestos y contribuciones para la 
formación del Tesoro Provincial. 

7.^ — Movilizar las milicias ó Guardia Nacional, siem- 
pre que lo requiera la seguridad de la Provincia; y apro- 
bar ó desaprobar tal medida cuando el Poder Ejecutivo 
la hubiese dictado, por un grave níotivo de seguridad y 
de orden que no admita dilación. 

8.^ — Fijar anualmente la fuerza de Policía al servi- 
cio de la Provincia. 

9.® — Conceder primas ó recompesas de estimulo ala 
introducción ó establecimiento de nuevas industrias. 

10 — Crear y suprimir empleos, y legislar sobre todas 
las reparticiones, oficinas y establecimientos públicos, de- 
terminando las atribuciones y responsabilidad de cada 
faucionarío. 

llr— Legislar sobre jubilaciones. 

12— Autoriaar al Poder Ejecutivo para contraer cm- 
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préstítos^ con objetos determinados, designándose un fon^- 
do amortizante al que no podrá dai*se otra aplicación. 
En ningún caso el servicio de la totalidad de los emprés- 
titos podrá comprometer mas de la cuarta parte de la 
renta provincial. 

13—Di8poner del uso y enagenacion de tierras públi- 
cas. 

14 — Sancionar anualmente y denti*o del período de 
las sesiones ordinarias, I^s leyes de impuestos y el pre- 
supuesto general de gastos. Si así no lo hiciere seguirán 
en vigencia, para el año entrante, las leyes de impuestos 
y el presupuesto del corriente en sus partidas ordinarias.^ 

15— Proceder á sancionar dicho presupuesto tomando 
por base el vigente, si el Poder Ejecutivo no presentase 
el ¡Proyecto dentro del primer mes de las sesiones ordi- 
narias. 

16— Aprobar ó desechar la cuenta de inversión de la 
renta pública del año fenecido. 

17— Admitir ó desechar la renuncia que de su «desti- 
no hiciere el Gobernador ó Vice-Gobernadór, reunidas 
para este objeto ambas Cámaras. 

18 — Conceder ó negar licencia al Gobernador y Vice- 
Gobernador para salir temporalmente fuera de la Provin- 
cia ó de la Capital. 

19 — ^Declarar con dos tercios de los votos presentes 
de cada Cámara, los casos de impedimento del Goberna- 
dor, Vice- Gobernador, ó de la persona que ejeria el Po- 
der Ejecutivo. 

•20 — ^Dictar todas las leyes y reglamentos necesarios 
para poner en ejercicio los poderes y autoridades que es- 
tablece esta Constitución. 

21— Nombrar, Senadores para el Congreso Federal,, 
reunidas al efecto ambas Cámaras. 

22 — Calificar los caaos de expropiación por utilidad 
pública*, la que no tendrá lugar sin previa indemnización. 

23— Decretar las obras públicas exijidas por el inte- 
rés de la Provincia.^ 

24— Acordar ó negar subsidios á las Municipalidades 
cuyas rentas no alcancen, según sus presupuestos, á cu- 
brir sus gastos ordinarios. 

25 — Conceder indultos ó amnistías generales. 

Crear ó suprimir, reunir ó suodividir • secciones 


territoriales, para el régimen adminisíratíyo de la Provincia. 
' ^27 — AutcfHzar.lA ceBíon de parte del territorio de la 
Provincia con. dos tercios de votos de los presentes en se- ' 
flion, para objetos de utilidad pública Nacional ó Provin- 
cial; j con unanimidad de votos cuando dicha cesión im- 
porte desmembramiento de territorio ó abandono de ju- 
risidiccion. 

28 — ^Reglamentar la Administración del Crédito Pú- 
blico. 

29--TBequerir la intervención del Gobierno Nacional 
en los casos previstos por el artículo 6.^ de la Constitu- 
ción Nacional. 

30— Dictar el Código de procedimientos para los Tri- 
bunales de la Provincia. 

De la formación y sanción de las leyes. 

Art. 80 — ^Las leyes pueden tener principio, salvo los 
casos que establece esta Constitución, en cualquiera de 
las Cámaras de la Asamblea, por proyectos presentados 
por alguno ó algunos de sus miembros ó por el Poder 
EjeQútivo. 

Art. 81 -Aprobado un proyecto por la Cámara de su 
origen, pasa para su discusión á la otra Cámara. Apro- 
bado por ambas, pasa al Poder Ejecutivo para su examen, 
y si también lo aprueba, lo promulga. 

Art. 82 — Se reputa aprobado por el Poder Ejecutivo 
todo proyecto no devuelto en el térmiiio de diez dias 
iHiles. 

Art. 83 — Ningún proyecto de ley desechado totalmen- 
te por ui;ia de las Cámaras, podrá repetirse en las sesio- 
nes de aquel aílo. Pero si solo fuese adicionado ó cor- 
regido por la Cámara Kevisora, volverá á la de su origen, 
y si en estase aprobasen las adiciones 6 correcciones por 
mayoría absoluta, pasará al Poder Ejecutivo. Si las adi- 
ciones ó Correcciones fueren desechadas, volverá segunda 
vez el proyecto á lá Cámara Revisora, y si aquí fueren 
nuevamente sancionadas por una mayoría de dos tevceras 
partes de sus miembros, pasará el proyecto á la otra Cá- 
mara, y Bo se entenderá que e^ta repruel^e dicha^s ' adi- 
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ciones ó correcciones sino concurre para ello el voto de 
las dos terceras partes de sus miembros presentes. 

Art. 84— Desechado en el todo ó en parte un proyec- 
to por el Poder Ejecutivo, vuelve con sus objeciones á la 
Cámara de su origen: ésta lo discute de nuevo, j si lo 
confirma por mayoría de dos tercios de votos, pasa otra 
vez á la Cámara de Revisión. Si ambas Cámaras lo san- 
cionan por igual mayoría, el proyecto es ley, y pasa al 
Poder Ejecutivo para su promulgación. Las votaciones 
de ambas Cámaras, serán en este caso nominales por sí 
ó por nó; y tanto los nombres de los sufragantes, como 
los fundamentos que hayan expuesto, y las objeciones del 
Poder Ejecutivo, se publicarán inmediatamente por la 
prensa.' Si las Cámaras difieren sobre las objeciones, el 
proyecto no podi'á repetirse en las sesiones de aquel año. 

Art. 85— 'Ningún proyecto sancionado por una de las 
Cámaras en las sesiones de un año puede ser postergado 
para su revisión en el siguiente ó sub-siguientes: en tal 
caso se reputa nuevo asunto, y sigue como tal la trami- 
tación establecida para cualquier proyecto que se presenta 
por primera vez. 

Art. 86 — En la sanción de las leyes Be usará de esta 
fórmula: — «El Senado y la Cámara de Diputados de la 
Provincia de Córdoba, decretan ó sancionan con fuerza 
de ley.» 

SECCIÓN SEGUNDA. 
PODER EJECUTIVO. 


Capitulo pbimero. 
De 5tí naturaleza y duración. 

Xyí. 87 — El Poder Ejecutivo será desempeñado por 
un ciudadano con el título de Gobernador de la Pro- 
vincia. 

Art. 88 -Al mismo tiempo y por el mismo periodo 
auc se elige aquel se nombrará un Vice-Gobernador. 

g9 — Todos los actos del Gobernador deben ser 


automados y rofrendados pt)r sus Minísfros, sia cuyo re- 
quisito carecen de eficacia. , 

Art. 90— Para ser elegido Grobernador ó Vice Gober- 
nador, se requieren las mismas condiciones que para ser 
Senador; y. á mas ser ciudadano natural ó hijo de padres 
nativo?, siempre que haya obtado por la ciudadanía de sus 
padres; haber sido vecino de la Provincia, el nativo los 
dos años inmediatos á la ^lección, y el no nativo cuatro 
aíLos, á no ser que la ausencia hubiese sido motivada por* 
servicio público de la Nación ó de la Provincia. . 

Art. 91.— El Gobernador y Vice Gobernador duran 
en sus empleos el periodo de tres aflo^s y cesan en ellos 
el mismo dia en que expire ese plazo, sin que evento al- 
guno que lo haya interrumpido, pueda ser motiro de que 
se les complete mas tarde. ■ ' ' - ■ 

Art. 92— El Gobernador y Vice-Gobernador gozarán 
del Tesoro de la Provincia un sueldo pagado en épocas 
fijas, el cual no podrá ser alterado durante el periodo de 
su 'mando. No podrán ejercer otro empleo ni recibir 
emolumento alguno de la Nación ó de la Provincia. 

Art. 93-^El tratamiento oficial del Gobernador y el 
del Vice-Gobernadpr cuando desempeñen, el mando,, será 
el de Excelencia. 

Ai*t. 94. ' El Gobernador y Vícp-Gobernador no pue- 
den ausentarse de la Capital sin permiso de las Cámaras 
haí^ta tres meses después de haber cesadQ;en sus empleos. 
Si durante su peiiodo se ausentaren de la Provincia sin 
este permiso, se reputarán! j. vacan tes los puestos respec- 
tivos. 

Art. 95. En el receso de las Cámaras solo podrán 
ausentarse por un motivo urgen te. de interps público por el 
tiempo indisdensable. y dando cuentc> ,á aquellas oportu- 
naciente. , . 

,Aij-t. 96— En caso de muerte del Gobernador, ó de su 
.destitución, dimisión, ausencia, suspensión ú otro impedi- 
mento, las funciones de su cargo pasan al Vice-Goberna- 
dor, que las ejercerá durante el resto. del período consti- 
tucional,, si es por alguno de los tres primero 3 casos ú 
otro impedimento permanente, y si fuere por acusación, 
ausencia, suspensión ü otro impedimento temporal,. hasta 
que cese dicho impedimento. 

Art. .97— En caso de quedar vacantes los puestos de 
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Grobernador y Vice-Gobernador, ejercerá el mando el 
Presidente Provisorio del Senado, y en defecto de éste, el 
Presidente de la Cámara de Diputados, debiendo con- 
vocar á la Provincia dentro de tres dias á nueva elección. 
En caso de ausencia ó impedimento temporal del Gober- 
nador y Vice-Gobernador será desempeñado el mando por 
dichos funcionarios, en el orden establecido, hasta que 
cesen la ausencia ó el impedimento. 

Ai-t. 98— El Gobernador y Vice-Gobernador no pue- 
den ser reelectos, sino con el intervalo de un período, ni 
sucederse recíprocamente. 

Capítulo segundo. 

De la forma y tiempo de la elección de Grobernador y Vice- 
Gobernador. 

Art. 99— -El Gobernador y Vice-Gobernador serán nom- 
brados de la manera siguiente: la Capital y cada uno de 
los Departamentos de Campaña nombrarán, en un mismo 
dia, seis meses antes que concluya el término del Gober- 
nador saliente, un mimero de eiectores igual al total de 
Senadores y Diputados que cada uno de ellos tenga de- 
recho á enviar á la Asamblea Legislativa, con las mis- 
mas calidades y bajo las mismas formas prescritas para 
la elección de Diputados, pero ningún Senador ó Diputa- 
do, ni ningún Magistrado, funcionario ó empleado ae la 
Administración podrá ser nombrado elector. 

Art. 100— Si no resultasen elegidas por lo menos las 
tres cuartas partes del número total de Electores, se con- 
vocarán inmediatamente á nuevas elecciones á los Depar- 
tamentos que no hubiesen elegido. 

Art. 101 — El cargo de Elector es in^enunciable; y el 
Elector que faltase á la sesión en que debe tener lugar 
la elección, sin impedimento justificado, incurrirá en una 
multa de quinientos pesos fuertes, y en otra de mil pesos 
fuertes si por su inasistencia no se verificase la elección 
en los quince dias siguientes; quedando además vacante 
su puesto. 

Art 102— No obstante lo establecido en el artículo 
anterior los Electores reunidos podrán usar de otros me- 
^í^a compulsorios conti'a los inasistentes, y si apesar de 
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todo esto no se reuniesen las ti'es cuartas partes del nú- 
mero total de Electores dentro de los quiace días expre- 
sados^ se procederá á* nueva elección, tanto en los Depar- 
tamentos que no hubiesen elegido como ea aquellos cu- 
yos Electores hubiesen cesado en su mandato. ^ 

Art. 103— Reunidos los Electores en la Capital cuatro 
meses antes de la expiración del término del Gobernador, 
y constituidos en Asamblea en número por lo meaos de 
tres cuartas partes del total, después de verificar sus po- 
deres, procederán á elej ir Gobernador y Vice-Gobernádor, 
por mayoría absoluta y por votación nominal. Los que 
resultaren así electos, serán proclamados inmediatamente 
Gobernador y Vice-Gobernador. 

Art. 104 — Si verificada la primera votación, no resul- 
tare mayoría absoluta, se hará segunda vez, contrayén- 
dose la votación á las personas que en la primera hubie- 
ran obtenido mayor número de sufragios. En caso de 
empate, se repetirá la votación y si resultare nuevo em- 
pate, decidirá el Presidente de la Asamblea, siempre que 
su voto hubiese de hacer mayoría absoluta en favor ael 
candidato á quien la dé. 

Art. 105-^En caso contraigo, si la primera mayoría 
hubiese cabido á mas de dos personas, de entre ellas se 
sortearán dos y se repetirá la votación contrayéndose 
á éstas solamente, y decidiendo el Presidente en caso de 
empate. 

Art. 106 — Si en el mismo caso previsto en el artículo 
anterior, la primera mayoría hubiese cabido á una sola 
persona, y la segunda a dos ó mas, de éstas últimas se 
sorteará una, v en seguida xse repetirá la votación, con- 
trayéndose á esta y á la que hubiese obtenido la prime- 
ra mayoría-, decidiendo también el Presidente el empate 
si lo hubiese. 

Art. 107 — La elección de Gobernador y Vice-Gober- 
nador de la Provincia debe quedar concluida en ^na so- 
la sesión de la Asamblea, publicándose en seguida el acta 
de la sesión por la prensa. 

Art. 108 — ^La Asamblea electoral termina sus funcio- 
nes cuando el Gobernador y Vice-Gobernador electos han 
avisado su aceptación. 

. Art* 109 -Si el Gobernador ó Vice-Gobernador elec- 
tos, ó ambos se hallasen ausentes fuera de la República, 


— ^28 — 

deberáa recibirse de sus empleos á mas tardar denh'O de 
tres meses contados desde el dia en qué debieran verifi- 
carlo y no haciéndolo se considerarán diraitentes. 

Art. 110— En los casos de vacancia, la convocatoria 
de que hahla el artículo 97, se liará con un mes de tér- 
mino: los Electores se reunirán un mes después de su 
elección, v el Gobernador y Vice-Gobernador electos se 
recibirán dentro de un mes desde que se les comunicare 
sus nombramientos, si se hallasen en la República, y si 
estubiesen fuera de su territorio dentro de tres meses. 

Art. 111 — El Gobernador j Vice-Gobernador prestarán 
en el acto de su recepción, en manos del Presidente de 
la Asamblea General el sisruiente jurafhento: «Yo N. N. 
juro sobre estos Santos Evangelios por Dios y por mi 
honor, desempeñar con lealtad y patriotismo el cargo de 
Gobernador (ó Vice-Gobernador) que se me ha confiado.* 

Capítulo tercero. 

Atribuciones del Poder Ejecutivo. 

Art. 112 — El Gobernador tiene las siguientes atribu- 
ciones Y deberes: 

' 1.*^ — Es el Jefe Superior de la Provincia y tiene á 
su cargo la Administración General. 

2.^ — Participa de la formación de las leyes con ai- 
reglo á esta Constitución; las sanciona y promulga, y ex- 
pida decretos, instrucciones ó reglamentos para su ejecu- 
ción, sin alterar su espíritu. 

3.^ —Inicia leyes ó propone la modificación ó dero' 
gacion de las existentes, por proyectos presentados á las 
Cámaras Legislativas. 

4.^ — Propone asi mismo la concesión de primas ó 
recompensas de estímulo, á favor de la industria. 

5.^ — Conmuta la pena capital después de la conde- 
na definitiva de los Tribunales y previo su mforme; pu- 
diendo indultar ó conmutar la pena impuesta por delitos 
políticos, y usar, en caso de receso de las Cámaras y de 
no poder ser oportunamente convocadas, de la atribución 
concedida al Poder Legislativo en el inciso 25, artículo 79. 

6.^ —Celebra y firma tratados parciales para fines 
de administración de justicia, de interés econóo^co y tra- 
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bajos de utilidad común, dando cuenta á la Asamblea 
Legislativa para su aprobación, y oportuñaraehte al Gon- 
' greso Nacional, conforme el artículo 107 de la Constitu- 
ción .General. / . * 

T.*^ — Hace recaudar los impuestos y rentas de la 
Provincia, y decreta su inversión con sujeción á la ley 
del presupuesto, pudiendo los funcionarios encargados de 
la percepción ejecutar administrativamente el pago; que- 
dando libre al contribuyente su acción para ocurrir a los 
Tribunales para la decisión del caso; previa constancia 
de haber pagado. 

8.^ —Nombra los magistrados del Tribunal Superior 
de Justicia; Fiscales, Jueces de 1.^ Instancia y de Paz, 
Agentes Fiscales, Jefes Políticos y 'Cont¿idor de Hacien- 
da, con acuerdo del Senado; y hallándose este en receso, 
provee nombrjamientos interinos de los que deberá dar 
cuenta en la primera sesión, proponiendo al mismo tiem- 
po los que* han de ser nombrados en propiedad; y pudien- 
do remover por si solo á dichos Jefes Políticos, toda vez 
que lo estimare conveniente. 

^ 9. ^ — Nombra y remueve sus Ministros, Oficiales de 
decretaría y demás empleados de la Administración, cu- 
yo nombramiento no esté acordado á otro poder. Expide 
títulos y despachos á los que nombrare. 

10 — Concede jubilaciones con arreglo á la ley. 

11— Proroga las sesiones ordinarias de las Cámaras 
y las convoca á extraordinarias de conformidad á los ar- 
tículos 59 y 61. 

.12— 'Puede pedir á los Jefes de todos los Departamen- 
tos de. la Administración Provincial, los informes que 
crea necesarios al interés general. 

13 — Instruye á las Cámaras con un mensage á la 
apertura de sus sesiones del estado de ],a Provincia. 

14 — En el primer mes de las sesiones ordinarias de 
las Cámaras, presenta la ley de Presupuestos parael^año 
siguiente, acompañada del plan de recursos, y dá cuen- 
ta del uso y ejercicio del- Presupuesto anterior. 

15— El Gobernador es Comandante en Jefe de las 
Milicias del Estado de la; Provincia, y tiene el deber de 
prestar el auxilio de la iiierza pública á los Tribrmales 
de Ju<?ticia» á los Presid entes de las Cámaras' Legislati- 
vas, cuando éstos la soliciten debidamente autcr*íja*dos por 
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ellas, á las Municipalidades de la Provincia j demás au- 
toridades conforme á la ley. 

16 — ^Provee por sí solo los empleos de Jefes y Oficia- 
les de la Guardia Nacional hasta Teniente Coronel y los 
superiores con acuerdo del Senado. 

17— Puede ordenar arrestos ó detenciones con la li- 
mitación del artículo 14. 

18 — ^Previene las conspiraciones y tumultos por todos 
los medios que no le estén expresamente prohibidos por 
esta Constitución y leyes vigentes. 

19— El Gobernador y Vice-Gobernador, en su caso, 
y los Ministros en los actos que legalizan con sus firmas 
ó acuerden en común, son solidariamente responsables, 
y pueden ser acusados ante el Senado por las causas que 
establece el artículo 45. 

20— El Poder Ejecutivo puede movilizar la Guardia 
Nacional de uno á varios puntos de la Provincia durante 
el receso de la Asamblea Legislativa, cuando un grave 
motivo de seguridad y de orden lo requiera, dando cuen- 
ta oportunamente de ello; y aun estando en sesiones, po- 
drá usar de la misma atribución, siempre que el caso no 
admita dilación, dando cuenta inmediatamente á la Asam- 
blea. 

21— Puede requerir la intervención del Gt)bierno Na- 
cional en los casos previstos en el artículo 6^ de la 
Constitución Federal. 

22 — ^Tiene bajo su inspección superior, conforme á 
las leyes, todos los objetos de la Policía de seguridad y 
vigilancia y todos los establecimientos públicos de la 
Provincia. 

Capítulo cuabto. 

De los Ministros Secretarios del Despacho. 

Art. 113— Para ser nombrado Ministro se requieren 
las mismas condiciones que esta Constitución exije pai-a 
ser elejido Diputado. 

Art 114— Los Ministros no pueden por sí solos tomar 
resolución alguna, á excepción de lo concerniente al ré- 
gimen económico y administrativo de sus respectivos de- 
•^-rtamentos. 
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Art llS—Dentro del primer raes del periodo legisla- 
tivo, los Ministros presentarán á las Cámaras una memo- 
ria detallada del estado de ía Provincia en lo relativo á 
los negocios de sus respectivos departamentos. 

Art. 116— Los Ministros deben asistir á las sesiones 
legislativas de las Cámaras cuando fUesen llamados por 
ellas; pudiendo también hacerlo cuando lo estimen con- 
veniente. 

Art. 117— Los Ministros tendrán el tratamiento de 
Señoría y gozarán por sus servicios de un sueldo esta- 
blecido por la lejr, que no podrá ser alterado en favor ó 
en perjuicio de los q^e se hallen en ejercicio. 

SECCIÓN TERCERA. 
DEL PODER JUDJCIAL. 


Capítulo pbimbbo. 
De su naturaleza y duración. 

Art. 118— El Poder Judicial de la Provincia será 
ejercido por un Tribunal Superior de Justicia, que podrá 
dividiese 0n salas, según lo requiera el mejor servicio, j 
por los demás Tribunales inferiores ei^blecidos ó que la 
Legislatura estableciere en el territorio de la Provincia., 

Art. 119 — La Provincia se dividirá por una ley en 
Distritos Judiciales. 

Art. 120— Los Jaeces de la Provincia Superiores é 
Inferiores, ^oino los Miniístros Fiscales y Agentes Fiscales 
son inamovibles durante el periodo por el qué se han 
nombrado, salvo los casos previstos en los artículos 45 y 
52. Pueden ser reelegidos indefinidamente y recibirán 
por sus servicios una compensación que determinará la 
ley y que será pagada en épocas fijas, sin que pueda ser 
disminuida mientras permanezcan en sus funciones. 

Art. 121 — Los Vocales y Ministros Fiscales del Supe- 
riqy Tribunal serán nombrados por el término de nueve 
años; pero aquellos se renovarán» por terceras partes ca- 
da tres años. 
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Art. 122— Los Jueces Letrados de primera Instancia 
y los Agentes Fiscales serán nombrados siempre por el 
término de cinco a&os, desde el dia en que se reciban, 
aunque lo fuesen en reemplazo de otros cuyo periodo hu- 
biese ti-ascurrido en parte. 

Art, 123— Para ser Vocal ó Ministro Fiscal de la Cá- 
mara de Justicia, ,se necesita ser abogado de la Nación ó 
de la Provincia, con ocho anos de ejercicio en la profe- 
sión ó' con cuatro en la Magistratura, y tener además las 
cualidades requeridas para ser Senador. Para ser Juez 
de los Tribunales inferiores, se necesita tener cuatro años 
de ejercicio en Ja abogacía, ó dos en la Magistratura ó 
en otros empleos judiciales que requieren la calidad de 
abogado. 

Capítulo ise^üni^o. 

Atribuciones del Poder Judicial. 

Art. 124 — Corresponde al Tribunal Superior y á los 
Tribunales inferiores de la Provincia, el conocimiento y 
decisión de las causas que versen sobre puntos regidos 
por esta Constitución, pbr los tratados que celebrase la 
Provincia conforme al inciso 6.^ artículo 112 y por las 
leyes de la Legislatura; de las causas que se susciten 
contra empleados ó funcionarios públicos que no estén 
sujetos al juicio político, y de las wgidas por el Derecho 
Civil, Penal y de Minería, según que los casos ó las per- 
sonas caigan bajo la jurisdicción. de la Provincia. 

Art. 125— Los Tribunales y Juzgados de la Provincia 
en el ejercicio de sus funcioiaes, procederán aplicando 
esta Constitución y los trafeidosií^ro'vinciales, como la ley 
suprema, respecto á las leyes: que haya sancionado ó san- 
cionare 'la Legislatura. 

Art.. 126— El Tribunal .Superior y las Salas en que se 
divida no ejercerán jurisiliccion originaria, sino en los 
casos siguientes, y de conformidad á das reglas que esta- 
blezca la ley: 

1.^ En las competencias de jurisdicción etitrelos de^ 
más Tribunales, ó entre estos y los funcionarios del Po- 
der Ejecutivo; 

2.^ En las recusaciones de sus Vocales, y en las de 
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Jueces Letrados inferiores; en las causas de responsabili- 
dad civil contra los mismos; y en las que se sigan con- 
tra ios Jueces de Paz, al solo objeto de su destitución. 
, Art. 127 — ^Habrá siempre reci^rso para ante ^l Tribu- 
nal Superior de las resoluciones recaídas en las causas 
que versen sobre puntos regidos por esta Constitución j 
por los ti'atados que celebrase la Provincia: y en las que 
se cuestione la validez de un tratado de la Nación^ de 
una ley del Congreso ó de una autoridad ejercida eíi 
nombre de la Nación^ ó se ponga en duda la inteligencia 
de alguna cláusula de la Constitución Nacional, cuando 
la decisión sea contra su validez. 

Art. 128— El Tribunal Superior de Justicia tendrá la 
Superintendencia en toda la administración de Justica. y 
á mas de los informes que en cualquier tiempo podrá 
dar al Gobierno, y por su conducto á la Legislatura, so- 
bre todo lo concerniente á las mejoras ó reformas en el 
ramo Judicial, deberá cada año elevar á la misma una 
estadística de la Administración de Justicia en el territo- 
rio, de la Provincia. 

Art. 12i^-— El Tribunal Superior de Justicia nombrara 
y podrá remover los empleados inferiores judiciales. Ade- 
más de su reglamento interno, dictará otVo general para 
los Juzgados subalternos. Avisará al Poder Ejecutivo el 
número y propondrá las dotaciones de los empleados que 
resulten ser necesarios para el ejercicio del Poder Judi- 
cial, á fin de que aquel solicite de la Legislatura la ley 
de su creación y sueldos. 

Art. 130. — Todos los juicios criminales ordinarios que 
no se deriven del derecho de acusación concedido á la 
Cámara de Diputados, y aun los que se deriven, siempre 
que versen sobre delitos comunes, se terminarán por Ju- 
rados, luego que se 'ístablezca por el Congreso Nacional 
esta institución en la República. Pero los que se inten- 
ten contra empleados ó funcionarios públicos que no es- 
tén sujetos al juicio político, por crímenes ó abusos en el 
desempeño de sus funciones, y ann los de los. que lo es- 
tén; cuando el juicio verse sobre está* misma clase de crí- 
menes ó abusos, se terminarán antel los Tribunales de 
Justicia ' creados por esta Constitución y de conformidad 
con la ley penal. 

Art. 131. Los Tribunales colegiados acordarán en pú- 

30 
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blico sus sentencias, fundando cada uno de sus miembros 
su voto por escrito, según el orden que resulte por previo 
sorteo público^ 

Art. 132. No podrán los Jueces y demás miembros 
del Poder Judicial intei venir activamente en política, íOt 
ner participación en lois diarios que. traten de ella, hacer- 
se socios de Clubs, firmar programas, exposiciones, protes- 
tas ú otros documentos de carácter político, ni ejecutar 
acto alguno semejante, que comprometa seriamente la im- 
parcialidad de sus funciones. 

Capítulo tercero. 

De la Justicia de Pá$. 

Art. 133. La ley determinará el número de Jueces 
de Paz que ha de haber en cada distrito municipal y el 
período de sus funciones. 

Art. 134. Los Jueces de Paz son funcionarios exclu- 
sivamente judiciales. 

Art. 135. Para ser elegido Juez de Paz se requiere 

tener veinticinco años de edad, un aflo de residencia por 

lo menos en el Distrito, saber leer y escribir y ser contri- 

^buyente. En la Capital y en los demás distritos que la ley 

lo determine serán Letrados. 

Art. 136. Durante el período de su ejercicio solo po- 
drán ser removidos por el Superior Tribunal de Justicia, 
por mala conducta en el desempeño de Sus funciones, por 
delitos comunes ó por inhabilidad física ó moral sobrevi- 
niente. 

SECCIÓN CUARTA 
DE LAS ELECCIONES. 


Capítitlo únigo 


Art. 187— La ley electoral •reGOtiócerá por bases las 
prescripciones contenidas en los incisos siguientes: 

1.^— Solo tendrán voto los ciudadanos inscíítoÉí en el 

'"^^•^^O. Cívico; ■-■ • ■ '■-•' '• '- 
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2.^ — El voto será secreto y se •verificará por medio 
dé cédulas en papel blanco. 

3.0 — j]¡ número de mesas, destinadas á recibir los 
votos, en^ cada distrito electoral, será impar, j no se re- 
putará que hay elección en el Distrito doade no lá haya 
habido en Ja mayoría de Us mesas. Estas ocuparán él 
lugar determinado permanentemente por la ley. 

4.*^ — ^Inmediatamente de concluida la elección, se pro- 
cederá á hacer el escrutinio públicamente y^sin que el 
actd pueda ser interrumpido. El acta del escrutinio será 
firmada por los que han formado la lüesa y por los ciuda- 
danos que quisieren hacerlo. 

5.^ — Nadie podrá votar sino en el distrito donde se 
halle inscrito. ' 

6.^ — Los Jefes, Oficiales y trojpa del Ejército Nacio- 
nal ó de Policía no tendrán voto én las elecciones pro- 
vinciales. 

7.*^— No podrán hacerse citaciones de milicias desde 
el día' de la convocatoria para una elección hasta tres 
dias después de terminar esta. Si tales citaciones se veri- 
ficasen la elección será nula y el que las haya hecho, 
penado por la ley. 

8.^ — Las elecciones se harán en dias fijos, determi- 
nados por la ley, y sin necesidad de convocatoria-, pero 
)5i fuesen extraordinarias, se harán previa convocatoria, 
que se publicará con quiace dias de anticipación poí lo 
menos en el distrito donde deban tener lugap. 

9.^ — Las mesas receptoras de votos podrán requerir 
el auxilio dé la fuerza pública para mantener el orden 
durante el acto. 

10 — Toda infracción de la ley electoral en cualquiera 
de sus : disposiciones será castigada por el Juez Letrado 
del Distrito, siendo parte para exigirlo cualquier ciudada- 
no; sin perjuicio de las atribuciones que al respecto cor- 
respondan á la mesa. 
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TITlJIiO SBOFlíBO 

De las inunicipalidadts 


CapítuIo primero. 
De su naturaleza y duración. 

Art. 138 — El territorio de la Provincia se dividirá en 
Distritos por una lej, para su administración municipal. 

Art. 139— -La parte administrativa y económica déca- 
da Distrito, correrá eT.clusivaraente á cargo de su i^espec- 
tiva Municipalidad. 

Art. 140 — Las Municipalidades son independientes de 
todo otro poder en el ejercicio de sus funciones, sin per- 
juicio de las lej-es que dicte la Legislatura con arreglo al 
inciso 4.^ del artículo 79. 

Art. 141— -Las Municipalidades se compondrán de un 
Consejo Deliberativo y de un Depai'tamento Ejecutivo. 

Art. 142 Los Consejos Deliberativos se compondrán 
de seis miem])ros en los Distritos municipales que tengan 
hasta seis mil habitantes, y desde esta cifra en adelante 
se aumentarán con un miembro por cada tres mil habi- 
tantes.* 

Art. 143— El Departamento Ejecutivo estará á cargo 
de una sola persona. 

Art. 144— Los vocale§ del Consejo Deliberativo y el 
Jefe del Departamento Ejecutivo se eligen directamente 
por los vecinos del respectivo Municipio, que tengan vein- 
tiún años de edad, paguen algún impuesto municipal y 
estén inscritos en el registro que se llevará en cada Mu- 
nicipio. 

Art. 145— Para ser vocal del Consejo Deliberativo se 
requiere ser mayor de edad, pagar alguna contribución 
municipal y estar avecindado en el Municipio que lo eli- 
je, cuando menos desde un año antes de su elección. Pa- 
ra ser elejido Jefe del Departamento Ejecutivo se requie- 
re tener la edad de treinta años y las demás condiciones 
que para ser vocal del Consejo Deliberativo. 

Art. 146— El cargo de vocal del Consejo Deliberativo 

'"*uito y el de Jefe del Departamento Ejecutivo será 
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pagado pDr el tesoro municipal, con una dotación que no 
poará ser aumentada ni difeminuidaen provecho ni en 
contra del que esté desempeñando el cargo. 

Art. 147— El Consejo Delibe4-ativo se renovará por 
terceras partes cada afio. El Jefe del Departamento Eje- 
cutivo durará tres años eii el ejercicio de sus funciones. 
Tanto este como los vocales salientes del Consejo Delibe- 
rativo pueden ser reelegidos. 

Art. 148 — En los casos de vacancia, ausencia, enfer- 
medad ú otro impedimento del Jefe del Departamento 
Ejecutivo ejercerá sus funciones el Presidente del Consejo 
Deliberativo; en él de vacancia hasta que se eliga la per- 
sona que ha de reemplazarlo y en los demás hasta que 
cese el impedimento. 

Art. 149.' Los Consejos Deliberativos y Departamen- 
tos Ejecutivos están obligados á llenar las funciones que el 
Estado delegare en ellos, siempre que no tengan alcance 
alguno político j solo se refieran á la administración eco- 
nómica de la Provincia. 

Capítulo segundo. 

De los Consejo^ Deliberativos, * 

Art. 150— Son, atribucioiies y deberes de los Consejos 
Deliberativos: 

1.^ Juzgar de la elección de sus miembros y de la 
del Jefe del Departamento Ejecutivo, no pudiendo rever 
sus fallos. ^ 

2.^ Corregh' y aun excluir de su seno con dos ter- 
cios de votos, á cualquiera de sus miembros por desorden 
de conducta en el ejercicio de sus funciones ó por inhabi- 
lidad física ó moral sobreviniente á su incorporación. 

3.^ Establecer impuestos sobro los ramos y mate- 
rias de su incumbencia, con dos tercios dé votos; no gra- 
vando ningún ramo con mas del doble de lo que su servi- 
cio requiera. 

4.^ Sancionar anualmente el presupuesto general 
de ingresos y gastos, en el último período anual de sus se- 
siones ordinarias. 

5.^ Dictar ordedanzas sobre higiene, instrucción 
primaria, ornato, viabilidad vecinal y sobre los demás ob- 
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jetos propios de su iustitucion; j establecer multas con- 
tra sus infractores que no excedan de cincuenta pesos 
fuertes. 

6.^ Crear j fomentar establecimientos de benefi- 
cencia. 

7,^ Destituir al Jefe del Departamento Ejecutivo, 
con dos tercios de votos de la totalidad de sus miembros, ^ 

por faltas en el desempeño de sus funciones, por delitos co- 
munes ó por inhabilidad física ó moral. ^ . 

8.^ Pedir al Géfe del Departamento Ejecutivo los 
datos é informes que estime necesarios. 

^ 9.^ Reconsiderar las ordenanzas que fueren ob- 
servadas por el Jefe del Departamento Ejecutivo, las que 
quedarán definitivamente sancionadas, si el Consejo De- 
liberativo insiste por simple mayoría. 

10. Crear y suprimir empleos municipales. 

11. Nombrar los empleados de su Secretaría cuan- 
do esta sea distinta de la del Departamento Ejecutivo*, lo 
aue determinará la ley orgánica municipal, no obstante lo 
dispuesto en el inciso anterior. 

12. Prestar ó negar su acuerdo al Jefe del Depar- 
tamento Ejecutivo para nombrar y remover al Secretario, 
Contador, Tesorero, Receptor, Ingeniero, Médico y Procura- 
dor en los Municipios donde existan estas plazas. 

13.— Aprobar ó desechar las cuentas de inversión de 
los fondos municipales. 

14. — Autorizar con dos tercios de votos de todos sus 
miembros la enagenacion ó gravamen de los bienes raíces 
del Municipio. 

15. — Autorizar la enagenacion por un año de los im- 
puestos municipales. 

16.— Autorizar al Departamento Ejecutivo para con- 
traer empréstitos con objetos determinados, designándose 
un fondo amortizante al que no podrá darse otra aplica- 
ción. En ningún caso el servicio de la totalidad de los 
empréstitos poorá comprometer mas de la cuarta parte de 
la renta municipal. 

17 — Decretar la adquisición ó construcción de las 
obras que estime convenientes. 

18— Destinar fondos especiales de renta para costear -• 
la instrucción primaria, la cual será obligatoria en la Pro- 
jirmoío en la forma que la ley lo determine. 
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Art. 151.— Los miembros del Consejo Deliberativo soa 
responsables por faltas de cumplimiento á sus deberes, dán- 
dose contra ellos acción popular. 

Art. 152,— El Consejp Deliberativo funcionará por lo. 
menos durante dos períodos en el año, cuya época y du- 
ración será fijada por la ley. Puede ser convocado á se- 
siones extraordinarias por su Presidente á solicitud de la 
mitad de sus miembros, ó por- el Jefe del Depaítam^entp 
EjecutiVo. 

Capítuxo tbrcbbo. 

De los Departamentos IJjeóutivús. 

Art. 153.— Son atribuciones y deberes del Jefe del 
Departamento Ejecutivo: ' 

1.^— Ejecutar todas las resoluciones del Consejo De- 
liberatiTO. 

2.^— Ejercer l^ superintendencia de todos, los Esta- 
blecimientos Municipales. 

3.^ — Administrar los bienes y propiedades del Municipio. 

4.*^ — Recaudar las rentas municipales. 

5.^ —Inspeccionar los establecimientos á cuyo sosteni- 
miento contribuya la Municipalidad. 

6.^ — Tener á su cargo los caminos vecinales, 'J)uen- 
tes, la higiene^ ornato, educación, servicio dé aguas, alum- 
brado y demás seryicios municipales. 

T.'^ —Representar en juicio á la Municipalidad. 

8.^— Noinbrar y remover, con acuerdo del Consejo 
Deliberativo el Secretario, Contador, Tesorero, Receptor, 
Ingetíiero, Médico y Procurador en los Municipios donde 
estén creados ó se creen estas plazas; y por sí solo los 
demás empleados municipales. 

9.^ — Observar dentro de cinco dias hábiles las orde- 
nanzas que juzgue inconvenientes ó inconstitucionales. 

10— Concurrir á las sesiones del Consejo deliberativo 
cuándo lo estime conveniente. 

11 — ^Hacer cumplir administrativamente las ordenan- 
zas y aplicar las multas que ellas establezcan contra sus 
infractores, bajo su responsabilidad y sin perjuicio de qué 
el interesado pueda hacer valer sus derechos ante los 
TribunaleB competentes. 
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12 — Poder iniciar ordenanzas. 

13 — ^Presentar al Cíonsejo Deliberativo el presupuesto 
municipal para el año siguiente al abrirse el último perio- 
do de las sesiones de <^da aQo. 

14 — ^Rendir las cuentas do la administración del aflo 
fenecido al abrirse el primer periodo de las sesiones del 
Consejo Deliberativo. 

15— Presentar al Consejo Deliberativo una memoria 
anual, que se publicará, sobre el estado en que se en- 
cuentren los diversos ramos de la administración. 

16 — ^Publicar mensualmente el estado de ingresos y 
gastos. 

17 — Convocar al Municipio á las elecciones munici- . 
pales. 

Art. 154— El" Jefe del Departamento Ejecutivo es de- 
mandable por cualquiera del pueblo, para compelerlo al 
cumplimiento de sus deberes; j es responsable civilmente 
por todo daño que cause por sus faltas ú omisiones. 

TITIJIiO TERCERa 

Régimen Político DeparUtBental. 

Art. 155 — Habrá en cada Departamento de Carapafla 
un empleado civil superior con el nombre de Jefe Poli 
tico, bajo la inmediata dependencia del Gobierno de la 
Provincia; quedando suprimidas las Comandadas Princi- 
pales de los Departamentos. 

Art. 156 -Lo prescripto en el artículo anterior, no es-, 
cluye la existencia de Jefes ó Comandantes de Cuerpos 
de Guardias Nacional, que solo ejercen mando en sus 
respectivos cuerpos, y únicamente para los casos del ser- 
vicio militar. 

Art. 157— Los Jefes Políticos tienen a su cargo la po- 
licía de los respectivos Departamentos j son los Agentes 
naturales del Poder Ejecutivo, para hacer cumplir la 
Constitución, las leyes de la Provincia y las resoluciones 
del Gobierno. 

Art. 158 — Los Jefes Políticos prestarán á los Jueces y 
Municipalidades respectivas el auxilio que les requieran 
para hacer cumplir sus resoluciones, sin que en ningún 
caso puedan tener ingerencia en la administración dejus- 
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ticiii m én la MunicipáL La ley fijara sus deberéj y 

atribucione,8. ...,,,. ^ « i..:.: :..' 
.^ ^í't/. 15^— rPura ser.Jefa Pplítico ?ie requieren lás^mjs-, 
nia^".Qaiícíici9ue3!^jgiie párá. se^* Sqnácjm' no terx^r inyestí- 
diíra ó grado im litar y ser veciaó del üepartaixientó. / 

, TrrtJLÓ évÁnto'.' 

Do la reforma de está Constitución. 

- ■ ..'♦....#. 

,AH. 160— La necesidad de la refornia deberá sei'dé^ 
clarada por. la Asainbl.ea Legislativa con el rotó de dos' 
tefcéi^as partea 'de los mierribros^ de cada. Oámai-a, y se 
efectuavá prir una convención convocadA al efecto. - \ 
• Art. 161— Cuándo las Gamaras declaren la necesidad 
dej la refórina, deberán, designar el punto ó puntos que 
háh dip ser mattnia de ellas. 

Art'. 162'^De6ÍgTiados por las Cámaras los puntos sóbi'e 
que debe versar la refonna, y antes de convocarse al^pu^* 
blo para la elección de Diputados que lian de veriflcada, 
dichos puntos se publicarán por el espacio de un mes 
cuando mencs en los diarios de la Provincia. 

Art. 1^3— Él nilínero de Convencionales será igual al 
toMl de los Senadores y Diputados, elegidos ^n la misma 
. forma, y mientras ejerzan su mandato gozarán de lat 
mismas inmunidades que ellos. 

TITULO qüIHTO. 

Disposiciones Generales Transitorias. 

Art. 164— La actual Cámara de Diputados continuará 
en su mandato hasta que se practique nueva elección del 
número' total de sus miembros. Esta elección se haráeon 
ia anticipación necesaria para que la nueva Cámara fun- 
y cíone al abrirse el periodo legislativo siguiente á la san- 

ción de esta Constitución. 

Art. 165— Dentro del pi'inier mes de instalarse ^la mie- 
ra Cámara de Diputados se designarán por sorteo los 
Diputados que deban salir al alio de su elección, á los 
dos y á los tres aDos. 

Art. 166— Las Municipalidades continuarán con sus 
actuales demaicaciones hasta que la Legislatura divida la 
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Provincia en Distritos Municipales, división que podrá ha* 
cerse gradualmente. ' 

Art 167— Inmediatamente de sancionada esta Consti- 
tución se procederá en todos los actuales Municipios á 
elegir los vocale» del Consejo Deliberativo y el Jefe del 
Departamento Ejecutivo. * 

Art. 168— Reunidos los vocales de los Consejos Deli- 
berativos se designarán á la suerte los que deban salir en 
el primem^ en el segundo y en el tercer afio. 

Art. 169— Hecha la división de los Distritos Municipa- 
les en todo ó en parte^ en cada nuevo Municipio se pro- 
cederá á nueva eleo<Mon. 

Art 170~BI Piider Ejecutivo de ]a Provincia en la 
época est^ibleinda por el articulo 167 procederá á convo- 
car a los Municipios á elección de sus respectivos C nte- 
jos Deliberativos j Jefes de los Departamentos Ejecutivos^ 
determin'indo con arreglo al artículo 142 el número de 
vocales de que ha de componerse cada Consejo Delibe- 
rativo. 

Córdoba^ Diciembre 31 de 1881. 

FlUQiOlf Possi. 
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